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Para que el derecho del trabajo pueda cumplir su función social de proteger al más débil 
de una relación contractual debe ser capaz de acoplar sus instituciones —clásicamente 
rígidas e inflexibles— a la nueva realidad social impuesta por la globalización y el uso 
masivo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, que ha calado 
profundamente en sus espacios de interés, pues básicamente se encuentra transformando 
las fuerzas de la oferta y la demanda y la misma forma en que se ejecuta el trabajo.  
 
Plataformas como Uber, Rappi, Cabify, Glovo o AMT registran un crecimiento 
vertiginoso, apalancadas en la masificación de internet, en la caída del empleo tradicional 
y en la transfiguración de los hábitos de consumo que hoy, en gran medida, se dan en 
línea. Con todo lo cual, algunos autores han advertido cómo se está ad portas de una 
nueva revolución industrial, con efectos igual o más transformadores que la del siglo XIX. 
 
En inicio, las empresas de trabajo digital se presentaron como una oportunidad para 
que las personas, en sus tiempos libres o de manera suplementaria, ejecutaran un servicio 
lucrativo con sus propios recursos, sin horarios y sin exigencias. Sin embargo, la 
popularización de estos medios de contratación, sumada a la baja demanda de empleos 
formales, ha relativizado la noción misma de independencia del prestador, frente al 
operador del aplicativo móvil, pues la realidad empieza a evidenciar la existencia de un 
vínculo mucho más estrecho y dependiente entre ambas partes de la relación contractual, 
cuyo marco protector es un dilema global. 
 
Ante este escenario, ¿cuál es el régimen jurídico aplicable a los prestadores de 
servicios que se ofrecen y ejecutan por medio de aplicativos móviles que funcionan bajo 
el sistema de trabajo digital?, ¿dentro del ámbito del nuevo trabajo digital, se constituye 
una relación laboral, civil o en una que, por sus especiales características, requiere su 
propio régimen? El objetivo de esta monografía fue indagar a profundidad si el trabajador 
digital debería estar sujeto a las normas clásicas del derecho laboral, a las del derecho 
civil o, por el contrario, a una relación especial.  
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Actualmente no se prevé un régimen que recepte la realidad de la prestación de 
servicios bajo este esquema. El marco legal solo permite que el trabajo digital esté sujeto 
o bien al derecho común, cuando se considera que el prestador es autónomo, o bien al 
derecho laboral, si se estima que es trabajador. No obstante, ninguna de esas dos 
alternativas parece razonable. 
 
De un lado, suponer que los prestadores son absolutamente autónomos frente a la 
empresa operadora y que, por ende, se rigen por las normas del derecho común, resulta 
inverosímil, dada la sujeción de estos a las reglas de compensación económica 
preestablecidas, a las políticas de selección de rutas, de estándares de ejecución del 
servicio y, sobre todo, por cuanto el prestador lo realiza por cuenta ajena. De otro lado, 
la laboralización integral de este tipo de relaciones es inconveniente, pues iría en contra 
de la realidad especialísima de las nuevas formas de trabajo, caracterizadas por una 
autonomía relativa, libertad horaria y elasticidad de la oferta de trabajo. Asimilar el 
trabajo bajo demanda digital con un régimen ordinario terminaría por destruir su 
estructura económica y jurídica, estancando fútilmente el avance de las nuevas 
tecnologías en la esfera laboral. 
 
Para abordar esta compleja cuestión, esta investigación partió, en su primer capítulo, 
por definir y caracterizar el mundo del trabajo digital, así como explorar sus dos más 
relevantes manifestaciones: el trabajo bajo demanda vía apps y el crowdwork, descifrando 
algunos de sus puntos de fricción con el derecho de los trabajadores. Luego, en el mismo 
acápite, se revisó el impacto generado por el trabajo digital frente a las estructuras clásicas 
del derecho del trabajo, identificando la disrupción que plantea en los conceptos mismos 
de empleador, trabajador, el entorno de la ejecución del trabajo, el horario, la jornada y 
la remuneración. 
 
En el segundo capítulo, se pasó a explorar en qué medida el trabajo digital adopta 
rasgos de la subordinación clásica, punto fundamental, pues, independientemente de las 
formas, si la realidad de la relación jurídica demuestra subordinación, existe un motivo 
de peso para ser regida por el derecho del trabajo. Así, se indaga en las nuevas formas de 
manifestación de la subordinación, determinada por algoritmos, inteligencia artificial o 
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una compleja estructura tecnológica que direcciona el comportamiento del trabajador,  
considerando los elementos que, estructuralmente, podrían sugerir que el trabajo digital 
deba sujetarse al régimen general del derecho laboral; pero, también aquellas 
características que repelen esta sujeción plena, fundamentalmente, los marcados rasgos 
de autonomía que el prestador del servicio mantiene. En suma, este acápite se concentró 
en indagar si el nuevo fenómeno ingresa de lleno en la noción tradicional del derecho del 
trabajo, construida a partir de la institución de la subordinación, para lo que se definió y 
caracterizó la subordinación clásica y se examinaron sus manifestaciones en el contexto 
del trabajo digital. A partir de este análisis, se determina si la nueva forma de trabajo 
merece una regulación absoluta del derecho laboral o, por el contrario, requiere una 
estructura normativa propia. 
 
Para finalizar, el tercer capítulo aborda el trabajo digital y propone la creación de una 
relación laboral especial. En este sentido, se desarrollaron los derechos sustantivos y 
adjetivos del trabajador digital. Asimismo, se presenta un test de suficiencia que los 
prestadores deberán pasar a efectos de que su relación con el operador de la aplicación 
pueda estar protegida por el Régimen Especial del Trabajo Digital, marco acá propuesto 
para regular el trabajo bajo demanda digital. 
 
En definitiva, esta monografía indagó soluciones para un fenómeno laboral que está 
trastocando los cimientos más profundos del derecho del trabajo clásico. Se propone la 
creación de un nuevo régimen para regular a los trabajadores bajo demanda digital como 
necesidad imperiosa para garantizar seguridad jurídica a un entorno altamente dinámico 
y con un potencial enorme para abrir nuevas plazas de empleo y cuyo crecimiento, 
sostenibilidad y eficiencia se encuentran actualmente sin directrices legales claras 
respecto al tema más básico de su operación laboral, esto es, la caracterización jurídica 






1.  EL TRABAJO DIGITAL ¿UN FENÓMENO CIVIL, LABORAL O DEL 
MUNDO MODERNO? 
 
INTRODUCCIÓN: LA INCIDENCIA DE LA TECNOLOGÍA EN LA SOCIEDAD 
CONTEMPORÁNEA 
Las tecnologías de la información y la comunicación están transformando a un ritmo 
vertiginoso todas las aristas de las relaciones sociales, desde la comunicación hasta el 
ejercicio de gobierno, pasando por la seguridad y, ultimadamente, hasta en la forma en 
que se conjugan las fuerzas de oferta y demanda del trabajo. Así entonces: 
Los actuales avances tecnológicos en temas digitales, de comunicaciones, 
robóticos, informáticos, etc., implican también una sustancial 
transformación del empleo. Entre muchas manifestaciones de ello, se 
aprecia que las posibilidades de internet permiten un contacto directo e 
inmediato entre el consumo y la producción, la que, a su vez, se puede dar 
de forma completamente automatizada. Ello ha dado pie al surgimiento de 
la denominada economía colaborativa o sharing economy (Goerlich, 2016, 
p. 179). 
La profunda transformación que ha traído internet se explica —en cierta medida—
con la interacción de la oferta y la demanda. Piénsese por un momento en lo que 
significaba ver televisión hace unos pocos años: la estación televisora definía una parrilla 
de programación y el televidente debía acoplar su vida a la oferta de noticieros, 
telenovelas o dibujos animados prestablecida. Entonces, era el consumidor quien 
esperaba ansioso hasta la noche para prender el televisor, conectarse con su canal y ver 
su programa favorito. Hoy, esa lógica se ha desvanecido. Las plataformas trabajan bajo 
el concepto on demand, o sea, bajo demanda. El poder se revierte al televidente y este 
escoge cuándo y dónde ver sus series preferidas, decide además si verá un capítulo por 
día o terminará el contenido en una semana. 
Todo lo descrito ha sido posible gracias a internet, una red de interconexión de otras 
redes y dispositivos, que permite almacenar una inmensa cantidad de información y 
contenidos dentro de la esfera virtual, donde es posible conectar con precisión el deseo 
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del consumidor con la oferta del mercado. Este fenómeno toca —en diversas formas— 
múltiples aristas de la sociedad. En este escenario, el ámbito del trabajo es, quizá, uno de 
los mayormente impactados.  
En este sentido, entre las muchas megatendencias que caracterizan la evolución del 
trabajo hoy por hoy, el crecimiento de las economías basadas en plataformas en línea ha 
adquirido un crecimiento vertiginoso, contribuyendo a cambiar la naturaleza misma del 
trabajo (OECD, 2015 Harris y Krueger, 2015). Ello, principalmente porque —así como 
sucede con el ejemplo de la televisión— la interacción entre la demanda y la oferta de 
trabajo está sufriendo una profunda transformación. Las nuevas tecnologías permiten 
tener disponible un número infinito de trabajadores y conectarlos con precisión 
milimétrica al solicitante de un servicio. Todo esto en un entorno digital que reviste a la 
transacción de seguridad, pues el usuario conoce quién presta el servicio, cómo lo hace, 
cuánto cuesta, pudiendo además rastrearlo en tiempo real y, luego, calificarlo. 
Una vez introducido el tema del impacto tecnológico en las sociedades actuales, el 
objeto de este primer capítulo consiste en identificar qué se entiende por trabajo digital. 
Se iniciará con la revisión detenida del propio concepto y sus elementos. Luego, se 
examinarán las características generales y específicas del fenómeno. Clarificados los 
anteriores tópicos, se hará una aproximación a la relación entre el este tipo de trabajo y el 
derecho laboral clásico, examinando sus puntos de fricción. Finalmente, se detallarán las 
dos grandes manifestaciones del trabajo digital: el crowdwork y el trabajo bajo demanda 
vía apps. 
 
1.1 ¿POR QUÉ UTILIZAR EL TÉRMINO TRABAJO DIGITAL? UNA 
JUSTIFICACIÓN METODOLÓGICA 
Los cambios en el mundo laboral, lato sensu, están determinados por la expansión de 
nuevas formas de ejecución del trabajo que, por medio de internet y las tecnologías de la 
información y la comunicación, hacen posible que un consumidor localice en instantes 
un prestador de servicios. Siguiendo al profesor SANGEET CHOUDARY (2018), este 
modelo de negocio se nutre de la conexión entre prestadores de servicios externos y 
consumidores, permitiendo que se generen interacciones de valor entre ambos, mediante 
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una infraestructura tecnológica y estableciendo un set de condiciones que gobiernan la 
relación. Ahora bien, ¿cómo denominar a este fenómeno? Aquí aparece un primer 
problema metodológico, pues a la hora de abordar las novedosas formas de trabajo se 
encuentran amplísimas y ambiguas denominaciones para identificar las múltiples 
aplicaciones prácticas que las empresas tecnológicas están desarrollando para conectar 
oferta y demanda.  
Quizá el lector no estaba familiarizado con el concepto de trabajo digital, pero sí 
había escuchado del trabajo 4.0, de la gig economy, uber economy o sharing economy. 
Después de una revisión de la bibliografía más relevante y actual, se ha descartado utilizar 
en esta investigación esos conceptos, pues, a pesar de que en el fondo se refieren a lo 
mismo, tienen componentes que llevan a una lectura equivocada o sesgada de la realidad.  
De un lado, se ha excluido utilizar el término gig economy, porque en sí mismo no 
explica nada. La expresión gig es un anglicismo que tiene sus orígenes en la terminología 
musical coloquial y hace referencia a las actuaciones cortas que realiza un músico: toca 
una canción y pasa, resalta la inmediatez en la ejecución del contrato —la interpretación 
de la canción— y su carácter esporádico, pero también la fugacidad de la relación entre 
el músico y el contratante.  
En criterio de quien escribe, la expresión gig no tiene ninguna aptitud comunicativa 
para la audiencia hispana, por lo que mal se podría desarrollar todo un estudio jurídico 
sobre el marco de un concepto que idiomáticamente no tiene contenido. Pero, incluso si 
se asumiera que esta monografía tiene una vocación global que no se limita a la audiencia 
hispana y, por lo mismo, los lectores anglosajones sí pudieran darle un significante a la 
gig economy, igualmente, se estima que resultaría sesgado y, quizá, erróneo. Partir de la 
premisa de que ab initio las relaciones que se generan por medio de aplicativos móviles 
son intermitentes o esporádicas —como un gig musical— parece falaz y simplista. 
Lo anterior, puesto que algunos de los motivos por los que este tema ha adquirido 
relevancia para el derecho laboral consiste precisamente en su escalabilidad, complejidad 
y, últimamente, en la creciente evidencia que demuestra cómo una buena porción de los 
conductores de Uber, repartidores de Rappi u operadores de Amazon Mechanical Turk 
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(AMT)1 dedican toda su fuerza laboral y tiempo a prestar servicios bajo ese modelo de 
trabajo (Berg, Furrer, Harmon, Rani y Silberman, 2018). En efecto, aunque buena parte 
de la doctrina internacional se inclina por utilizar este término macro para definir las 
manifestaciones del trabajo mediado por las nuevas tecnologías, para la audiencia a la 
que se dirige este estudio y a la luz de su objeto e hipótesis de trabajo, utilizarlo resulta 
inadecuado.  
En cuanto al término uber economy, algunos autores (Aragüés-Valenzuela, 2017; 
Todolí Signes, 2015) han decido usarlo, para referirse al nuevo mundo del trabajo. Sin 
embargo, tampoco se cree conveniente definir un fenómeno amplio, complejo y 
cambiante, bajo la nominación de un modelo de negocio singular y privado: Uber. Si bien 
la compañía multinacional incorpora la mayoría de rasgos de las nuevas formas de 
trabajo, en cualquier momento podría cambiar de esquema o, incluso, la tecnología y el 
empleo podrían avanzar en andariveles distintos a los de esta. Entonces, la definición del 
fenómeno global con base en el caso particular denotaría imprecisión.  
Por último, se tiene la sharing economy o consumo colaborativo, usado también para 
nombrar el nuevo modelo de conexión entre oferta y demanda laboral, que está 
transformando el trabajo. La expresión nace como un mecanismo para crear puntos de 
encuentro entre la demanda y la oferta de bienes y servicios infrautilizados, que pueden 
ser compartidos, prestados, regalados, intercambiados, alquilados o comprados 
(Möhlmann, 2015). 
Básicamente, se utiliza la tecnología para ubicar aquellos bienes que una persona 
tiene en exceso y que otra necesita. Por ejemplo, plataformas virtuales, como Fon, 
permiten compartir redes wifi entre sus usuarios; NeighbourGoods facilita el préstamo de 
todo tipo de productos domésticos; Couchsurfing conecta viajantes con locales dispuestos 
a ofrecer alojamiento gratuito y compartir experiencias, entre otras (Ginés i Fabrellas y 
Gálvez, 2016). Desde su concepción, el objeto de la sharing economy fue acercar por 
medio de la tecnología bienes subutilizados en la sociedad con personas que los necesiten. 
                                                
1 Una de las empresas líderes en crowdwork. Plataforma web mediante la cual se pueden buscar 
trabajos rápidos ejecutados en un entorno digital y de la más diversa naturaleza: traducciones, 
diseños de logotipos, opiniones sobre páginas web, muestreo de estrategias de marketing, entre 
muchos otros más.  
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Por consiguiente, el aplicativo, que actúa como intermediario, no tiene un interés 
económico en los intercambios o en la cooperación entre los actores. De hecho, la esencia 
de este modelo repele que se establezca un canon por la intermediación. Así, se estima 
impreciso utilizar el término sharing economy, para identificar un proceso en el que 
intervienen de manera protagónica empresas operadoras de plataformas virtuales, cuyo 
objetivo manifiesto y legítimo es la construcción de un modelo de negocio privado, 
basado en el contacto directo entre clientes y prestadores de servicio. 
Por todo lo expuesto, se ha decidido prescindir del uso de las expresiones antes 
señaladas —uber economy, sharing economy o gig economy— e inclinarse por la del 
trabajo digital, que a continuación se explicará en detalle.  
 
1.2 EL TRABAJO DIGITAL 
 
Antes de entrar a detallar los rasgos de fondo del trabajo digital, se empezará por 
desglosar cada uno de sus elementos conceptuales. Normalmente, el entorno legal de las 
plataformas virtuales identifica al prestador del servicio como “socio” o “conductor”, en 
el caso de Uber, prescindiendo de catalogarlo como trabajador. Por supuesto, esto no es 
gratuito, sino que responde a una estrategia destinada a alejar en la mayor medida posible 
al prestador del concepto de trabajo, lo que, a su vez, lo aparta de la protección especial 
que clásicamente han tenido los trabajadores.  
Sobre el uso del lenguaje, se estima que una de las primeras acciones a tomar para 
iniciar un debate racional sobre la regulación de las relaciones entre el prestador del 
servicio y la plataforma, consiste en dignificar la tarea allí realizada desde su propia 
nominación: llamándola trabajo. Ninguna otra clasificación puede ser tan precisa de cara 
a lo que aquellas personas realizan. En este sentido, la presente investigación se suma a 
diversas voces académicas que destacan la misma nominación de trabajo en el contexto 
de estas nuevas relaciones jurídicas como un axioma potente para situar las cosas en el 
espacio que corresponde, pues los trabajadores no deberían ser clasificados erradamente 
como socios, o autónomos, para efectos de excluir deliberadamente su categoría laboral 
(Berg et al, 2018). Entonces: 
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La primera cuestión necesaria es, de hecho, una defensa férrea de que la 
actividad que se realiza es trabajo, [lo que va de la mano] con la lucha para 
que los trabajadores no sean expuestos como extensiones de las 
aplicaciones o meros instrumentos de la tecnología y eso es crucial no solo 
desde la perspectiva teórica de combatir la deshumanización y el riesgo de 
crear un nuevo grupo invisible de personas sino también desde un punto 
de vista práctico, para enfatizar el reconocimiento del carácter humano de 
las actividades de la gig economy (De Stefano, 2016, p. 21). 
De manera que la precisión inicial debe hacerse sobre la utilización de la 
denominación trabajo digital. Esta consiste en una voluntad política —si se quiere— de 
llamar a la actividad productiva virtual realizada por un ser humano de la misma forma 
como se hace con las no virtuales, esto es, trabajo. 
Por otra parte, el esquema al que se hace referencia es digital, porque la tecnología 
aplicada es el instrumento esencial para su funcionalidad. El término, a su vez, lleva 
implícita la relación con lo tecnológico y semánticamente se refiere al uso de los dedos 
para realizar una acción. Así, el carácter digital viene dado, tanto por la materialidad de 
usar los dedos —en un mouse o una pantalla táctil—, para concretar la demanda de un 
servicio, como porque lo digital implica tecnología. Y es que la demanda del trabajo se 
concreta por vía digital, mediante aplicaciones o páginas web, entendidas como 
plataformas tecnológicas que, a través del uso de infraestructura de datos, algoritmos, 
inteligencia artificial y otras herramientas facilitan el encuentro eficiente entre la oferta 
—un conductor, por ejemplo— y la demanda —el solicitante del servicio— (Ginés i 
Fabrellas y Gálvez, 2016).  
Abordados los elementos conceptuales del trabajo digital, se pasará a detallar las 
características de este fenómeno, enfatizando en aquellas que lo convierten en verdadera 




1.2.1 Las características del trabajo digital: pareo de oferta y demanda de 
trabajo mediante internet y las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación 
 
El trabajo digital provee acceso a una fuerza laboral al instante y con la capacidad de 
hacer las más diversas tareas (De Stefano, 2016). Para este efecto, el sistema funciona a 
partir de la demanda de servicio y logra un pareo preciso con la oferta del mercado. Parte 
esencial de este pareo, se encuentra determinado por el crowdsourcing, que básicamente 
consiste en:  
 
La descentralización de un servicio hacia un gran número de personas en 
forma de llamamiento o convocatoria, [que es] únicamente posible gracias 
a las nuevas tecnologías. Gracias a esta forma de prestación de servicios, 
estas plataformas virtuales consiguen que pueda desarrollarse una 
actividad completamente mediante trabajadores autónomos, 
prescindiendo de la relación de trabajo subordinado. La afectación que el 
crowdsourcing tiene sobre las relaciones laborales es significativa. Al 
excluir del ámbito de la relación laboral a los prestadores de servicios que 
actúan en el marco de estas plataformas virtuales mediante relaciones de 
trabajo por cuenta propia, se produce una huida del derecho del trabajo. 
Servicios que anteriormente eran prestados por trabajadores por cuenta 
ajena en la actualidad —y gracias a las nuevas tecnologías y las economías 
de red— se realizan de forma íntegramente descentralizada (Ginés i 
Fabrellas y Gálvez, 2016, p. 7). 
 
La descentralización es entonces una de las claves para entender el funcionamiento 
del trabajo digital, pues ha deslocalizado el espacio de trabajo y lo ha dispersado con 
precisión hacia cualquier lugar donde pueda tener acogida por la demanda. Y, la precisión 
antedicha está determinada por el uso de las tecnologías de la información y la 
comunicación: las plataformas son estructuras altamente complejas dotadas con 
infraestructura de datos, algoritmos, inteligencia artificial, sistemas de geo 
posicionamiento global, entre otros componentes, que les permite llevar a cabo diversidad 
de acciones, como: 
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• Gestionar el tráfico y el tiempo de recorrido —en el caso de aplicaciones de 
transporte—. 
 
• Conocer en detalle el comportamiento del entorno y del mercado, cuándo, por qué 
y hacia dónde se mueve la demanda. 
 
• Encontrar los mecanismos más eficientes para desarrollar una tarea. 
 
• Predecir el comportamiento de la demanda, movilizar al conductor, cuando se 
trata de Uber, para que se anticipe y esté disponible en ciertas locaciones 
(Rosenblat y Stark, 2016).  
 
En definitiva, al pensar en el trabajo digital, es fundamental tener claro que las 
tecnologías de la información y la comunicación son el oxígeno de su sistema, pues 
permiten concretar el elemento básico: el pareo preciso entre quien busca el servicio y 
quien está conectado para prestarlo. Por eso, se trató de la primera característica a destacar 
en la presente investigación.  
 
1.2.2 Las características del trabajo digital: relación tripartita entre el operador 
del servicio, el consumidor y el prestador 
 
En cuanto a las partes intervinientes en la relación, el trabajo digital está determinado 
por la triangulación de las relaciones entre el operador —dueño de plataforma, aplicativo 
o página web que sirve de host para efectuar el pareo entre oferta y demanda—, el 
prestador del servicio —quien materialmente realiza la prestación, ejecuta el trabajo— y 
el consumidor final o solicitante —quien requiere el servicio—.  
Es posible analizar esta relación tripartita en función de los contratos que la 
gobiernan: de un lado, el operador suscribe un contrato civil de adhesión, cuyo objeto es 
la sujeción del prestador a un modelo de negocio donde, normalmente, él tiene acceso a 
la aplicación y al mercado de trabajo que le ofrece el soporte tecnológico del operador. 
En este se aclara, en todo caso, la autonomía con la que se prestará el servicio. Lo 




A través de la Aplicación, Cabify facilita al Usuario para que este, 
utilizando sus medios y recursos humanos, y sujetándose a las Condiciones 
Generales de Uso, instale y permita el uso de intermediación tecnológica, 
(en adelante el “Servicio”). La Aplicación y/o Sitio Web facilita al Usuario 
el acceso a diversos contenidos, información y datos proporcionados por 
Cabify en relación con el Servicio (en adelante, los “Contenidos”). Cabify 
se reserva el derecho a modificar en cualquier momento la presentación, 
la configuración y ubicación de la Aplicación y/o el Sitio Web, así como 
las correspondientes condiciones de acceso y uso. Cabify no garantiza que 
los Contenidos proporcionados a través de la Aplicación y/o Sitio Web 
serán en todo caso correctos, completos, actualizados o libres de errores.  
[…] 
11. Naturaleza contractual 
Este Contrato, por su naturaleza, es de índole estrictamente civil, por lo 
que las Partes declaran que no existe relación de carácter societario o 
laboral entre ellas, así como tampoco entre Cabify y el personal que el 
Usuario haya contratado o llegare a contratar para la ejecución del presente 
Contrato. Por lo tanto, las Partes dejan expresa constancia que Cabify no 
tiene responsabilidad alguna sobre tales obligaciones, ni aún a título de 
solidaridad patronal. En caso de que, por cualquier motivo, inclusive a 
título de solidaridad patronal, llegare a presentarse alguna acción judicial 
o administrativa de parte de cualquier trabajador del Usuario en contra de 
Cabify o de sus funcionarios, el Usuario se obliga a mantener indemne de 
toda responsabilidad a Cabify (Cabify, 2019). 
De otro lado, el operador —que aparece en el contrato como un mero intermediario— 
adquiere el derecho a participar del canon que se cobre por el servicio prestado, y participa 
además en aspectos como el control de la calidad y la determinación de la forma en que 
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se ejecuta el servicio, por mencionar solo dos. Finalmente, entre el operador y el 
solicitante también existe un contrato civil de prestación de servicios, que: 
[…] 
2. Los Servicios 
Permite a los usuarios de aplicaciones móviles de Uber o páginas web 
proporcionadas como parte de los Servicios […] organizar y planear el 
transporte y/o servicios de logística con terceros proveedores 
independientes de dichos servicios, incluidos terceros transportistas 
independientes y terceros proveedores logísticos independientes […].  
Usted reconoce que Uber no presta servicios de transporte o de logística 
o funciona como una empresa de transporte y que dichos servicios de 
transporte o logística se prestan por terceros contratistas independientes 
que no están empleados por Uber ni ninguno de sus afiliados (Uber, 2019). 
 De manera que, gobernadas todas las relaciones por el derecho civil, actualmente 
las partes intervinientes del trabajo digital se pueden sintetizar en el esquema que muestra 
la Figura 1: 
 
 


























1.2.3 Las características del trabajo digital: economías de escala 
 
Otra de las características fundamentales de este modelo consiste en las economías 
de escala que, en abstracto, se refiere al poder que tiene un operador económico en un 
nivel óptimo de producción para seguir produciendo más a menor coste. O sea, mientras 
más produce, menos costo tiene cada unidad (Wallerstein, 2012). De acuerdo con el 
profesor TODOLÍ SIGNES (2015), esto aplica para el trabajo digital, puesto que: 
El negocio se basa principalmente en acumular una gran cantidad de 
prestadores de servicios y de usuarios. Precisamente, el hecho de que se 
cuente con una gran cantidad de ellos es lo que hará innecesario a la 
empresa contratar trabajadores propios y señalarles un determinado 
horario de trabajo o una jornada. La empresa cuenta con que el gran 
número de "colaboradores" asociados haga que los clientes siempre 
encuentren un prestador de servicios disponible. Derivado de esta 
necesaria masa crítica de usuarios y prestadores de servicios, el mercado 
va a tender a convertirse en un monopolio no pudiendo existir más de dos 
o tres empresas que se dediquen al mismo sector. En cualquier caso, 
alcanzar la masa crítica necesaria implicará unos costes de entrada 
elevadísimos que reducirá la competencia (Todolí Signes, 2015, p. 6). 
Lo dicho, implica que las empresas operadoras en el mundo del trabajo digital 
concentren gran parte de sus esfuerzos en captar personas para que se sumen como 
trabajadores y como usuarios, pues, en la medida en que más prestadores se encuentren 
en el mercado y más clientes busquen sus servicios, los costos bajarán. 
Pero, cuando se hace referencia a los costos, vale hacer una precisión, dado que la 
ejecución de tareas bajo este modelo tiene dos estructuras. De un lado, la correspondiente 
a lo que acá se ha denominado el oxígeno del sistema, esto es, la infraestructura 
tecnológica del operador: los servidores, la investigación, el diseño de los algoritmos, la 
inversión en sistemas más precisos de geolocalización y el marketing, entre otros, 
representan grandes costos para los operadores que, a medida que crece su volumen de 
mercado, pueden ir reduciendo. 
 21 
No obstante, de otro lado, está la estructura de costos del trabajador, la cual no se ve 
afectada por el crecimiento del operador ni por la intensificación de su economía de 
escala. La gasolina y el mantenimiento del auto de un conductor de Uber, por ejemplo, 
no se abaratan. Por el contrario, la tendencia indica que entre más personas en el sistema 
los costos de transacción deberían reducirse y, por ende, los ingresos de los trabajadores. 
Esto, prima facie, indica un desbalance en la relación que, junto con otros muchos —que 
después se analizarán— justifican la regulación del derecho al trabajo digital, 
obviamente, tomando en cuenta su particular naturaleza.  
1.2.4 Las características del trabajo digital: inmediatez en el desarrollo de la 
relación: fugacidad de la relación prestador-solicitante 
 
Todas las formas del trabajo digital comparten la fugacidad de las relaciones entre el 
consumidor final y el prestador del servicio, pues:  
 
Antes del internet, habría sido muy difícil encontrar a alguien, sentarlo por 
diez minutos y ponerlo a trabajar para ti y seguidamente despedirlo 
después de esos diez minutos. Pero, con la tecnología, tú puedes 
encontrarlos, pagarles una pequeña porción de dinero y deshacerte de ellos 
cuando no los necesitas más (Marvit, 2014). 
 
 Normalmente, el contacto con un conductor o un repartidor en el trabajo digital se 
limita a la prestación y no genera un vínculo a futuro entre el prestador y el solicitante. 
Sobre el tema, la profesora Rachel Botsman en una charla impartida en TedxSydney 2010 
denominada “The case of collaborative consumption” ha explicado que, entre muchas 
cosas, la tecnología permite generar confianza entre los extraños, imitando los lazos que 








1.2.5 Las características del trabajo digital: globalización. 
 
Pensar en el trabajo digital necesariamente lleva a razonar en un negocio global. Esto, 
dado que, para concretar la economía de escala de la que se habló en la sección anterior, 
las empresas operadoras deben expandirse en la mayor cantidad de países posibles, vistos 
los costosos aspectos de este medio de producción, relacionados especialmente con la 
inversión en infraestructura técnica, que les permita operar globalmente, bajo un costo 
marginal (Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019). 
 
Si se reflexiona, por ejemplo, sobre el negocio de la multinacional colombiana Rappi 
—que se dedica a las entregas a domicilio de comida, medicamentos, abastecimientos y 
abarrotes, entre más productos—, es evidente que su inversión más grande —el desarrollo 
tecnológico— sería inviable operando solo en Colombia. De hecho, resultaría ineficiente, 
pues conceptualmente no existen diferencias sustanciales entre la entrega de productos a 
domicilio en México, Brasil o Ecuador. En este sentido, la capacidad tecnológica 
desarrollada por la empresa bien puede ser replicada en otras latitudes y, por lo mismo, 
su vocación es esencialmente transnacional. Por supuesto, la geolocalización, la cantidad 
de oferta, la demanda o la complejidad de las ciudades puede incidir en el diseño y 
funcionamiento de la infraestructura tecnológica. Empero, dada la capacidad de 
procesamiento de información de las plataformas, estas diferencias pueden ser asimiladas 
sin un impacto mayor. Entonces, la verdadera inversión de los operadores —el desarrollo 
de su infraestructura tecnológica— tiene una vocación global y entre más grande su 
operación, como se ha visto, menores son sus costos.  
 
Ahora bien, otro de los motivos que hacen de la globalización una característica del 
trabajo digital consiste en el acceso a un mercado de trabajo mundial. Sin duda, una de 
las razones por las cuales resulta atractivo para empresas y usuarios es la posibilidad de 
disponer de gran cantidad de trabajadores localizados en diversas partes del mundo, con 
capacitación, capacidades y un entorno cultural diferentes (Waas, Liebman, Lyubarsky, 
y Kezuka, 2017). Como se verá más adelante, si en el evento de que un desarrollador de 
páginas web en Colombia desease hacer pruebas de cómo asimilan sus contenidos 
personas en edades entre los dieciséis y los cuarenta años del Estado de Florida en Estados 
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Unidos, él puede acceder a trabajadores con ese sesgo, disponibles en diversas 
plataformas en línea, para que evalúen su página. Todo ello, a la distancia de un clic.  
 
Finalmente, la vocación global de los operadores del trabajo digital se encuentra 
determinada por el estado regulatorio que se torna aún más complejo, considerando que 
tiene un carácter transnacional (Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019). Esto es 
particularmente cierto en el crowdwork, al permitir contratar a alguien para realizar una 
tarea específica desde cualquier lugar del mundo, en un entorno regulatorio 
extremadamente lioso, cuando el solicitante puede estar en Colombia, el prestador en 
Haití y el operador en Holanda, Francia y Estados Unidos. 
 










































1.3 EL TRABAJO DIGITAL: UN FENÓMENO DISRUPTIVO FRENTE AL 
DERECHO DEL TRABAJO CLÁSICO 
 
Como se señaló, el trabajo —igual que la televisión— ha sufrido una metamorfosis 
protagonizada por la masificación de las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación. Aunque el solo tema mercería un estudio aparte, a continuación, se 
sistematizarán los motivos que justifican, a juicio del autor, sostener la disrupción 
transformadora del trabajo digital frente al mundo del trabajo tradicional.  
 
Esto se encuentra principalmente determinado por cuanto el trabajo digital ha tocado 
las más sensibles fibras del derecho laboral tradicional: el trabajo en sí mismo, la 
manifestación de la demanda, el concepto de empleador, el concepto de trabajador, el 
entorno de ejecución del trabajo y la remuneración. 
 
1.3.1 La disrupción del trabajo digital en la conceptualización de la teoría del 
derecho del trabajo. 
 
La construcción del derecho del trabajo es relativamente nueva, si se compara con 
otras como el derecho civil, con centurias de desarrollo. A finales del siglo XIX, emergió 
de la Revolución industrial un desequilibrio social entre la clase dueña de los medios de 
producción y la obrera. A través de una intensa lucha protagonizada por los trabajadores 
organizados en sindicatos, se logró aprobar una serie de normas que regulaban la especial 
relación entre el patrono y el obrero, protegiendo primero la salud del trabajador; luego, 
algunos criterios mínimos sobre el uso de la fuerza, entre otros aspectos propios de la 
época, que se condensaron en lo que se denominó la legislación industrial que, a su vez, 
fue el antecedente del derecho laboral. 
 
Es menester tener en mente que, para el momento histórico cuando estos fenómenos 
aparecieron, la cultura civil —la más desarrollada— no lograba dar respuestas a estas 
nuevas situaciones en la sociedad y de allí surgieron las preguntas: ¿Debe el Estado 
intervenir en el trabajo humano? ¿Puede el derecho civil intervenir? ¿Es el derecho civil 
suficiente? Entonces, las respuestas —si bien fueron nutridas y variadas, dependiendo de 
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la ideología2— reflejaban una problemática común: la tradición civil repele, por esencia, 
la intervención del Estado, porque está construida desde la lógica de la autonomía de la 
voluntad de las partes para regular sus propias relaciones y configurar sus negocios 
jurídicos con las puntuales limitaciones que establezca el ordenamiento jurídico. En 
palabras de JARAMILLO JASSIR (2011): 
 
El derecho del trabajo, hijo de la Revolución industrial, nació para regular 
el desarrollo de las labores en el sistema de producción industrial en los 
inicios del siglo XX. Sin embargo, el modelo de producción de comienzos 
del siglo XXI ha cambiado, y con él, el contrato de trabajo a tiempo 
indeterminado ha dejado de ser la figura típica de desarrollo del trabajo. 
El contrato, figura central del derecho privado, como posibilidad de 
autorregularse sobre la base de la igualdad de los contratantes, fue objeto 
del principal debate doctrinal al momento de explicar la naturaleza jurídica 
del vínculo empleador-trabajador. Las teorías elaboradas en Europa 
continental viajaron a América Latina, donde a partir de aquellas se 
elaboró una teoría jurídica propia, que se plasmó en las codificaciones 
laborales de mediados del siglo XX (p. 15). 
 
Así las cosas, resultó imposible incorporar este complejo nuevo orden social al 
derecho civil, pues el trabajo parte de la asimetría entre las partes y, hasta cierto punto, 
torna compulsorio que el Estado intervenga, lo que contraría directamente las más 
profundas bases del sistema civilista. En efecto, desde la primera mitad del siglo XX se 
da el auge del desarrollo del derecho del trabajo, acentuado por la creación de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), en 1919. 
 
El ordenamiento jurídico naciente se caracterizó por la adopción de normas 
sustantivas y adjetivas destinadas a la protección y regulación del trabajo, su entorno, sus 
horarios, modos de ejecución y, por supuesto, sus actores, protegiendo primordialmente 
                                                
2 Mientras los liberales estimaban que el trabajo, como cualquier otro bien de mercado, debía ser 
regulado por el propio mercado, prescindiendo de la intervención del Estado, el marxismo-
leninismo, que fue precisamente construido en Londres frente a las gestas de los movimientos 
laborales, indicaba que el Estado debía ser el principal regulador del trabajo.  
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al trabajador que, luego de la lucha de fines del siglo XIX e inicios del siglo XX, aparecía 
como la parte más débil de la relación jurídica. Todo ello fue el antecedente para la 
construcción del derecho del trabajo, que hoy goza de plena autonomía como rama 
jurídica (Reynoso Castillo, 2009). En Europa —el epicentro del desarrollo de la 
legislación industrial primero y luego del derecho del trabajo— esta disciplina se alimentó 
de dos tradiciones culturales diferentes —la romanista y la germánica—, de las que se ha 
llevado a cabo, en cierto modo, una síntesis (Supiot, 2008). 
 
En América Latina, el proceso de asimilación y desarrollo del derecho del trabajo 
empezó por la adopción de una serie de leyes3 que regulaban, verbi gratia, las jornadas 
laborales, el derecho a vacaciones y la remuneración, entre otros aspectos, y que luego 
fueron codificadas y ampliadas en lo que hoy se conoce como Código del Trabajo 
(Jaramillo Jassir, 2011). Al efecto, los mexicanos tomaron la iniciativa al promulgar la 
Ley Federal del Trabajo en 1931 —antecedido por la progresista Constitución de 
Querétaro de 1917— y Ecuador siguió el legado, promulgando el primer Código del 
Trabajo en 1938. Posteriormente, fue el turno de Colombia, en el año 1950. 
 
Una vez repasada esta brevísima historia del derecho del trabajo, corresponde 
analizar cuáles son las bases sobre las que está construido para, luego, revisar si la 
modernidad y, en particular, el trabajo digital ha irrumpido en él. Para este efecto, es 
preciso acercarse a la teoría del derecho del trabajo, que según GOLDIN (1999) es: “El 
instrumento de más amplia y perdurable validez y eficacia práctica. Es en definitiva la 
teoría que permite entender y legitimar la configuración, el fundamento y las técnicas 
operativas de las normas laborales” (p. 20). 
  
                                                
3 En Colombia, entre otras, la Ley 10 de 1934, que regulaba algunos derechos de los empleados; 
la Ley 6 de 1945, que estableció la estructura general del derecho del trabajo antes de la 
expedición del Código Sustantivo del Trabajo; y la Ley 57 de 1915 en la que se desarrollaron 
algunos aspectos de los riesgos del trabajo, junto con la Ley 6 de 1945, entre otras. En Ecuador, 
el Reglamento Orgánico para los empleados y obreros que se ocupaban en los trabajos del 
Ferrocarril al Curaray, de 12 de noviembre de 1913; Ley por la que se reglamentan las horas de 
trabajo de todo empleado, de 12 de septiembre de 1916; Reglamento Sobre Indemnizaciones al 
Obrero o Jornalero por Accidentes de Trabajo; y Ley de Prevención de Accidentes de Trabajo, 
de 11 de marzo de 1917, entre otras. 
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A todas luces, el objeto de esta monografía no consiste en profundizar sobre las bases 
teóricas del derecho del trabajo, por lo que simplemente se mencionarán, en sentido lato, 
las que se consideran son sus características primordiales: 
 
• La desigualdad entre las partes: como se detalló en párrafos anteriores, el derecho 
del trabajo se construyó bajo el presupuesto de que el obrero no se encuentra en 
igualdad de condiciones frente al dueño de los medios de producción, entre otras 
razones porque, mientras para un trabajador la plaza de empleo representa su 
capacidad de subsistencia, para el empleador el obrero es fácilmente sustituible. 
Esto fue motivo suficiente para que se desarrollaran una serie de instituciones 
especiales en el derecho del trabajo destinadas a equiparar las fuerzas. 
 
Hoy, estas constituyen un elemento indisoluble de esta rama jurídica. En palabras 
de COSMOPOLIS (1986): “Al empleador le son conferidas facultades normativas, 
directivas y sancionadoras, cuyo correlato en el trabajador es el deber de 
cumplimiento, obediencia y disciplina. Aunque iguales civilmente, son 
sensiblemente desiguales en lo jurídico por su diversa posición funcional, fruto de 
una necesidad social cual es la de organizar la producción, lo que requiere de una 
relación verticalizada” (p. 31).  
 
• La ajenidad: la actividad productiva que protege y regula el derecho del trabajo 
es aquella realizada por cuenta ajena, es decir, sin independencia. Normalmente, 
para traer los ejemplos, el trabajador comerciante vende en nombre y con las 
herramientas proporcionadas por un empleador; el cocinero de un restaurante lo 
hace, también, por cuenta del empresario de comidas. En efecto, la materia de 
protección del derecho del trabajo es toda aquella que se presta bajo el nombre y 
control de un ajeno al que materialmente ejecuta la prestación, todo ello, en virtud 
de un contrato laboral. 
 
El derecho del trabajo, entonces, se erige y tiene por objeto la regulación jurídica 
de un intercambio de trabajo —dependiente por cuenta de y para otra persona— 
por salario (Palomeque y Álvarez, 2007). En palabras del profesor JUAN RASO 
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DELGUE (2016a, p. 19): “El derecho del trabajo es aquella disciplina jurídica que 
regula una forma particular del trabajo: aquel que se realiza bajo órdenes de otro 
y para ese otro”. 
 
• La sujeción a principios especiales: el derecho del trabajo cumple sus objetivos 
—paz social, equiparación de fuerzas, entre otros—, por medio de la regulación 
sustantiva y adjetiva de las relaciones laborales. Lo que, a su vez, responde a una 
serie de principios que inspiran su producción. PLÁ RODRÍGUEZ (1979) identifica 
seis principios no taxativos: 
 
a) el principio protector, que implica que el marco regulatorio debe establecer 
disposiciones protectoras a la parte más débil de la relación y, además, permitir a 
las autoridades judiciales y administrativas tomar medidas positivas para hacerlo. 
Verbi gratia, como parte de este principio, se encuentra la regla in dubio pro 
operario, que lato sensu establece cómo, en caso de duda sobre el alcance de las 
normas jurídicas, se las debe aplicar en el sentido más favorable al trabajador; 
 
b) el principio de la continuidad, consistente en la vocación del derecho del 
trabajo de construir y garantizar relaciones contractuales indefinidas y estables, 
pues ello permite a los trabajadores tener seguridad económica, planificar su vida 
y la de su familia a largo plazo, previsibilidad en sus finanzas y otras garantías. 
En virtud de este principio, también se regulan contractualmente las facultades 
del empleador, quien, por ejemplo, no puede invocar causas de nulidad del 
contrato a su favor o encuentra limitaciones para terminar de forma unilateral el 
vínculo; 
 
c) el principio de irrenunciabilidad implica que el trabajador no puede privarse 
voluntariamente de un derecho laboral adquirido, sea por la ley, el contrato o, 
incluso, por la costumbre, bajo ciertas reglas. En algunas legislaciones, la renuncia 
de derechos se tiene por no escrita y en otras genera nulidad de pleno derecho4; 
 
                                                
4 Vid. Constitución de la República del Ecuador. Artículo 326.  
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d) el principio de primacía de la realidad, según el cual, si hubiere contrariedad 
entre lo que se observa en la realidad de una relación jurídica y lo que aparece 
dentro de los documentos escritos, debe prevalecer lo primero, es decir, los 
hechos. Este principio se utiliza para evitar que los empleadores se valgan de 
formas jurídicas —contratos civiles, mercantiles u otros— para encubrir y anular 
vínculos que, en el fondo, son laborales; 
 
e) el principio de progresividad, común a los derechos fundamentales y a los 
derechos humanos. En el ámbito laboral entraña cómo, una vez reconocido un 
derecho, el ordenamiento no puede desconocerlo ni mermar su contenido. 
Entonces, a partir de este principio, las disposiciones solo pueden ir hacia adelante 
y en procura de la mejora en la situación jurídica y social de los trabajadores.  
 
• La subordinación o dependencia: este elemento, indisoluble del derecho del 
trabajo, será tratado con profundidad en el siguiente acápite, donde se ahondará 
en su interacción en el contexto del trabajo digital. No obstante, se puede acotar 
acá, que como el derecho del trabajo nació de la lucha de los trabajadores y, 
particularmente, de aquellos sindicalizados, ha predominado la idea de que este 
protege el trabajo subordinado: el desempeñado bajo la sujeción de una dirección, 
las órdenes, el control y mando de un empleador. Por consiguiente, la 
conceptualización clásica del derecho del trabajo se encuentra circunscrita al 
trabajo subordinado.   
 
Revisadas lo que, a criterio de quien escribe, constituyen las características generales 
de la teoría del derecho del trabajo, corresponde examinar si el trabajo digital se encuentra 
impactando sus postulados o, quizá, transfigurándolos. Para ello, se empezará 
cuestionando la vigencia actual del objeto de protección del derecho del trabajo, es decir, 
el trabajo subordinado, pues, siguiendo la línea de RASO DELGUE: 
 
¿Debemos aceptar un derecho del trabajo único que regule solo al trabajo 
subordinado y por cuenta ajena o es necesario —ante relaciones laborales 
que se orientan cada vez más hacia la expansión del trabajo no 
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subordinado— reelaborar nuestra disciplina, ampliar su espacio de 
regulación, diferenciar las reglas ante realidades cada vez más distintas? 
(2016a, p. 20).  
 
Ya se abordará con amplitud el tema de la subordinación jurídica y su interacción 
con el trabajo digital, por ahora, como crítica sistémica, cabe indicar cómo en la 
actualidad el trabajo subordinado clásicamente —el que presupone materialmente la 
facultad del empleador de controlar y dirigir al empleado— resulta insuficiente de cara a 
los retos que la tecnología impone a un ritmo vertiginoso. Así, la diversidad en la que se 
presentan hoy las relaciones laborales tiende a desplazar la noción de subordinación 
clásica y, por ende, el ámbito protector del derecho del trabajo se va reduciendo. 
 
Quizá —se analizará más adelante— un conductor de Uber no cuente con un jefe que 
permanentemente vigile cada acción que realice, quizá no tenga una persona que 
materialmente le dé órdenes. Sin embargo, no es menos cierto que ese conductor está 
sujeto a una estructura más silenciosa y efectiva de vigilancia, mediante el cumplimiento 
de rutas, la calificación del usuario, la sujeción a una serie de algoritmos que no puede 
controlar y que lo llevan indirectamente a sitios de la ciudad donde existe demanda, entre 
otros medios de control propios de las actuales tecnologías. Entonces, la subordinación 
clásica en sí misma no presenta las respuestas que la sociedad necesita, de cara al análisis 
de los nuevos fenómenos del trabajo. 
 
De otra parte, la subordinación es un valor que cada vez es menos valorado y deseado 
en la sociedad. Hoy, las aspiraciones de los denominados millenials nada tienen que ver 
con la consecución de una relación subordinada y estable que perdure indefinidamente en 
el tiempo. Por el contrario, la libertad en la ejecución del trabajo, la adaptabilidad del 
empleo y la flexibilidad horaria son los rasgos que buscan los jóvenes al momento de 
pensar en su ocupación (Manpower, 2016). 
 
Así las cosas, la subordinación que, junto a la ajenidad en la prestación del servicio, 
es parte fundamental de la teoría clásica del derecho del trabajo, ha sido irrumpida por las 
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nuevas formas de trabajo y, por lo mismo, se necesita una profunda revisión y reforma de 
la disciplina misma y de sus figuras tradicionales. Para TODOLÍ SIGNES: 
 
El concepto de trabajador subordinado por cuenta ajena nació en un 
contexto donde no existía internet. Con la entrada en la era digital las 
formas de prestación de servicios han cambiado radicalmente creando gran 
inseguridad jurídica respecto a qué normas son aplicables al ciberespacio 
(2015, p. 3). 
 
En relación con lo expresado por el autor, tiempo atrás ya advertía JAVILLIER (1999, 
p. 42): “No existen mayores cuestionamientos a que conceptos como el de empleador, 
empresa, subordinación están afectados por las mutaciones económicas y tecnológicas. 
Son por lo tanto los pilares del derecho del trabajo clásico que podrían estar tambaleando, 
con el peligro de desestabilizar todo el edificio”. 
 
Aquí se tienen, entonces, los primeros argumentos que dan cuenta de una disrupción 
frontal del trabajo digital frente a los fundamentos clásicos de la teoría del derecho del 
trabajo, principalmente porque se genera una reconfiguración de la noción céntrica de 
subordinación desde donde se encuentra construida. La irrupción también viene dada por 
una suerte de relativización de la desigualdad entre las partes. Más adelante se explicará 
cómo esta desigualdad se encuentra manifiesta en la gran mayoría de las expresiones del 
trabajo digital; sin embargo, esto no es absoluto, pues existen muchos casos en los que el 
propio diseño de la aplicación ubica al prestador del servicio en igualdad de condiciones 
con el operador de manera deliberada. 
 
Además, si se analiza casuísticamente, sería muy complejo argumentar, verbi gratia, 
que una persona sin regularidad ni vocación de dedicación permanente al trabajo bajo 
demanda vía apps sea —por el solo motivo de aparecer como prestador— desigual frente 
al operador. Siendo así, ante las nuevas formas de trabajo, se estima acá como un error 
categorizar que absolutamente y ab initio todas las relaciones implican desigualdad. 
Quizá, la mayoría de prestadores en efecto lo haga, no obstante, ello deberá ser revisado, 
caso por caso. 
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De cualquier manera, se considera que la disrupción provocada por las nuevas 
tecnologías de la información y la comunicación en la teoría del derecho del trabajo no 
representa, en sí misma, nada nuevo en la historia, pues, si se revisa, se observará cómo 
normalmente los grandes cambios en la organización del trabajo son consecuencia del 
desarrollo del inventivo humano y de la tecnología. De hecho, la fuerza que mueve los 
cambios en el mundo del trabajo es la tecnología, cuando de ella depende el 
desplazamiento del mercado laboral:  
 
Desde la piedra a la rueda, desde la máquina a vapor al petróleo y a la 
electricidad. Los avances tecnológicos que se producen en la segunda 
mitad del siglo XX transforman los métodos de producción de la 2a. 
Revolución industrial. El chip es el pequeño símbolo de la gran 
transformación. Las nuevas tecnologías provocan una verdadera 
revolución en el campo de las relaciones laborales, que podemos resumir 
en tres aspectos: el derecho laboral históricamente consideró como típico 
el trabajo asalariado prestado en relación de dependencia o subordinación 
y alrededor de esa situación fue construyendo el sistema de protecciones, 
prohibiciones y regulaciones que integra el derecho individual del trabajo 
(Raso Delgue, 2016a, p. 26). 
 
En efecto, las transformaciones en la tradición clásica del trabajo se producen, entre 
otras razones, porque los modelos de producción —de los que se nutre y vive el trabajo— 
cambian bajo la dirección impuesta por la tecnología y esto, a su vez, multiplica las 
formas atípicas del trabajo y mueve al derecho a dar respuestas, que normalmente tardan 
más de lo que deberían; pues, el ordenamiento jurídico no avanza al ritmo de la 
tecnología. En suma, las nuevas manifestaciones de trabajo trastocan los cimientos de la 
teoría clásica del derecho del trabajo y requieren un repensamiento de sus instituciones 
base.  
 
Como cierre del presente numeral, sobre lo disruptivo del trabajo digital en la 
conceptualización teórica del derecho del trabajo, es menester destacar el precepto, según 
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el cual, este debe cumplir su función social de proteger al más débil de una relación 
contractual. Para llevarlo a cabo, tendrá que ser capaz de acoplar sus instituciones, 
tradicionalmente rígidas e inflexibles, a la nueva realidad social impuesta por la 
globalización y el uso masivo de las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación, que han calado profundamente en sus espacios de interés, al transformar 
una de sus razones de existencia: la forma como se ofrece y ejecuta el trabajo. Como 
disciplina jurídica, el derecho del trabajo ha estado en permanente evolución. Así lo 
advertía PLÁ RODRÍGUEZ, desde el año 1979, resaltando su constante formación, a causa 
del proceso continuo de extensión hacia nuevas materias, actividades y personas (Plá 
Rodríguez, 1979). 
 
1.3.2 La disrupción del trabajo digital en el concepto de empleador  
 
Una de las preguntas clásicas en materia laboral es ¿a quién se llama empleador? Las 
legislaciones establecen algunas pautas. A este respecto, el artículo 10 del Código del 
Trabajo ecuatoriano dispone: “Concepto de empleador. La persona o entidad, de 
cualquier clase que fuere, por cuenta u orden de la cual se ejecuta la obra o a quien se 
presta el servicio, se denomina empresario o empleador”. Generalmente, se entiende que 
el empleador es la contraparte del trabajador en una relación laboral, quien tiene la 
facultad de dirección, reglamentación e instrucción. Es a cuenta de quien se realiza la 
obra o presta el servicio. Sin embargo, actualmente esta definición también ha sufrido 
cambios destacables en el nuevo mundo del trabajo. 
 
SUPIOT (2007) explica que a partir de 1970 comenzó a producirse la fragmentación 
del polo patronal, con las consiguientes dificultades del derecho laboral para identificar 
al verdadero empleador. Hoy por hoy, ese fraccionamiento se evidencia en la 
multiplicidad de agentes laborales que intervienen en la producción: la materia prima de 
una camiseta marca Adidas puede ser recolectada en Colombia, luego maquilada en 
Bangladesh, comercializada en Estados Unidos bajo el control de Marketing de Alemania 
y siguiendo un modelo de negocio diseñado en Brasil. Todo ello, implica que el valor del 
producto final —la camiseta— se desagrega en una serie de procesos que tornan complejo 
indagar quién es el verdadero empleador del maquilador de Bangladesh y bajo qué 
esquema productivo debería devengar sus ingresos. 
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Pero, centrándose en el objeto de este estudio, el concepto clásico de empleador del 
que se habla ut supra se ve transfigurado principalmente porque la figura tradicional de 
la autoridad en el contexto del trabajo digital es dispersa. Según ha anotado la doctrina, 
comparado con una cadena de mando y una clara línea de autoridad, las plataformas están 
intencionalmente posicionadas como intermediarios neutrales, que meramente facilitan 
un servicio de matching (pareo) entre los usuarios finales (Howcroft y Bergvall-
Kåreborn, 2019). De acuerdo con PRASSL y RISAK (2016), resulta complejo identificar 
quién es el empleador en el trabajo digital para cuestiones de exigibilidad de derechos, 
pero también para la negociación colectiva. 
 
Aterrizando en la práctica, si se pregunta a un conductor de Cabify o a un repartidor 
de Glovo ¿quién su empleador?, ¿quién es su jefe? Seguramente, no se obtendrán 
respuestas diáfanas, menos aún, si se considera que el trabajador presta normalmente sus 
servicios para varias aplicaciones concomitantemente. Contrario a si se acude a una 
industria fabril y se le formulan las mismas consultas a un operario. No hay que olvidar 
que el modelo de negocio de las operadoras del trabajo digital consiste en crear un entorno 
que favorezca la autonomía del prestador; aunque, en la realidad, como se verá, el 
acometido ocurre con bemoles. 
 
En este sentido, las operadoras, más que imponer una figura de autoridad frente al 
trabajador, dispersan los mecanismos de control, hacen de la disciplina una diáspora 
regida por agentes que los trabajadores no pueden entender, como algoritmos e 
infraestructura de datos, entre otros. De manera que el concepto clásico de empleador —
como aquella figura de autoridad a la que el trabajador debía obediencia y a cuenta de 
quien se prestaba el servicio— no aparece con claridad en lo que al trabajo digital 
respecta. El análisis de las manifestaciones de subordinación y control que se hará en 
secciones posteriores permitirá comprender con mayor profundidad la irrupción del 





1.3.3 La disrupción del trabajo digital en el concepto de trabajador 
 
Clásicamente, se definía al trabajador como aquella persona que en virtud de un 
contrato de trabajo prestaba a un empleador un servicio personal a cambio de una 
remuneración y bajo subordinación. Así como el concepto de empleador ha cambiado, es 
dable creer que la noción de trabajador también lo ha hecho, cuando el trabajo digital se 
ha nutrido de una masa de personas que no desean la sujeción a las normas clásicas de un 
empleo y, así, gozar de flexibilidad y, al mismo tiempo, tener acceso a un canal de 
productividad permanente. Esta génesis de trabajadores tiene una autonomía relativa, en 
cuanto usualmente escogen cuándo y por cuánto están dispuestos a trabajar con poca 
supervisión directa en la ejecución del objeto (Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019).  
 
Por lo mismo, se estima que el primer motivo por el cual el trabajo digital ha 
fracturado el concepto clásico de trabajador consiste en que no necesariamente los 
prestadores de un servicio afiliados a las operadoras desean tener la calidad tradicional 
de empleados, sujetos a un horario, una remuneración fija y una supervisión constante. 
De hecho, el sistema mismo repele que esos rasgos se desarrollen con plenitud, pues, se 
insiste, aunque su arquitectura está pensada para captar personas con dedicación 
exclusiva, también buscan trabajadores de tiempos libres. 
 
En este sentido, alcanzar el control efectivo de una fuerza de trabajo con contratistas 
independientes es crítico, cuando el trabajo necesita ser a la vez confiable y desechable 
(Hyman, 1987). De otra parte, en el trabajo digital, el propio concepto de autoempleo 
moviliza el compromiso a un trabajo de calidad y promueve la disciplina y, así, neutraliza 
la concepción social laboral. La confianza generalmente se afinca en la iniciativa 
voluntaria y la cooperación que normalmente es ventajosa para el capital (Howcroft y 
Bergvall-Kåreborn, 2019). 
 
Hablar de un trabajador en las actuales circunstancias, entonces, no puede remitir a 
la conceptualización desarrollada a fines del siglo XIX e inicios del siglo XX, pues, tanto 
las aspiraciones del trabajador como la estructura bajo la cual opera el modelo de negocio 
revalúan esa definición tradicional. Desde esta perspectiva, el trabajador digital es 
líquido, en la medida en que no se ata desde el inicio a un solo operador o a un solo 
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esquema de trabajo, y ni siquiera tiene la obligación de mantenerse dentro del trabajo 
digital, sino que, por la relativa autonomía que tiene, puede movilizarse fácilmente. 
Ahora, tal como se desarrollará más adelante, esta liquidez del concepto de trabajador no 
puede ser un espacio para la precarización y el abuso de las empresas operadoras. Más 
bien debe ser tenida como una realidad donde el derecho, desde el particularismo, ha de 
presentar soluciones adecuadas. 
 
Y es que, del otro de la moneda, con una disminuida visibilidad y sin los canales de 
comunicación vis a vis que existen en los lugares de trabajo tradicionales, los trabajadores 
bajo digitales pueden ser tratados como bienes intercambiables, lo que supone un riesgo 
inminente para la compatibilidad del nuevo espacio de trabajo con los derechos 
fundamentales laborales. Esto, sumado a que, al no tener una definición clara de su rol y 
sus garantías y con menos poder del que normalmente se desarrolla en los espacios de 
trabajo tradicionales, el trabajador bajo demanda digital podría ver su vulnerabilidad 
acentuada. Las preocupaciones expuestas pueden crecer con mayor agudeza, si la 
trayectoria del trabajo digital en cuanto a su regulación frente a la figura del trabajador 
no se altera de alguna forma (Kittur et ál., 2013). 
 
1.3.4 La disrupción del trabajo digital en el entorno de ejecución del trabajo 
 
Si se piensa en el lugar de trabajo bajo una lupa clásica, posiblemente vendrá a la 
mente la fábrica, unas oficinas, la silla con un computador en frente. Precisamente, desde 
esa concepción es que el derecho del trabajo construye la noción de lugar de trabajo: el 
espacio donde físicamente se ejecuta el objeto del contrato. Esto deviene de una tradición 
histórica que en cierta medida refleja el entorno desde donde se libró la lucha por los 
derechos laborales. ASHTON (2006) señala la existencia de múltiples razones que llevaron 
a los industriales a reunir a los trabajadores en grandes centros de trabajo –—fábricas—, 
entre ellas las tecnológicas, que requerían la instalación de puntos de producción a gran 
escala y, por ende, la concentración de trabajadores. 
 
Pero, también existieron razones económicas y logísticas, pues evidentemente la 
congregación de la fuerza de trabajo permitía controlar mejor los procesos productivos y 
 37 
supervisar la mano de obra. Así las cosas, este gran desarrollo de centros industriales no 
respondió a la voluntad del trabajador, sino a las condiciones de producción del mercado 
y de las necesidades de la industria. Precisamente, ese presupuesto de congregación en 
un lugar de trabajo —la fábrica— determinó que los trabajadores pudieran organizarse y 
llevar a cabo medidas de presión colectivas.  
 
Al reflexionar sobre el trabajo digital, sin embargo, el lugar de trabajo, tan importante 
para el derecho laboral, no aparece con claridad. Más bien, parecería que este ha pasado 
a ser el espacio digital, la internet y el uso en línea de las plataformas tecnológicas. En 
efecto, la conexión entre espacio digital y trabajo humano sería hoy el lugar de trabajo. 
Entonces, así como el trabajo digital abandona el esquema de los horarios fijos y las 
jornadas de trabajo, el límite físico del lugar de trabajo clásico también se derrumba:  
 
Los empleados están cada vez más pertrechados con un conjunto de 
dispositivos de conexión permanente (teléfonos móviles, computadoras 
portátiles, acceso a internet) que desdibujan los límites entre espacio de 
trabajo y el lugar de ocio, entre tiempo de trabajo y tiempo libre (Sibilia, 
2009, p. 31).  
 
El espacio en el que se desarrolla el trabajo digital no puede ser localizado en un 
punto específico, sino es definido por una interacción entre el trabajo y la plataforma. El 
lugar, entonces, consiste en esa interacción y en las circunstancias accidentales 
producidas a partir de ella para concretar el objeto de la prestación, por ejemplo, el 
automóvil de un conductor de Uber o la base de un repartidor de Rappi. Lo que sí existe 
es un entorno virtual en el que necesariamente se desarrolla el contrato de trabajo: la 
plataforma. Aunque los espacios virtuales variarán, dependiendo de la compañía 
operadora y de la tecnología usada, normalmente estos incorporan una interfaz para la 
búsqueda de demanda de trabajo, sistemas de seguimiento de la ejecución de la prestación 
—GPS, en el caso de medios de transporte—, chats entre usuario y prestador, interfaces 




1.3.5 La disrupción del trabajo digital en el horario y la jornada de trabajo 
 
Como se explicó antes, una de las características que explotan las empresas 
operadoras del trabajo digital consiste en exaltar la autonomía del prestador y su acceso 
a un modelo de negocio donde puede tener trabajo y, a la vez, gozar de libertad horaria, 
no sujeción a una autoridad directa, así como otros beneficios. Esto, naturalmente 
colisiona con la conceptualización clásica del horario y la jornada de trabajo, bajo la cual 
el trabajador debe laborar entre cuatro y diez horas diarias. Cuarenta a la semana, para el 
caso de Ecuador, y cuarenta y ocho, para el de Colombia. 
 
En el trabajo digital, se abandona el esquema de los horarios fijos y las jornadas de 
trabajo estrictamente delimitadas, trasladándose al trabajador la facultad de determinar 
cuánto tiempo permanecer conectado. Este rasgo particular responde a un fenómeno más 
complejo: dentro de la irrupción de las nuevas tecnologías en el derecho del trabajo 
clásico, es protagonista el afán de crecimiento personal y económico de los trabajadores, 
de la mano del anhelo de mayor libertad y falta de control (Caamaño Rojo, 2004), todo 
lo cual ha sido entendido cabalmente por las empresas operadoras al diseñar un modelo 
de trabajo que prescinde de la rigidez y otorga una autonomía relativa al trabajador.  
 
1.3.6  La disrupción del trabajo digital en la remuneración  
 
La remuneración en este tipo de trabajo es un elemento que ha sufrido un cambio 
estructural. Clásicamente, este valor era determinado en un contrato y podría tener 
componentes variables, aunque en ningún caso ir por debajo del mínimo legal. Entonces, 
los mecanismos de determinación del salario se regían —al menos en la generalidad— 
por criterios transparentes y asimilables para las partes. 
 
Bajo el nuevo modelo de trabajo, no obstante, la remuneración está determinada por 
una serie de factores aleatorios —algoritmos—, que responden a una compleja 
infraestructura de datos, sobre la cual el trabajador tiene muy limitado conocimiento. Los 
algoritmos del software juegan un rol crucial en la relación. Son esenciales para una 
efectiva y eficiente búsqueda, pareo, determinación de horarios y niveles de remuneración 
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(Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019). Las tarifas por cada servicio son determinadas 
unilateralmente por el operador y, asimismo, la empresa se reserva la facultad de 
modificarlas, por ejemplo, para ofrecer promociones a los usuarios. Aunque algunas 
plataformas proveen cierta información para comprender el racional detrás de los cálculos 
de las tarifas, los datos profundos que generan las estructuras de costos son desconocidas 
por el trabajador. 
 
Además, la competencia entre los trabajadores, que en algunos casos se extiende en 
una dimensión global por medio de internet (Agrawal, Horton, Lacetera y Lyons, 2013), 
empuja hacia abajo a las compensaciones, en tal medida que las personas pueden verse 
forzadas a trabajar muchas horas y evitar el supuesto beneficio de la flexibilidad, siempre 
y cuando puedan tener más ingresos (Cherry, 2016 Eurofund, 2015). 
 
En definitiva, la remuneración ha sido objeto de un cambio significativo en el 
contexto del trabajo digital, toda vez que su mecanismo de cálculo hoy aparece como un 
espacio gris para el trabajador, determinado por una arquitectura tecnológica altamente 
compleja, solo accesible para el operador. 
 
A manera de cierre, luego de haber pasado revista a los agentes del trabajo digital 
que irrumpen en el derecho del trabajo clásico, se hace eco del profesor TODOLÍ SIGNES 
(2015), quien, sobre esta era de cambios estructurales en la disciplina laboral, manifiesta: 
 
Las nuevas plataformas virtuales están cambiando la forma en que se 
prestan servicios. La tecnología está trasformando las organizaciones 
empresariales de forma que el trabajador subordinado es menos necesario. 
Un nuevo tipo de empresa se dedica a conectar al cliente directamente con 
el prestador de servicios. De esta forma, estas compañías desarrollan su 
principal actividad a través de trabajadores autónomos. En este contexto, 
el derecho del trabajo se enfrenta a su mayor desafío, teniendo que regular 
una realidad muy diferente a la existente en el momento en el que fue 
creado (p. 1).  
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1.4 LAS MANIFESTACIONES DEL TRABAJO DIGITAL: CROWDWORK Y 
TRABAJO BAJO DEMANDA VÍA APPS 
  
Una vez abordados los rasgos generales del trabajo digital y su irrupción en el mundo 
clásico del trabajo, se pasará a explicar sus manifestaciones: el crowdwork y el trabajo 
bajo demanda vía apps. Al efecto, vale destacar que ciertos académicos han estimado 
innecesario hacer la distinción entre ambas manifestaciones de este tipo de trabajo, toda 
vez que en el fondo ambas comparten el mismo principio de funcionamiento: concretar 
un contrato, mediante el pareo preciso de oferta y demanda, utilizando las tecnologías de 
la información y la comunicación.  
 
Sin embargo, la corriente mayoritaria apunta a una distinción, porque —a pesar de 
que el principio que los gobierna coincide— sus motivaciones, la forma de concretar la 
demanda y la oferta e, incluso, la modalidad con la que aparece el operador en la 
prestación presenta algunas diferencias a destacar a efectos de comprender 
























1.4.1 El crowdwork. 
 
El crowdwork consiste en el desarrollo de actividades laborales que implican 
completar una serie de minitrabajos por medio de un aplicativo (Bergvall-Kåreborn y 
Howcroft, 2014). Típicamente, estas plataformas ponen en contacto a un número 
indefinido de organizaciones e individuos mediante internet, para acceder a un indefinido 
y desconocido grupo de otras organizaciones o individuos, quienes resuelven problemas 
y necesidades específicas o proveen servicios y productos por un pago (Eurofound y OIT, 
2017). El diccionario en línea Merrian-Webtser (s.f.) define el crowdwork como: “La 
práctica de obtener servicios, ideas o contenido necesitado, solicitando contribuciones a 
un gran grupo de personas de la comunidad en línea, antes que en los trabajadores 
tradicionales”. 
 
El modelo más claro de este fenómeno es la compañía AMT (Amazon Mechanical 
Turk), un portal de propiedad de la multinacional norteamericana Amazon, que requiere 
inteligencia humana para realizar trabajos masivos, como traducciones, revisiones de 
páginas web, monitoreo de redes sociales, diseños gráficos; además, tareas complejas 
como el diseño de software y la alimentación de bases de datos, entre otras. La plataforma 
permite ingresar labores concretas y que los trabajadores, denominados turkers, los 
ejecuten a cambio de un honorario. 
 
En la actualidad, el crowdwork es una de las formas de empleo de mayor crecimiento 
en el mundo y ha tomado el liderazgo para convertirse en un espacio de oportunidades 
para los microemprendedores que pueden encontrar un medio de trabajo flexible bajo una 
plataforma digital (Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019). Aunque es difícil establecer el 
número de personas trabajando bajo el esquema de crowdsourcing, las fuentes indican un 
crecimiento exponencial. Algunas encuestas sugieren que hay cinco millones de 
crowdworkers en Reino Unido y 18% de la población económicamente activa en Holanda 
ha trabajado bajo esta modalidad (Huws y Joyce, 2016). 
 
Respecto a las características generales del crowdwork, siguiendo a Howcroft y 
Bergvall-Kåreborn (2019), es posible identificar las siguientes: 
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• Funciona como un mercado de mediación entre servicios o misiones digitales o 
físicas;  
 
• para misiones digitales, toda la actividad se desarrolla en línea, desde el inicio de 
las instrucciones hasta la ejecución de la prestación y la evaluación; 
 
• las prestaciones físicas se manejan y median digitalmente (usualmente mediante 
un aplicativo), pero se ejecutan fuera de línea;  
 
• se enfoca en la oferta de microtareas que normalmente son domésticas, monótonas 
y estrechamente delimitadas (De Stefano, 2016). Desde la perspectiva del capital, 
las multitudes pueden procesar una gran cantidad de datos en un pequeño periodo 
de tiempo, permitiendo la explotación de diferencias geográficas en habilidades y 
costos de trabajo. Incluso en las más altas escalas de pago, el crowdwork es 
comparativamente menor a las que se realizan sin este esquema; 
 
• el sistema se nutre del desarrollo de complejos algoritmos, investigación de 
servicios y de locación geográfica de la demanda;  
 
• la oferta de costos menores normalmente atrae a los comensales, permitiendo que 
la plataforma se expanda rápidamente, construya una marca y genere una 
valuación de mercado mayor;  
 
• finalmente, la característica distintiva del sistema es la división del trabajo en 
pequeñas unidades o módulos (Howe, 2006). 
 
1.4.1.1  El crowdwork y las relaciones laborales. La mayoría de las plataformas de 
crowdwork catalogan a los prestadores del servicio como contratistas independientes 
(Berg, 2016) y el contrato normalmente se desarrolla a partir de unas directrices 
específicas de requerimientos que alejan al prestador del servicio y del consumidor final. 
Esta modalidad de trabajo está enfocada en individuos con baja potencialidad de trabajo 
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en equipo y que, por lo mismo, prefieren realizar pequeños trabajos con intensidad frente 
a la plataforma.  
 
Pero, el crowdwork, como parte del nuevo mundo del trabajo, se encuentra en una 
encrucijada. De un lado, representa una oportunidad significativa para que las personas 
accedan al trabajo con libertad relativa y se globalice el mercado, trasladando 
inmediatamente la oferta y la demanda a donde más eficientemente pueden ser 
satisfechas. De otro lado, sin embargo, la absoluta carencia de regulación y de garantías 
para los trabajadores tiene el potencial de convertir estos novedosos espacios de 
productividad en centros de explotación y de escape de derechos. 
 
Como se verá luego dentro del trabajo digital, en general, en el crowdwork la 
asimetría existente entre el prestador del servicio y el operador es de tal magnitud que 
torna inverosímil la igualdad y sociedad entre las partes, que normalmente aparece en los 
contratos de adhesión a este tipo de plataformas. Ello se da principalmente porque la 
empresa operadora asegura el control directivo general del sistema, mediante el diseño 
del ambiente virtual, el monitoreo del comportamiento —de trabajadores y 
consumidores— y el ajuste de las condiciones de trabajo basadas en la colección de big 
data. 
 
Entonces, es la empresa operadora la que tiene la información respecto a dónde está 
la demanda, dónde está la oferta, cómo se fijan los precios y demás, generando una 
disparidad frente al prestador, que debe limitarse a aceptar o rechazar un servicio (Calo y 
Rosenblat, 2017). Tomando en cuenta esa clave del desempeño del capital, el control 
sobre el trabajo no es un objetivo imperativo dentro de la estructura de las plataformas, 
pues su interés se encuentra focalizado en mejorar la dinámica del mercado, llegar a más 
solicitantes y concretar los trabajos en menos tiempo, por mencionar unos pocos aspectos, 
mas no dedicar esfuerzos a la provisión de información a los prestadores del servicio ni 
mucho menos garantizar derechos. 
 
Siguiendo el hilo de la autonomía, las plataformas asumen que los crowdworkers son 
autónomos en cuanto usualmente escogen cuándo y por cuánto están dispuestos a trabajar 
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con poca supervisión directa en la ejecución del objeto. Sin embargo, la pregunta no 
necesariamente consiste en saber si el trabajador puede conectarse o desconectarse con 
facilidad, sino cuál es la información y cuál la autonomía con las que cuenta al momento 
de ejecutar el servicio o la prestación, pues la plataforma veda al trabajador de los datos 
mínimos para entender cómo se cobra y, luego, ejecuta una evaluación unilateral con el 
cliente, que solo puede perjudicar al trabajador, quien ni siquiera tiene un canal de 
comunicación directo (Howcroft y Bergvall-Kåreborn, 2019). 
 
La carencia de autonomía también se evidencia en la forma en que se aceptan los 
términos y condiciones de la relación que ab initio categorizan al prestador como 
independiente y lo compele a adherirse a una compleja estructura contractual impuesta 
por el operador, todo lo cual es incompatible con la noción de autonomía, que 
posteriormente se analizará, relacionada esencialmente con la paridad y equivalencia de 
fuerzas entre las partes. En últimas, los algoritmos del software juegan un rol crucial en 
la relación. Son esenciales para una efectiva y eficiente búsqueda, pareo, determinación 
de horarios y niveles de remuneración y estos procesos computacionales están 
empotrados en la relación laboral para evaluar y gestionar las interacciones con una 
intervención mínima que, en cualquier caso, también le está vedada al prestador. 
 
En cuanto al crowdwork, se debe destacar cómo en el mundo del trabajo no existe 
fenómeno de más intensidad y mayor desarrollo, al movilizar rápidamente enormes 
cantidades de personas para realizar trabajos a escala mundial. De hecho, proyectos 
colectivos como Wikipedia deben su éxito y longevidad a los esfuerzos de miles de 
contribuyentes en el mundo (Kittur et ál., 2013). Además, las oportunidades laborales y 
de crecimiento profesional que ofrece el crowdwork —cuyo potencial se magnifica 
tomando en cuenta el mercado global al que sirve— representa un verdadero motor 
económico que la sociedad, sin duda, debe aprovechar. 
 
Sin embargo, este rápido crecimiento ha ido de la mano de una laguna regulatoria, 
toda vez que se les ha permitido a las plataformas crecer en la sombra de la ley, generando 
complejas preguntas legales, principalmente en torno a las garantías del trabajo virtual 
(Cherry, 2016).  Mientras algunas personas argumentan que la estrategia del crowdwork 
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es simplemente huir de la regulación y que, por lo mismo, le corresponde a la sociedad 
iniciar acciones legislativas urgentes, otros señalan que el modelo es tan novedoso que 
resulta disruptivo para el sistema regulatorio establecido (Katz, 2015). No obstante, 
algunos académicos, como DE STEFANO; TODOLÍ SIGNES; CHOUDARY; CHERRY Y BERG, 
FURRER, HARMON, RANI Y SILBERMAN —en una posición alineada con la Organización 
Internacional del Trabajo— proponen defender la regulación de estas nuevas formas de 
trabajo, tomando en cuenta sus particularidades, pero sin dejar de lado que se está, más 
allá de las formas, frente al trabajo humano.  
 
1.4.1.2 El crowdwork en Latinoamérica. Para el año 2016, la penetración del 
crowdwork en Estados Unidos llegó a significar el 0,5% de su fuerza laboral (Farrell y 
Greig, 2016) y en Europa representó el 5% para el año 2017 (Parlamento Europeo, 2017). 
Según la Organización Internacional del Trabajo: “Se espera una expansión del trabajo 
digital en el futuro, a medida que más empleos o tareas pasen de la economía sin conexión 
(a internet) a la economía con conexión” (Weber, 2018). Además, algunos datos 
recopilados por el organismo internacional sobre plataformas de crowdwork revelan una 
considerable presencia de trabajadores en América del Norte y América Latina, Europa 
Occidental, Central y Oriental y la Federación de Rusia, y también en Asia Meridional y 




Gráfico 1. Presencia de Crowdworkers en el mundo. OIT (2015 y 2017). 
 46 
 
Pero el crowdwork aún no se ha expandido en los países de la Región Andina con la 
intensidad en que lo ha hecho en Brasil, Venezuela, Canadá, Estados Unidos, Europa o 
en algunos países asiáticos. No obstante, esto no implica que no se encuentre cerca a 
propagarse en los próximos años, pues la tendencia de su penetración es creciente y 
progresiva. En efecto, es urgente empezar a debatir diversos aspectos —sociológicos, 
legales, regulatorios, entre otros—, para afrontar este fenómeno con solvencia y a tiempo 
en Latinoamérica. Ello, puesto que, como se ha visto, el crowdwork también implica una 
serie de beneficios para los trabajadores y, por ende, para la sociedad, como la flexibilidad 
de elegir qué, cuándo, dónde y cómo quieren trabajar (Felstiner, 2011; Barnes, Green y 
De Hoyos, 2015). 
 
Además, el crowdwork actúa como un agente disipador de la discriminación en el 
empleo, pues provee un acceso amplio al trabajo a personas con discapacidades; con 
limitaciones de tiempo, por salud o familia, o a habitantes de zonas económicamente 
deprimidas (Berg, 2016). Finalmente, este nuevo fenómeno laboral viabiliza la eficiencia 
del mercado, pues la oferta y la demanda se encuentran con una precisión ideal. 
 
Sin perjuicio de las oportunidades y los beneficios que el trabajo por plataformas 
genera, no es menos cierto que existen en la actualidad una serie de inquietudes en torno 
a cómo la extrema liberalidad con la que actúan los operadores, potencialmente haría del 
trabajo digital un espacio para la precarización laboral y la anulación de los derechos del 
trabajo. Lo dicho está determinado principalmente por la poca transparencia reinante 
respecto del funcionamiento del negocio y la fijación de tarifas, el impedimento a los 
trabajadores para prestar sus servicios a múltiples operadores, la vigilancia, la calificación 
unilateral y la casi nula posibilidad de comunicación entre el prestador del servicio y el 
operador de la plataforma (OIT, 2018; De Stefano, 2016). 
 
Vale la pena resaltar, una vez más, cómo el crowdwork es un modelo en franca 
expansión. Según algunos expertos, en 2013 había alrededor de 48 millones de individuos 
registrados en plataformas de crowdwork, de los cuales solo el 20% representaba los 
 47 
trabajadores activos (Waas et ál., 2017). La utilidad neta generada por el outsorcing en 
línea superó los dos billones de dólares (Waas et ál., 2017).  
 
Sin daño a lo dicho, el crowdwork no se trata aún de un fenómeno con presencia 
significativa en Latinoamérica. De hecho, en países como Colombia, Ecuador o Perú es 
todavía muy marginal. Por lo mismo, si bien las soluciones que presentará esta 
monografía están pensadas también para el entorno crowdwork, el foco de atención será 
el trabajo bajo demanda vía apps, cuya incidencia en el mercado es intensa y ha tenido 
un impacto social amplísimo, tanto entre los trabajadores como en los consumidores y las 
empresas operadoras. 
 
Para concluir, se muestra la siguiente tabla, que resume algunas de las más 
importantes plataformas de crowdwork y sus respectivas funcionalidades a partir de Berg 

























Prolific	 De	origen	británico,	permite	el	reclutamiento	de	trabajadores	en	línea	para	 realizar	estudios	académicos.	 Se	enfoca	en	encontrar	personas	 con	 las	 características	 necesarias	 para	 hacer	comprobaciones,	experimentos	y	encuestas.	
Crowdflower	 Aglutina	 millones	 de	 trabajadores	 de	 diversas	 páginas	 web	 y	portales	en	línea.	Sirve	de	mediador	entre	empresas	y	usuarios	de	los	 denominados	minitrabajos,	 que	 incluyen	 la	 visualización	 de	campañas	 de	 publicidad	 y	 su	 calificación,	 la	 valoración	 de	fotografías	y	videos,	la	revisión	de	textos,	traducciones,	etc.		
Clickworker	 Usuarios	de	todo	el	mundo	trabajan,	realizando	pequeñas	tareas	a	 partir	 de	 traducciones,	 transcripciones,	 categorización	 de	fotografías,	escuchar	y	valorar	música,	entre	otras.	
Microworkers	 Conecta	empresas	e	individuos	que	requieren	trabajos	rápidos	de	
data	 mining,	 categorización	 de	 información,	 etiquetamiento	 de	información,	 secuenciamiento	 de	 eventos,	 comparación	 de	contenido,	 encuestas,	 investigaciones,	 seguimiento	 de	 páginas	web...		
 
 
1.4.2 El trabajo bajo demanda vía apps 
 
Probablemente el fenómeno del trabajo digital que más cercano se siente, es aquel 
bajo demanda vía apps. Las empresas icónicas con este esquema son Uber, Cabify, Uber 
Eats, Delivereo, Rappi y Glovo, entre otras. Este tipo de actividad utiliza la tecnología de 
internet para buscar demanda de trabajo en tiempo real. 
El funcionamiento del trabajo bajo demanda vía apps se sintetiza en que una empresa 
operadora identifica un ámbito de servicio —entregas a domicilio, transporte y más— y 
sobre esa base inicia un proceso de reclutamiento masivo de prestadores —repartidores, 
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conductores, otros— y consumidores —usuarios—, que se alimenta constantemente. 
Estos últimos crean una identificación de usuario frente al aplicativo, ingresan sus datos 
de pago electrónico —o, en su defecto, algunas apps permiten pago en efectivo— y, con 
ello, pueden empezar a solicitar servicios entre la masa de trabajadores disponibles en el 
mercado, conectados con la demanda de consumidores, mediante el aplicativo. Aunque 
estas plataformas también cuentan con páginas web, su modelo de negocio, diseño e, 
incluso, el entorno ideal para emplearlas es el teléfono inteligente, mediante una app 
móvil. 
Como se ha visto, la prestación de servicios por medio de aplicativos puede 
desarrollarse mediante algunas modalidades que, aunque guardan estrechas similitudes, 
son distintas. Para el caso específico del trabajo bajo demanda vía apps, la doctrina ha 
anotado cómo este modelo se trata de un trabajo cuya demanda se busca a través de 
aplicaciones —works on demand vía apps—, en el cual prestador y usuario se conectan 
on-line, pero donde el servicio se presta off-line (De Stefano, 2016). Además, para el 
chileno MUÑOZ-GARCÍA (2018): 
Para contextualizar el fenómeno, es necesario precisar conceptos como on-
demand economy y crowdsourcing. Se habla de on-demand economy para 
referir actividades económicas basadas en la utilización de plataformas 
electrónicas que permiten el matching inmediato entre el usuario que 
solicita un bien o un servicio y el sujeto que puede facilitárselo. El 
Crowdsourcing, por su parte, se caracteriza por la descentralización de un 
servicio mediante un llamamiento dirigido a un gran número de personas 
en forma de convocatoria. Este proceso resulta posible gracias a las nuevas 
tecnologías que permiten, por ejemplo, la sustitución de trabajadores por 
una open call (p. 22). 
Ahora, respecto al carácter empresarial bajo el modelo on-demand economy, TODOLÍ 
SIGNES (2015), ha referido: 
Uber declara ser un caso representativo de sharing economy. Sin embargo, 
muchos no comparten esa premisa, dentro de quienes me incluyo. Ello 
porque el objetivo de Uber no es solo servir de puente para una actividad 
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de colaboración entre conductores y clientes, sino que se trata, más bien, 
de una organización con claro afán empresarial, el que se desarrolla en 
base a un modelo on-demand economy, funcionando operativamente 
mediante el crowdsourcing para prestar así, finalmente, un verdadero 
servicio de transporte de pasajeros. La doctrina norteamericana, por cierto, 
ha calificado este método como un tipo de crowdwork offline específico 
(p. 3). 
En efecto, la primera consideración en el curso del análisis teórico de esta 
monografía, comprende delimitar a qué orbe pertenecen empresas como Uber, Rappi o 
Glovo. El ejercicio no es una cuestión menor; pues, en esencia, tendrá implicaciones 
prácticas en cuanto a la autonomía con la que el prestador ejecuta el servicio y ello, a su 
vez, incidirá en la naturaleza jurídica de la relación. 
 
Concretamente, se cree que el género de empresas que operan por medio de 
aplicativos móviles inteligentes para captar requerimientos de servicios on demand y 
remitirlos a un prestador particular, cobrando una comisión por la intermediación, se 
inscribe en lo que la doctrina conoce como trabajo bajo demanda vía apps. Dentro esta 
categoría, el rol de la empresa operadora —Uber, Cabify, Glovo, entre más— es 
predominante y protagónico, desplazando la autonomía del prestador, quien es solo un 
engranaje más dentro de una estructura macro, diseñada y controlada por la empresa, para 
prestar el servicio y ganar una comisión por ello. 
 
Es claro, esta figura difiere de otras, como el sharing economy —economía 
colaborativa—, por ejemplo, cuando en ellas la colaboración directa entre los agentes 
para el aprovechamiento de servicios mutuos es lo sobresaliente. En la economía 
colaborativa, la intermediación pagada a una empresa operadora aparece como innatural, 
pues solo se busca que, mediante la tecnología, dos partes con oferta y demanda de 
servicios se encuentren y las intercambien, prescindiendo de una empresa intermediadora 




De acuerdo con lo acotado por DE STEFANO (2016), la expansión del trabajo bajo 
demanda vía apps está basada en algunos desarrollos complementarios. Los avances de 
la arquitectura tecnológica han facilitado la creación de una red mundial que facilita la 
conectividad y se encuentra en constante escalamiento. Esto va de la mano con la 
vocación globalizada del modelo de negocio al que se refirió anteriormente, pues la 
infraestructura tecnológica es diseñada pensando en una aplicación global y con el 
designio de crear un mercado mundial para la operadora. 
 
Normalmente, las plataformas presentan el problema del huevo y la gallina: los 
trabajadores y consumidores necesitan mutuamente que la plataforma funcione. Sin los 
primeros, los segundos no encuentran valor en el uso de la plataforma y, sin la 
participación de los consumidores, los trabajadores no pueden usarla. Para hacer frente a 
este problema, la plataforma subsidia la participación inicial de los actores (Choudary, 
2018). No obstante, a medida que el operador se expande, su ecosistema se torna cada 
vez más sostenible y los subsidios se reducen o eliminan. Esto sucede en Uber, donde la 
empresa inicialmente subsidia la participación de los conductores, garantizándoles un 
ingreso mínimo; pero, después se introducen cambios sucesivos en la estructura de 
precios, una vez la participación de mercado ha incrementado (Horan, 2017). 
 
Como se señaló, en el trabajo bajo demanda vía apps las prestaciones relacionadas 
con actividades tradicionales como el transporte o la limpieza se asignan mediante 
aplicativos móviles y los operadores intervienen en estas plataformas. Su actuación se da, 
en al menos los siguientes aspectos: 
  
• Estableciendo las condiciones base para que un prestador ingrese al sistema: las 
operadoras diseñan complejos contratos a los que el operador debe adherirse, sin 
tener la oportunidad de negociar sus condiciones; 
 
• instaurando los términos y las condiciones para que el consumidor pueda 
solicitar servicios: así como para el trabajador las condiciones contractuales no 
son negociables, el consumidor también debe adherirse para acceder al sistema;  
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• fijando las tarifas por el servicio: como se revisó previamente, la fijación de las 
tarifas es un ejercicio altamente técnico y complejo, protagonizado por la 
arquitectura tecnológica de la operadora que, en cuanto a racional, es desconocida 
por el trabajador;  
 
• generando un entorno virtual en el que se debe desarrollar la transacción: esto 
incluye, para el caso de aplicativos de transporte, el uso de un sistema GPS o un 
seguimiento remoto; 
 
• determinando estándares de calidad mínimos en la selección y ejecución del 
proceso de trabajo: los operadores son cuidadosos en cuanto al control directo del 
trabajador, pues su modelo se basa en una autonomía relativa —aunque ellos 
sostengan que es plena—. Por lo mismo, normalmente se generan disuasivos y 
sutiles controles, para lograr la unificación en los estándares de servicio;  
 
• implantando un sistema de calificación del servicio: la posibilidad ofrecida por la 
tecnología de recibir retroalimentación, crear un ranking de los trabajadores y 
mostrar el desempeño general es un punto neurálgico para asegurar tanto la 
flexibilidad como el control de la estructura; y, 
 
• reservándose el derecho de desconectar al trabajador en cualquier momento: uno 
de los ítems que más denota el desequilibrio y que puede conducir a una 
disparidad manifiesta en las fuerzas que gobiernan esa relación jurídica.  
Sin embargo, los rasgos descritos no son monolíticos ni estables en sí mismos, pues 
cada plataforma puede apartarse de ellos, generando condiciones más estrictas o laxas 
para el ingreso de los prestadores o estableciendo sistemas de calificación mutua usuario-
prestador, operador-prestador, etc. En efecto, los aspectos en los que interviene el 
operador y su grado de incidencia en la ejecución del servicio variarán, dependiendo del 
aplicativo, aunque se ha tratado de reseñar los más comunes. 
Ahora bien, el trabajo en plataformas tampoco es homogéneo. Existen aplicaciones 
que simplemente encuentran demanda y ofrecen algunos servicios como limpieza, 
reparaciones en hogares, servicios legales, consultoría o contabilidad, entre muchos más. 
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Otras apps pueden diferenciar servicios de la misma naturaleza, por ejemplo, ofertar 
movilización en auto de lujo o por bajo precio. Todas estas diferencias no son solo 
técnicas, sino que implican una relevancia a la luz de las consecuencias, la propuesta, 
aceptación y ejecución de las partes involucradas, pues estos aspectos tienen incidencia 
en la ley aplicable. 
En cuanto a las características del modelo, es importante destacar que comparte todas 
las que genéricamente aplican al trabajo digital, a las que ya se ha hecho alusión. Sin 
perjuicio de ello, se resaltan los siguientes rasgos específicos:  
• Diseño de infraestructura tecnológica aplicada al ámbito de servicio: quienes han 
tenido la oportunidad de usar este tipo de aplicaciones estarán de acuerdo en que 
su nivel de especialización frente al servicio es notable. Así, Uber ha desarrollado 
una altísima precisión en la geolocalización del usuario, previa a ejecutarse la 
prestación, y Rappi permite pedirlo todo virtualmente por internet, desde los 
abastos para la despensa, hasta comida para el almuerzo, pasando por dinero en 
efectivo o insumos para el automóvil. 
 
Eso se logra a partir de una compleja arquitectura tecnológica que permite 
identificar dónde están los repartidores más cercanos en función del lugar de venta 
de los productos solicitados. En efecto, las aplicaciones se caracterizan por utilizar 
internet para emparejar la demanda y la oferta de servicios a una velocidad 
extremadamente rápida, gracias a su especialización con respecto al servicio 
ofertado.  
 
• Minimización de costos transaccionales y reducción de las fricciones en los 
mercados: la rapidez con la que las oportunidades laborales son ofrecidas y 
aceptadas generan accesibilidad a las plataformas por parte de los trabajadores, 
haciendo posible su acceso a gran cantidad personas que necesitan servicios. Esta 
inmediatez en el encuentro entre la oferta y la demanda permite al sistema 
maximizar las oportunidades de trabajo, pues entre más rápido el pareo, más 
rápido se ejecuta la prestación y más rápido se puede volver a contratar.  
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Asimismo, las plataformas permiten el uso más eficiente de los activos laborales, 
resultando en un impacto final positivo para el capital y la sociedad (Choudary, 
2018). Uber, por ejemplo, usa un sistema GPS y tecnologías de optimización de 
rutas que facilitan a cualquier persona ser un conductor, independientemente de 
su conocimiento de la ciudad. De esta forma, el modelo del trabajo bajo demanda 
vía apps promueve y se sostiene en la eficiencia del mercado y en la ruptura de 
barreras de ingreso.  
 
• Nominación del trabajador como independiente: en la mayoría de casos, los 
trabajadores del trabajo bajo demanda vía apps son clasificados como contratistas 
independientes (Risak y Warter, 2015). Por ejemplo, en Uber se le llama socio 
conductor y en Uber Eats socio repartidor. En Cabify, simplemente conductor.  
 
• Apertura de mercados y rompimiento de barreras de ingreso: el trabajo bajo 
demanda vía apps ha abierto inmensas oportunidades laborales para un grupo de 
personas que, o bien no desean trabajar bajo un esquema rígido, no tienen trabajo 
o desean utilizar su tiempo libre para obtener ingresos extra. En efecto, se ha 
abierto un mercado diverso y flexible que dinamiza y favorece la economía local. 
Además, este modelo tiene el potencial de apoyar una fuerza de trabajo dúctil y 
proveer servicios profesionales en cualquier lugar, más allá de si localmente hay 
oferta laboral. 
 
Las plataformas de trabajo bajo demanda vía apps pueden promover el trabajo 
decente y empoderar a los trabajadores proveyéndoles acceso a una nueva 
generación de oportunidades, removiendo las barreras del acceso al mercado 
(Sundararajan, 2016; Botsman y Rogers, 2010). Este nuevo modelo abre los 
mercados, rompe barreras de ingreso y, según algunas investigaciones, minimiza 
los riesgos de discriminación en el acceso al empleo y empodera a las clases de 
menores ingresos (Fraiberger y Sundararajan, 2015).  
 
• Autonomía relativa y libertad horaria: la vocación del trabajo bajo demanda vía 
apps consiste en promocionar la idea de que el prestador es totalmente 
independiente y tiene control sobre el mecanismo de ejecución del contrato. Con 
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esto, el modelo permite a los trabajadores beneficiarse de oportunidades laborales 
a las que no habrían tenido acceso de otra forma, haciendo posible desarrollarla 
en armonía con su familia o con otro trabajo. 
 
No obstante, esta autonomía no es absoluta y, de hecho, en criterio del autor, no 
existe paridad de fuerzas entre el operador y el prestador; pues, si bien hay casos 
en que se utilizan estas formas de trabajo de manera supletoria, cada vez más la 
evidencia demuestra cómo, en muchos casos, resulta la principal fuente de 
ingresos del prestador, lo que lo ubica en una situación de equivalencia frente al 
operador.  
La Figura 4 resume las características del trabajo bajo demanda vía apps, una de las 











































1.4.2.1 El trabajo bajo demanda vía apps y su interacción conflictiva con los 
derechos de los trabajadores 
 
Cuando se reflexiona sobre los puntos conflictos que el trabajo bajo demanda vía 
apps introduce al conjunto de derechos laborales tradicionales, es preciso tener claros, al 
menos, dos criterios macro. El primero es que los cambios observados en el contexto del 
nuevo trabajo solo son una fotografía de una disgregación mayor del derecho del trabajo 
que se centra en la huida de algunos de sus elementos estructurales, como la 
subordinación. Entonces, el debate sobre la juridicidad del trabajo digital es solo una parte 
del fenómeno que transversalmente está resistiéndose a adecuarse a las formas 
tradicionales del trabajo (Stone y Arthurs, 2013). 
 
La segunda cuestión a tener en mente cuando se revisan las críticas al sistema clásico 
del trabajo es la inexistencia de agentes culpables per se. Lo observado, más bien, son los 
estragos del desarrollo intenso de una nueva forma de trabajo que no puede adaptarse a 
las estructuras clásicas de regulación. 
 
Dicho lo anterior, el trabajo bajo demanda vía apps está diseñado para capturar y 
crear valor con el requerimiento de trabajo no regulado o no protegido (Katz, 2015), lo 
que hoy permite a los operadores tener una estructura de costos, sin contemplar rubros de 
protección y, por ende, les habilita a tener un margen de rentabilidad más alto. Pero, 
además, al encontrarse en una zona gris en cuanto a la regulación laboral aplicable a los 
prestadores del servicio, los operadores prescinden de equipos y protocolos 
especializados en la gestión del talento humano. 
 
En efecto, el rápido crecimiento del trabajo bajo demanda vía apps ha resultado en 
una laguna regulatoria, toda vez que se les ha consentido a las plataformas crecer en la 
sombra de la ley (Cherry, 2016). Esto, al mismo tiempo, ha contribuido con la generación 
de una serie de cambios en el mundo del trabajo como la informalización, la 
desnaturalización del riesgo y, últimamente, la sensación de que es un espacio no 
susceptible de regulación (De Stefano, 2016). Todo lo cual genera un entorno riesgoso en 
el que podrían erosionarse los derechos laborales fundamentales, presentarse la pérdida 
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de protección social y dificultades en el ejercicio de acciones colectivas (Cantarella y 
Strozzi, 2018). 
 
Desde el punto de vista de la existencia del trabajador, el trabajo bajo demanda vía 
apps ha producido una transfiguración; pues, si los trabajadores pueden ser llamados por 
los clientes a un clic de distancia para que conduzcan, traigan un domicilio, diseñen un 
logo o evalúen un logaritmo, con la misma facilidad pueden desaparecer entre el cúmulo 
de trabajadores disponibles. Así, el valor del trabajador no está en sus capacidades, sino 
en su disponibilidad. Esto lleva a un primer problema relacionado con la capacidad del 
trabajador de presentarse como un ser humano frente a la estructura del operador y al 
consumidor: tal como está diseñado el sistema, sus expectativas se limitan a desaparecer 
imprevistamente, similar a una función del software o una herramienta tecnológica.  
 
En efecto, uno de los principales aspectos conflictivos encontrados entre los derechos 
de los trabajadores y el sistema actual del trabajo bajo demanda vía apps consiste en que, 
al no existir un contacto humano verdaderamente significativo, en este se contribuye a la 
creación de los nuevos trabajadores invisibles. Esto se acentúa con el hecho de que el 
trabajo como concepto y, si se quiere, como axioma de dignidad de la persona, ni siquiera 
es adoptado idiomáticamente, cuando hasta las prestaciones realizadas por los 
trabajadores se denominan eufemísticamente: gigs, tasks, rides, entregas o servicios. El 
término trabajo o trabajador no es utilizado. 
 
Esta exclusión deliberada de la palabra trabajo lleva a generar una mínima batería 
de responsabilidades por parte del operador frente al prestador y, además, produce que 
todos los riesgos derivados de una relación sean superados por la flexibilidad que tendrían 
los operadores frente a las horas laborables o la desconexión, por ejemplo. Es ahí donde 
se presenta otro punto conflictivo; pues, si bien la libertad del trabajador es uno de los 
beneficios del sistema, poco se dice sobre la sostenibilidad de los acuerdos que, como se 
ha visto, en cualquier momento pueden ser dados de baja por el operador. La poca 
visibilidad del trabajador en el contexto de la relación de trabajo bajo demanda vía apps 
puede conllevar, asimismo, a que sea tratado como un bien intercambiable, sujeto a un 
 58 
proceso de deshumanización. Sin los canales de comunicación directa con los que se 
cuenta en un empleo corriente, los operadores pueden fácilmente pasar a ser números. 
 
En cuanto a la remuneración, más allá de la poca transparencia en su determinación, 
su sujeción a procesos tecnológicos complejos y globales, la competencia entre los 
trabajadores, que en algunas se extiende en una dimensión global por medio de internet 
(Agrawal et ál., 2013), empuja hacia abajo las compensaciones en tal medida que las 
personas pueden verse forzadas a trabajar muchas horas, evitando el supuesto beneficio 
de la flexibilidad, siempre y cuando puedan tener más ingresos (Cherry, 2015, Eurofound, 
2015). 
 
De la mano de un esquema de remuneración que no es transparente para el trabajador, 
se tiene la escasa predictibilidad del trabajo y la imposibilidad de planificar con base en 
ingresos estables. Esto se encuentra determinado, porque el trabajador, en el fondo, no 
conoce el racional detrás de la fórmula de cálculo de sus ingresos, pero también porque 
el excesivo poder del aplicativo hace que sea un riesgo latente el ser desconectado. 
Asimismo, la asimetría en la información llega a ser tal que los trabajadores no sepan 
para quién están trabajando (Waas et ál., 2017). 
 
La tensión entre el objetivo de incrementar la participación del mercado del operador 
y el empoderamiento del trabajador explica muchos de los escenarios que propician 
condiciones desfavorables en las aplicaciones. Ello, principalmente porque crean 
políticas que pueden aprovecharse de su posición dominante en la relación y requerir a 
los trabajadores actividades poco beneficiosas económicamente pero que deben 
realizarlas para seguir en la lógica del negocio y para mantener la eficiencia del sistema 
(Choudary, 2018). 
 
En el modelo de negocio, el ingreso del trabajador es un momento importante, pero 
su posterior manutención pierde relevancia, pues las plataformas valoran al cliente sobre 
el trabajador y, normalmente, implementan políticas que resultan en mejoras para el 
primero a costa del segundo, como los descuentos especiales al usar una tarjeta de crédito, 
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al recomendar un amigo o al completar cierto número de viajes (Uber, 2019; Cabify, 
2019). 
 
Sumado a lo acotado, CHOUDARY (2018) ha identificado cinco factores que —dadas 
las condiciones actuales de la realidad del trabajo bajo demanda vía apps— tienen el 
potencial de generar un entorno que ampare la explotación laboral. 
 
• Remoción de la libertad de agencia: algunas plataformas —sobre todo del 
crowdwork—  no permiten al trabajador trasladarse entre uno y otro operador. La 
libertad de agencia es céntrica para el empoderamiento y emprendimiento. 
Cuando se remueve, las plataformas toman el poder de los trabajadores y hacen 
más propenso que sus intereses se vean disgregados a favor de un mercado 
eficiente.  
 
• Reducción de su poder de negociación y derechos: si el diseño de la plataforma y 
sus políticas quitan poder de negociación y los derechos de trabajador, este 
quedará más expuesto a ser explotado. Actualmente, la mayoría de plataformas 
son espacios donde el trabajador solo puede conectarse y desconectarse, 
limitándose cualquier posibilidad de revisar algún término contractual.  
 
• Dominación: si las políticas de la plataforma hacen que los trabajadores sean 
serviles, puede usar su posición superior para explotarlos. El poder de los 
operadores es silencioso y contundente. Silencioso en la medida en que, sin 
mediar razones o explicaciones, pueden incidir profundamente en la relación, 
cambiando las condiciones de tarifa, estableciendo promociones o, incluso, 
desconectando al trabajador. Contundente, pues las medidas tomadas son 
efectivas y raramente demandadas judicialmente por el trabajador.  
 
• Dependencia: si el diseño de la plataforma hace que los trabajadores sean 
dependientes, por ejemplo, encerrándolos en su estructura, dificultando su paso a 
otra plataforma, ellos son más susceptibles a ser explotados.  
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• Locación de riesgos: una plataforma que deja el riesgo excesivamente en el 
trabajador y lo hace responsable de los seguros de operación, las promociones, la 
baja en la demanda o la responsabilidad civil, entre otras, presenta mayor 
probabilidad de vulnerar derechos. Los riesgos y los beneficios del esquema de 
negocio deben ser localizados de manera justa entre el ecosistema, para evitar que 
los prestadores del servicio se vean forzados a tomar riesgos mayores que no son 
suficientemente retribuidos. 
 
La Figura 5 expone la fricción entre los derechos de los trabajadores y el trabajo bajo 















Figura 5. Fricción de los derechos de los trabajadores y el trabajo 
bajo demanda vía apps. Elaboración propia. 
 
Como colofón del primer capítulo, vale destacar que la extrema flexibilidad, la 
posibilidad de trasladar los riesgos tradicionales de la relación laboral al trabajador y la 
inestabilidad del ingreso van mucho más allá de las personas empleadas en el trabajo 
digital y se inscriben en un fenómeno mucho más amplio, tratado por la sociología laboral 






































Este fenómeno básicamente expone cómo el futuro del trabajo —tanto por las 
aspiraciones de los millenials como por las oportunidades que trae consigo la 
tecnología— estará destinado a atomizarse en pequeños casos que serán el centro del 
trabajo. Entonces, contrario a lo que sucede hoy, en el futuro el trabajo tenderá a ser 
desarrollado por individuos que, sin afiliarse a la estructura del empleador, atiendan con 
flexibilidad e independencia relativa los casos de trabajo que les convengan a través de 
la oferta radicada en las plataformas de trabajo. Lo dicho, muestra cómo la problemática 
vista hoy en el trabajo bajo demanda vía apps —como parte del trabajo digital— es solo 
la fotografía de un periodo de profundos cambios en el derecho laboral. 
Aludiendo a CANTARELLA Y STROZZI (2018), se debe tomar en cuenta que esta nueva 
génesis de trabajo solo incrementará su incidencia dentro de los siguientes años y, por 
ello, se torna crítico para los Gobiernos, las empresas operadores del servicio, la 
comunidad académica y los actores sociales diseñar instituciones laborales que, 
entendiendo su particular realidad, puedan dar respuestas a la actual incertidumbre 
respecto a la remuneración, protección social, salud, estabilidad y riesgos en el nuevo 











2. EL TRABAJO DIGITAL Y EL DERECHO DEL TRABAJO. 
¿EXISTEN MANIFESTACIONES DE SUBORDINACIÓN QUE 
CONLLEVEN A LA TIPIFICACIÓN DE LA RELACIÓN OPERADOR-
PRESTADOR COMO LABORAL? 
 
En el primer capítulo, se fijó la atención en definir el trabajo digital, desarrollar sus 
características y los dos principales fenómenos que lo componen: el trabajo bajo demanda 
vía apps y el crowdwork. Sobre ambos, se han descifrado algunos puntos de fricción con 
los derechos de los trabajadores. También se revisó el impacto generado por el trabajo 
digital frente a las estructuras clásicas del derecho del trabajo. Una vez definida la cancha 
sobre la que se desarrollará el objeto de estudio de esta monografía, corresponde ahora 
caracterizar la relación jurídica que se presenta entre el prestador del servicio y el 
operador de la plataforma tecnológica. Este es un punto clave, pues antes de fijar un 
marco regulatorio para las partes intervinientes en el trabajo digital, se debe estar muy 
claros respecto a los rasgos generales de esa relación.  
 
Es importante recordar la pregunta que fundamenta el capítulo anterior: ¿el trabajo 
digital pertenece al mundo laboral, civil o a un “nuevo mundo”? Delimitado 
conceptualmente el trabajo digital, este segundo capítulo se concentrará en indagar si el 
nuevo fenómeno ingresa de lleno en la noción tradicional del derecho del trabajo, 
construida a partir de la institución de la subordinación. Para el efecto, se empezará por 
definir y caracterizar la subordinación clásica. Luego, se examinarán sus manifestaciones 
en el contexto del trabajo digital y, a partir de este análisis, se revisará si la nueva forma 
de trabajo merece una regulación absoluta del derecho laboral o, por el contrario, requiere 
una estructura normativa propia. 
 
2.1 LA SUBORDINACIÓN COMO EL NÚCLEO DESDE EL CUAL SE 
CONSTRUYE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO LABORAL 
 
Como advertencia preliminar, se resalta que el objeto de este subcapítulo no consiste en 
hacer una crítica frente a la construcción del derecho del trabajo a partir de la 
subordinación. Pese a tratarse de un debate interesante, con múltiples voces, que desde la 
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academia plantean cómo en la actualidad ese esquema resulta obsoleto, esta monografía 
pretende tener un trasfondo práctico, que permita dar cabida a una regulación viable del 
trabajo digital. Para ello, es menester tener en mente que la subordinación es —y seguirá 
siendo hasta hacer una reforma profunda del actual sistema laboral— la piedra angular 
del derecho del trabajo. De acuerdo con MONTOYA MELGAR (1999), la subordinación es 
el elemento más distintivo del contrato de trabajo, es el que permite, en el fondo, 
distinguir un vínculo del derecho común de un vínculo laboral. Sobre la prevalencia de 
este elemento histórico aún en la actualidad, RASO DELGUE (2016) refiere:  
 
Pero pese a la multiplicidad de la nueva tipología contractual, aún hoy las 
reglas del trabajo siguen alineándose en un sistema binario, que ha 
elaborado normas para el trabajo subordinado y normas para el trabajo 
independiente. Se conserva en la actualidad una nítida separación entre la 
regulación del trabajo subordinado y la del trabajo independiente. Sigue 
existiendo una distancia profunda entre el trabajo subordinado y el trabajo 
autónomo, aunque es un hecho que aumenta el espacio de las zonas grises, 
en las que es cada vez más difícil distinguir las relaciones contractuales 
que se pactan en materia de trabajo. La subordinación es el criterio jurídico 
que separa dos maneras de trabajar, regulándolas en modo diferente (p. 
20). 
 
 Si esto es así, es pertinente empezar por abordar la pregunta sobre ¿qué se entiende 
por subordinación? Para ello, se deberá recurrir a fuentes auxiliares —doctrina y 
jurisprudencia—, pues el derecho positivo no define taxativamente este concepto. Desde 
su etimología, la palabra viene del latín subordinatio, que significa estar bajo el orden de 
otra persona, sometido en virtud de una estructura jerárquica a un ordenamiento superior. 
Sobre este origen etimológico, PLÁ RODRÍGUEZ (1978) acota: “[…] Subordinación no es 
lo mismo que sujeción o sumisión, palabras que pueden evocar la idea de inferioridad. 
El propio origen etimológico de la expresión significa simplemente trabajar de acuerdo 




Definiendo este concepto, el maestro mexicano MARIO DE LA CUEVA (1972) enseñó:  
 
El concepto de relación individual de trabajo incluye el término 
subordinación para distinguir las relaciones regidas por el derecho del 
trabajo, de las que se encuentran reguladas por otros ordenamientos 
jurídicos. Por subordinación se entiende, de una manera general, la 
relación jurídica que se crea entre el trabajador y el patrono, en virtud de 
la cual está obligado el primero, en la prestación de sus servicios, a 
cumplir sus obligaciones y las instrucciones dadas por el segundo, para el 
mejor desarrollo de las actividades de la empresa (p. 196). 
 
A la definición expuesta por DE LA CUEVA, se agrega la de la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DEL ECUADOR que define la subordinación como: 
 
Una relación jurídica que se descompone en dos elementos: una facultad 
jurídica del patrono en virtud de la cual puede dictar los lineamientos, 
instrucciones u órdenes que juzgue conveniente para la obtención de los 
fines de la empresa; y una obligación igualmente jurídica del trabajador 
de cumplir esas disposiciones en la prestación de su trabajo (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Expediente de Casación 
44 Registro Oficial 74, de 5 de mayo de 2003). 
  
Respecto a las categorías de subordinación, siguiendo a MUÑOZ GARCÍA (2018), esta 
puede ser de tipo económico, definida por la dependencia que el obrero tiene del salario 
para vivir. La subordinación puede ser técnica, en la medida en que el trabajador debe 
seguir las instrucciones del empleador y sujetarse a una estructura orgánica de 
funcionamiento. 
Para entender por qué en el derecho del trabajo prevalece de tal forma este 
elemento, es preciso regresar a la historia desde donde se construyó esta disciplina, 
nacida para regular una relación dispar entre un patrono dueño de los medios de 
producción, que tenía como facultad esencial dirigir y dar órdenes, y de otro lado 
un obrero que debía seguirlas. En efecto, el derecho del trabajo fue cimentado a partir 
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de la necesidad concreta de regular esa relación jurídica que enfrentaba a dos clases 
sociales y generaba creciente conflictividad. También, se debe considerar que —así 
parezca absurdo— el derecho del trabajo no fue pensado para proteger y regular el 
trabajo como expresión de productividad humana per se, sino que fue trazado para 
regular el trabajo subordinado. 
Esta disgregación se dio, entre otras causas, porque las fuerzas que lucharon 
por derechos diferenciados eran esencialmente organizaciones sindicales de 
trabajadores subordinados, que lograron sus conquistas no para el trabajo como 
concepto amplio, sino para el trabajo que ellos desarrollaban: el subordinado. Desde 
este concepto, el derecho del trabajo pudo encontrar un justificativo suficiente para 
alejarse del derecho común, pues si la disparidad entre las partes intervinientes y la 
sujeción de una al orden de otra eran esenciales, entonces se apartaba de la 
concepción de igualdad del derecho privado clásico. 
Con la subordinación como una base sólida para apartarse de las estructuras 
predominantes del derecho civil, el derecho del trabajo edificó una dogmática propia, 
cuyo desarrollo es atribuido al laboralista italiano LUDOVICO BARASSI, y consolidó 
una fórmula útil para distinguir las relaciones laborales de aquellas propias del derecho 
común (Ugarte, 2007). De ahí en adelante, la mayoría de ordenamientos jurídicos 
establecen que la subordinación —a veces denominada impropiamente como 
dependencia5— es el elemento fundante de la relación de trabajo que, a su vez, permite 
que la batería de protección del derecho del trabajo se aplique. En Ecuador, el artículo 8 
del Código del Trabajo dispone: 
 
                                                
5 Sobre el uso del término dependencia, según De la Cueva (1972, p.  203), este resulta impreciso 
y superado por la legislación moderna y la doctrina, dado que se sujeta meramente al aspecto 
económico —de hecho, su origen es dependencia económica— y ello conduce a una visión 
reducida de la realidad de una relación de trabajo, pues todos aquellos que tenían alguna otra 
fuente de ingresos o trabajan jornada reducida se veían excluidos de la relación laboral. La Corte 
Suprema de Justicia del Ecuador ha expresado sobre el tema: “La dependencia económica es 
una simple situación de hecho, mas no un elemento esencial de la relación de trabajo. Entonces, 
la dependencia debería ser jurídica, recordando que “la relación de poder que importa la 
subordinación ha de ser jurídica, es de derecho, para que pueda operar entre hombres libres que 
se asocian en la tarea de producir” (Expediente 60, Registro Oficial 5, 27 de abril de 2005). 
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Contrato individual de trabajo es el convenio en virtud del cual una 
persona se compromete para con otra u otras a prestar sus servicios lícitos 
y personales, bajo su dependencia, por una remuneración fijada por el 
convenio, la ley, el contrato colectivo o la costumbre. 
 
El artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo colombiano, por su parte, establece 
en lo pertinente:  
 
Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres 
elementos esenciales: a. La actividad personal del trabajador, es decir, 
realizada por sí mismo; b. La continuada subordinación o dependencia del 
trabajador respecto del empleador, que faculta a este para exigirle el 
cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, 
tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe 
mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato [...]. 
 
El mismo criterio es seguido por el artículo 21 de la Ley 20.744, Ley Contrato de 
Trabajo de la República Argentina y el Código del Trabajo chileno, en su artículo 7. En 
España, el artículo 1 del Estatuto de los Trabajadores establece cómo el ordenamiento 
laboral se aplica siempre, cuando: “se presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena 
y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, 
denominada empleador o empresario”. De otra parte, de acuerdo con GAMONAL Y GUIDI 
(2015), en Gran Bretaña el énfasis se encuentra en el poder de mando o poder de control 
del empleador sobre el trabajador.  
En definitiva, la subordinación es el fundamento desde el cual se ha construido el 
derecho del trabajo y hoy sigue siendo la piedra angular para definir su manifestación 
más insigne: el contrato de trabajo. Si bien, según lo manifestado por HENRY (2012), la 
disyuntiva está abierta sobre si la figura sigue siendo idónea, por sí sola, para definir la 
existencia de un contrato de trabajo. Lo cierto es que su presencia es hoy la llave que abre 
la puerta de entrada a la protección del derecho del trabajo y, se insiste, salvo que se dé 
una reforma profunda al sistema legal y constitucional que rige esta disciplina, seguirá 
siendo así.  
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No obstante, el que la subordinación siga siendo el eje sobre el cual se construye la 
protección del derecho laboral, no implica, en criterio del autor de esta investigación, que 
sus manifestaciones no hayan mutado al compás marcado por la modernidad y el avance 
de las nuevas tecnologías frente al trabajo. No se trata entonces de que hoy la 
subordinación no sea un elemento básico para determinar la existencia de una relación 
bajo la protección del derecho laboral, sino de qué exteriorizaciones de esa subordinación 
se dan frente al trabajo digital. Pero, ¿esas manifestaciones son suficientes para que esta 
génesis de trabajo sea protegida por el derecho laboral clásico? Bajo las condiciones 
legales actuales, la subordinación es básica para construir una relación de trabajo, mas 
ello no supone buscarla por medio de sus expresiones clásicas: órdenes verticales, 
autoridades directas, estructuras fijas de mando, entre otras. La tecnología ha 
revolucionado esas formas de manifestación del mismo fenómeno y a su identificación 
se debe apuntar para después evaluar sus efectos. 
 
2.2 EL TRABAJO BAJO DEMANDA VÍA APPS ¿UNA MUESTRA DE LA 
SUBORDINACIÓN LÍQUIDA? 
 
Una vez caracterizada la subordinación clásica y enunciada como la puerta de entrada 
para la protección del derecho del trabajo, concierne revisar si, en lo macro, hay alguna 
génesis de subordinación posible dentro de la cual pueda ingresar el trabajo digital. Esta 
es una cuestión relevante, en la medida en que exista alguna que ampare al trabajador 
digital y este pueda acceder a una protección diferenciada del ordenamiento jurídico. 
 
Ya se analizará el tema más adelante, con mayor profundidad, sin embargo, vale 
remarcar, ab initio las relaciones del trabajo digital no pueden categorizarse como 
subordinadas o no subordinadas, sino que se debe realizar un estudio cuidadoso y 
detallado de la realidad de cada relación —para el efecto, se desarrollará acá un test 
especializado—. 
 
Por consiguiente, resulta equivocado categorizar per se una relación de trabajo digital 
como subordinada por el solo hecho de corresponder a esta nueva manifestación de 
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trabajo, sin antes revisar la particularidad de cada caso. Sobre esta advertencia preliminar, 
y citando a la COMISIÓN EUROPEA, el profesor MUÑOZ GARCÍA (2018) precisa:  
 
La presencia de subordinación es una cuestión a determinar en cada caso. 
[…] Para tal efecto debe verificarse tanto la naturaleza del trabajo 
realizado como la existencia de una remuneración. Sobre esta última, sin 
embargo, aclara que no constituye indicio el solo hecho que sea la misma 
plataforma la que tramita el pago depositado por el usuario para luego 
entregarlo al prestador. En cuanto a la naturaleza del trabajo, en general, 
se espera que se trate de una actividad de valor económico de cierta 
significancia, con lo que excluyen aquellas de pequeña escala o marginales 
(p. 26). 
 
Como premisa general, es de considerar que la noción clásica de subordinación 
repele al trabajador digital. Recuérdese cómo se diseñó a partir de la fábrica industrial de 
fines del Siglo XIX e inicios del Siglo XX que, en lo principal, se encontraba determinada 
por una estructura vertical y jerárquica de mando, organizaciones rígidas, lugares de 
trabajo delimitados, reglamentos estrictos con claras instrucciones de los límites de la 
libertad del trabajador, control permanente, entre otros rasgos. 
 
A todas luces, si se somete el trabajo digital a un examen de subordinación visto bajo 
ese lente, se concluirá que el conductor de Uber o el repartidor de Rappi no están 
subordinados. Entonces, es preciso ampliar ese lente para tener una lectura adecuada de 
la realidad jurídica de esa relación. Sobre este tópico, DAVIDOV (2017) indicó: 
 
En primer lugar, la subordinación en el contexto de la ejecución de este 
tipo de contratos se entiende cuando se acude a un sentido amplio, pues la 
pregunta es si existe una sumisión a las órdenes o reglas de la organización. 
En segundo lugar, la dependencia económica tiene mucho peso y debe ser 
entendida, igualmente, en un sentido amplio, pues la pregunta es si el 
trabajador está en la capacidad de dividir riesgos y contingencias. En tercer 
lugar, la dependencia no es solo económica, sino que se relaciona con la 
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satisfacción de las necesidades económicas y psicológicas del prestador 
(p. 11).  
 
El sociólogo polaco ZYGMUNT BAUMAN desarrolló una interesante teoría que explica 
el estado de la sociedad actual a la que denominó la modernidad líquida. BAUMAN (2013), 
básicamente explicó que en el momento actual lo imperante hoy es la deconstrucción de 
las estructuras monolíticas que antes gobernaban las relaciones humanas, el cambio 
constante y la prevalencia de la transitoriedad como motores sociales. 
 
Verbi gratia, si antes una pareja acordaba ser novios, esa era una relación seria que 
se respetaba y socialmente se esperaba que prosperara en otra institución aún más 
solemne: el matrimonio. Hoy, el noviazgo como estructura fija está en decadencia y 
predominan las relaciones abiertas basadas en la flexibilidad y la elasticidad. Si la 
aspiración de un profesional era hacer carrera en una empresa y permanecer el mayor 
tiempo posible, la aspiración ahora es permanecer el menor tiempo, con la mayor 
flexibilidad y el menor compromiso en los órdenes empresariales. Mientras antes existía 
una distinción férrea entre liberalismo y conservadurismo, izquierda y derecha, 
actualmente priman los partidos de centro o los indefinidos ideológicamente. 
 
En efecto, la metáfora de la liquidez usada por BAUMAN expone que si otrora 
permanecían vigentes esquemas rígidos a los que el ser humano se adaptaba —trabajos a 
largo tiempo y relaciones que terminaban en el matrimonio, entre otros—, esa noción ha 
mutado en la liquidez que implica incertidumbre y permanente cambio en el estado de las 
cosas y las aspiraciones. 
 
Este fenómeno ha tocado también la subordinación y en la actualidad —quizá— sea 
posible hablar de una subordinación líquida que, sin estar atada a sus manifestaciones 
clásicas, se expresa en medio de estructuras cambiantes. En el trabajo digital se observa 
un nuevo estilo de subordinación, donde las formas conservadoras han transfigurado. A 
manera de ejemplo, TODOLÍ SIGNES (2015) indica que Uber ha delegado sus evaluaciones 
en los clientes para asegurar, de este modo, determinados estándares en la prestación de 
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sus servicios; y RASO DELGUE (2016) señala que la subordinación debe buscarse 
principalmente en la integración de los trabajadores dentro de una organización ajena. 
 
Pues bien, en este punto surge la pregunta: ¿cuál es la manifestación a encontrar en 
el trabajo digital? La primera respuesta es: una difusa y con capacidad mimética. Difusa, 
porque no se encuentra si se la busca bajo la óptica de una intervención directa y 
manifiesta frente al prestador, y mimética porque tiene una vocación de estar encubierta. 
En lo siguiente, se abordarán puntualmente los aspectos que, a criterio de quien escribe, 
pueden denotar la existencia de subordinación en el trabajo digital. Simplemente, se trata 
de criterios marco, para encausar la exploración en la búsqueda de manifestaciones de 
subordinación 
 
2.2.1 Se debe entender cabalmente la noción de independencia 
 
¿Qué implica ser independiente en el contexto de una relación contractual? Sin duda, 
el requisito de entrada involucra una relación de fuerzas equiparable entre los 
contratantes. Sería iluso sostener que todas las relaciones contractuales no laborales se 
ciñen a una igualdad material absoluta entre las partes, pues en la mayoría de casos una 
de ellas —por cualquier motivo— tendrá una postura que le permita negociar con mayor 
seguridad y poder frente a la otra. 
 
Sin embargo, la independencia repele que la posición de una de las partes pueda 
sublevar a la otra e imponer su postura sin aceptar términos mínimos de negociación. Aun 
existiendo partes más débiles que otras, en una relación de contratantes independiente el 
control sobre el curso de la formación de la convención, su ejecución y evaluación es un 
ejercicio coordinado pero que, al final, puede ser determinado con libertad por cualquiera 
de las partes. 
 
Entre los rasgos de la independencia, también se halla la facultad de configurar el 
contrato con relativa equidad en la negociación. Una relación independiente requiere que 
las partes concomitantemente conserven su capacidad de negociar términos y condiciones 
y puedan mover la negociación en función de sus intereses. La independencia también 
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debe observarse a la luz de cómo es el contrato, pues en ningún caso debe implicar 
dependencia organizativa ni ajenidad. 
 
El verdadero independiente tiene un conocimiento, habilidades, infraestructura, 
experiencia y capacidad de ejecutar el objeto del contrato sin la sujeción a una estructura 
del contratante. Si bien, se pueden establecer mecanismos de control en la ejecución del 
contrato o, incluso, de evaluación, el verdadero independiente no necesita que el 
contratante le instruya cómo ejecutar la prestación, sino que, siguiendo los lineamientos 
contractuales, tiene plena capacidad para hacerlo autónomamente. 
 
Por ello, precisamente, el independiente normalmente dispone de infraestructura 
productiva y material propios necesarios para el ejercicio de la actividad e independientes 
de los de su cliente. También la actividad se ejecuta con sus propios criterios 
organizativos. Esto lleva a un criterio final en esta breve caracterización de la 
independencia: la prestación del servicio por cuenta propia y no por cuenta ajena. La 
ajenidad, esto es, el presentarse como parte de una estructura superior, sujetarse a ella y 
prestar por cuenta de otro el servicio excluye por completo la independencia que, se 
insiste, se caracteriza por la capacidad de ejecutar por cuenta propia, en autonomía, con 
infraestructura propia, etc., una prestación.  
 
2.2.2 Directrices blandas 
 
La subordinación líquida tiene manifestaciones difusas. Ya no se está frente a un 
régimen de autoridad vertical, rígida y monolítica. Ahora es necesario examinar la 
existencia de subordinación a partir de ciertas expresiones de autoridad, que aparecen 
como sugerencias o recomendaciones; pero que, frente a la realidad del trabajo digital, se 
tornan compulsorias. Efectivamente, empresas como Uber dictan documentos como las 
Directrices de la Comunidad Uber donde se establecen estándares de conducta, limpieza 
del auto, atención al cliente, comunicación y música, entre otros. Si bien son presentadas 
como recomendaciones, al observar detenidamente la realidad contractual de la relación, 
estas sugerencias aparecen como una verdadera fuente de control. 
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En primer lugar, se debe resaltar que, en cualquier evento, quien determina la 
infracción de las directrices es Uber y, ese solo hecho, ya destaca la duda sobre la 
independencia con la que el conductor actúa frente a la empresa. En segundo lugar, en 
buena medida el cumplimiento de esas directrices permite al conductor ser evaluado 
favorablemente por el usuario. De hecho, el cliente realiza la evaluación sobre la base de 
estrellas —de una a cinco— que, a su vez, tienen leyendas que explican qué significa un 
buen y un mal servicio. 
 
O sea, la empresa también influye en la forma en que se realiza la evaluación. Por 
último, este esquema de control blando se torna en la práctica compulsorio, pues el 
operador normalmente se reserva el derecho de desconectar al prestador. Dicho de otra 
forma, la plataforma tiene el poder de establecer normas básicas de conducta o 
convivencia y esta misma puede determinar un incumplimiento, direccionar la modalidad 
de calificación por parte del usuario y, finalmente, desconectar unilateralmente al 
prestador cuando sea que, o haya sido mal evaluado o a criterio de la empresa haya 
incurrido en alguna falta a las recomendaciones que se formulan como política 
empresarial. 
 
2.2.3 Entorno de trabajo controlado por fuerzas tecnológicas 
 
Se ha indicado que la compleja infraestructura de datos y los algoritmos de avanzada 
permiten el funcionamiento óptimo y la eficiencia del mercado del trabajo digital. En este 
sentido, uno de los ámbitos en los que actúa esta arquitectura tecnológica es, 
precisamente, en el manejo indirecto de los trabajadores. Así, las plataformas están en la 
capacidad de dirigirlos hacia ciertos sectores donde la demanda es más alta, luego 
llevarlos hacia otro lugar donde se prevé un crecimiento de servicios y, finalmente, 
mantenerlos quietos. 
 
Por supuesto, todo es en pro del sistema y del trabajador, pues, ciertamente el estar 
en el lugar donde la demanda crece lo beneficia. Sin embargo, esto no hace menos cierto 
el hecho de que el conductor o repartidor están sujetos a esa estructura superior con 
capacidad de manipular su conducta y de la cual no tienen ningún conocimiento o control.  
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De manera que —más allá de lo beneficioso que resulta para la eficiencia del modelo de 
negocio—, hoy la subordinación también debe ser observada frente a la sujeción del 
trabajador a fuerzas de la tecnología, que con altísima precisión inducen y regulan su 
comportamiento.  
 
2.2.4 Locación del riesgo. 
 
Para medir la independencia del trabajador digital, es preciso evaluar ¿quién asume 
los riesgos de operación?, ¿dónde están localizados? Por supuesto, la empresa tecnológica 
que inicia una operación de este grado de complejidad requiere realizar una inversión 
considerable, tanto en infraestructura tecnológica como en talento humano, marketing y 
demás. De allí que la entrada a este ámbito de negocio resulta ostensiblemente onerosa y 
no deja de ser un riesgo para el inversionista. 
 
Sin embargo, si se analiza cómo se localizan los riesgos, una vez la plataforma de 
trabajo digital se encuentra en funcionamiento y el contrato entre las partes se ejecuta, es 
de considerar la existencia de una distribución inequitativa, en la que el trabajador recibe 
la mayoría de las cargas. Usualmente, las operadoras lanzan campañas de mercadeo 
agresivas para penetrar en el mercado y lograr más usuarios. Esto incluye servicios 
gratuitos, descuentos por pagos con ciertas tarjetas de crédito, bonos y beneficios por 
referir a otros clientes, entre otros, y estas cargas son normalmente asumidas por el 
trabajador, bajo el argumento de ser útiles para posicionar la plataforma y, 
posteriormente, mejorar los ingresos por el incremento de la demanda. 
 
A juicio del autor, lo anterior implica asimismo una distribución inequitativa del 
riesgo. Pero, además, las múltiples contingencias inherentes a la prestación del servicio: 
el accidente de tránsito de un conductor de Uber, la caída de un repartidor de Rappi, un 
robo, por mencionar algunos, son también asumidos por el trabajador a quien solo en 
algunos casos se le exige tener seguros vigentes y cuya prima es, igualmente, pagada por 
él. Por último, los riesgos más altos en el desarrollo de esta actividad derivan de la 
marginalidad con la que en muchas jurisdicciones se encuentran los operadores. 
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Relacionado con los servicios de transporte, en muchas legislaciones, empresas como 
Uber o Cabify son ilegales o su situación jurídica se mantiene indefinida. Esto genera que 
los trabajadores deban asumir los riesgos mayores, por ejemplo, cuando sus autos sean 
inmovilizados, se les impongan multas o se les cancele su licencia de conducción. Así, es 
dable pensar que, tal como está diseñado el sistema, los riesgos se encuentran distribuidos 
de manera inequitativa, lo que abona una pista más a la evaluación de la subordinación 
en el trabajo digital. 
 
2.2.5 Ubicación del poder.  
 
Por último, es menester determinar dónde se ubica el poder en el contexto del trabajo 
digital y, para ello, vale preguntarse ¿quién establece el marco de condiciones que 
gobierna la relación?, ¿quién fija las tarifas?, ¿quién puede desconectar al prestador del 
servicio?, ¿quién puede incidir en el curso de la ejecución contractual con mayor 
determinación y trascendencia?, ¿quién controla la arquitectura tecnológica que permite 
el desarrollo de la actividad? Tal como está diseñado el sistema del trabajo bajo demanda 
digital hoy, las respuestas a todos estos interrogantes conducen indefectiblemente al 
operador. 
 
La Figura 6 contiene los criterios marco para evaluar la existencia de subordinación 






Figura 6. Criterios marco para evaluar la 
subordinación en el trabajo digital. Elaboración propia. 
 
En definitiva, la óptica con la se observa la subordinación hoy debe cambiar, pues, 
de acuerdo con VALECILLO (2017):  
Resulta complejo el encaje del trabajador digital en el concepto tradicional 
de trabajador por cuenta ajena. Las nuevas tecnologías han flexibilizado la 
nota de subordinación y dependencia al mostrarse permisivas con fórmulas 
que, siendo por cuenta ajena, gozarían de cierta flexibilidad y libertad en 
la organización del tiempo de trabajo o el lugar de la prestación del servicio 
(p. 464). 
   
Para terminar, es menester indicar cómo todo lo aquí descrito es simplemente una 
muestra de la óptica a utilizar al momento de evaluar la existencia de una nueva génesis 
de subordinación alejada de sus estructuras clásicas edificadas a fines del siglo XIX y 
comienzos del siglo XX. Hoy por hoy, la subordinación puede manifestarse de formas 
antes impensadas, predominantemente blandas y que, per se, no son incompatibles con 
un grado de autonomía. Como se he visto, un conductor de Cabify bien puede estar sujeto 
a un control difuso que denote subordinación y no por eso sus rasgos de autonomía —en 
























y Gálvez, 2016). En efecto, el marco regulatorio debe direccionarse a atender esta 
particular realidad en la que se desenvuelve el trabajo digital.  
 
2.3 LA PARASUBORDINACIÓN Y SU CAPACIDAD DE ABSORCIÓN DE LA 
NECESIDAD DE REGULACIÓN DEL TRABAJO DIGITAL 
 
No es posible terminar el examen de la subordinación sin entrar a revisar a su media 
hermana, la parasubordinación. Hacia el fin, es importante iniciar precisando que el 
mundo del trabajo ha tratado de dar respuestas a lo denominado como el fenómeno de 
huida del derecho del trabajo, consistente en la transfiguración de instituciones fundantes 
de esta disciplina —como la subordinación— y que ha acaecido desde fines del siglo 
pasado. Una de estas respuestas consistió en relativizar el concepto tradicional y rígido 
de la subordinación para permitir que una génesis de trabajadores, que no necesariamente 
se adaptaban a sus manifestaciones tradicionales, puedan tener protección.  
 
De allí nace la parasubordinación, inicialmente desarrollada en Italia a partir de la 
Ley 533 de 1973, que reconocía derechos procesales especiales a los autónomos 
independientes que, sin sujetarse a una estructura superior, continuadamente prestaban 
servicios a una misma persona y dependían económicamente de ese contratante. En 
efecto, el modelo se construyó no con el afán de reconocer derechos sustantivos a los 
parasubordinados, sino simplemente ventajas procesales. Ello, puesto que en Italia —a 
diferencia de otras legislaciones— el trabajo autónomo se regula en el Capítulo I del Libro 
V del Código Civil, mediante la figura del contratto d’opera que tiene dos versiones: el 
liberi professionisti, que ampara a los profesionales libres dedicados a actividades 
intelectuales y el lavoratori autonomi manuali, que cobija a los prestadores de servicios 
primordialmente manuales (Rueda, 2016).  
 
Ahora bien, las personas contratadas bajo estos regímenes no tenían ninguna 
protección laboral. Debido a la virtual desprotección que podían sufrir los contratistas en 
el evento de que el vínculo sea de tal envergadura e importancia, que lo coloquen en una 
situación de inequidad en su poder de negociación frente al contratante, se estableció un 
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sistema paralelo a la subordinación clásica que desde lo procesal pretendía equiparar las 
fuerzas. Según explica la doctrina:  
 
En Italia, la noción de parasubordinación (parasubordinazione), se sitúa 
en una perspectiva un tanto diferente, no obstante, que sus resultados son 
prácticamente los mismos. La noción de trabajador parasubordinado 
apareció con la Ley 533/1973 (codificada en el artículo 409 del Código de 
Procedimientos Civiles) que extendió la facultad de ligar individualmente 
en materia del trabajo a las relaciones de agencia y representación 
comercial, así como a otras relaciones de colaboración que se concretizan 
en la prestación de un trabajo continuo y coordinado, de naturaleza 
persona, aunque no sea una relación subordinada […]. Se trata, en 
consecuencia, de una categoría “abierta” donde se encuentran, en la 
práctica, profesiones tan diversas como las de los abogados que trabajan 
para una firma o médicos del servicio nacional de salud (Sánchez 
Castañeda, 2003, p. 783). 
 
El sistema de parasubordinación parte de la premisa de que la subordinación 
clásica no abarca a un género de trabajadores que, conservando autonomía, dependen 
económicamente y prestan sus servicios continuadamente a un mismo contratante y, por 
ende, tienen una suerte de desequilibrio moderado en cuanto, de un lado guardan rasgos 
de autonomía y, de otro, son dependientes. GUTIÉRREZ SOLAR (2003) ha explicado que 
este fenómeno condensa un caso de trabajo autónomo en el que se genera una especial y 
determinante dependencia económica entre el prestador del servicio y la empresa o 
persona que recibe dicho servicio.  
La parasubordinación, entonces, es una hibridación que se construye a partir de la 
necesidad de proteger a los autónomos, que poseen rasgos cada vez más alejados de la 
noción absoluta y tradicional de autonomía en la prestación del servicio. Si bien los 
parasubordinados mantienen características de autonomía, esta es relativa, pues, en la 
práctica y de cara a sus finanzas, son dependientes de la empresa para la cual realizan 
alguna actividad retribuida, con la cual se vinculan de manera casi exclusiva. Este modelo 
ha sido adoptado por algunas legislaciones: en España, el Trabajador Autónomo 
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Económicamente Dependiente (Trade)6; el parasubordinati, en Italia, ya revisado; el 
dependent self-employment worker, en Reino Unido; el arbeitnehmerahnliche personem, 
en Alemania, que cobija a todos quienes ejercen su actividad de forma independiente, 
pero perciben al menos el 50% de sus ingresos de parte de un único ordenante 
(Auvergnon, 2016). 
Referente a la naturaleza de la parasubordinación, el profesor chileno CAAMAÑO 
ROJO (2005) explica:  
Sobre la parasubordinación o trabajo autónomo económicamente 
dependiente debe efectuarse una primera e importante precisión, en el 
sentido que la parasubordinación no representa un nuevo tipo de contrato, 
es decir, no es una modalidad atípica de contratación laboral —a la manera 
del teletrabajo o del trabajo a tiempo parcial—, sino que se trata de una 
calificación que recae sobre un contrato de prestación de servicios civil o 
comercial, de la cual depende la aplicación parcial del derecho del trabajo 
(p. 15). 
 
Con respecto a los caracteres de la parasubordinación, que conceden al autónomo 
ingresar a su ámbito de protección, y a la luz de la Ley 533 de 1973, que reformó el 
Código de Procedimiento Civil italiano, es posible concluir cómo, para la existencia de 
una relación bajo este esquema, se requiere (Ruiz Castillo, 1991):  
• La coordinación de la prestación. Implica que el objeto del contrato no se ejecuta 
a partir de un modelo subordinado —bajo la orden del contratante—, sino en un 
régimen de colaboración. Sobre el tema, el artículo 1 del Estatuto Trade dispone: 
“La presente Ley será de aplicación a las personas físicas que realicen de forma 
habitual, personal, directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de dirección y 
organización de otra persona, una actividad económica o profesional a título 
lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por cuenta ajena. Esta actividad 
                                                
6 El Estatuto del Trabajo Autónomo regula la figura del Trade, para aquellos que realizan una 
actividad económica lucrativa, de forma habitual, personal, directa y predominante para un cliente 
del que perciben, al menos, el 75% de sus ingresos, según el artículo 11 numeral 1 de ese cuerpo 
normativo. 
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autónoma o por cuenta propia podrá realizarse a tiempo completo o a tiempo 
parcial”. 
 
• La continuidad, pues, según acota MARTÍN PUEBLA (2012): “El trabajo 
parasubordinado se caracteriza por las notas de continuidad, coordinación y 
naturaleza predominantemente personal. Continuidad, esto es, el trabajador se 
compromete a una actividad que tiende a satisfacer una necesidad permanente o 
duradera del cliente, o al menos prolongada en el tiempo, aunque no se trate 
técnicamente de un contrato de duración” (p. 21). En efecto, se excluyen de la 
parasubordinación las prestaciones de actividad esporádicas. 
 
• El carácter personal: la parasubordinación ocurre frente a un individuo 
autónomo, con unos rasgos particulares que lo convierten en dependiente relativo, 
pero que en cualquier caso no tiene una organización propia ni puede, por tanto, 
prestar el servicio por interpuesta persona.   
 
Pues bien, ¿cuáles son las ventajas de este sistema? La respuesta diferirá de 
legislación a legislación. Verbi gratia, el régimen del Trabajador Autónomo 
Económicamente Dependiente (Trade) lleva consigo una batería de protección al sujeto 
pasivo, ostensiblemente menor que la laboral ordinaria. Básicamente, se centra en los 
siguientes puntos: 
• Riesgos laborales: el artículo 8 del Estatuto del Trabajador Económicamente 
Dependiente (Estatuto Trade) establece normas y programas para prevenir y 
reparar los riesgos laborales en la ejecución de los contratos. 
 
• Garantías económicas: En el artículo 10 del Estatuto Trade se disponen ventajas 
procesales para el cobro de las contraprestaciones económicas, así como garantías 
especiales. 
 
• Jornada de actividad profesional definida: se garantiza que el trabajador tenga 
dieciocho días hábiles de interrupción anual de actividades para su descanso. 
 




• Seguridad Social: según el artículo 23 del Estatuto Trade, los trabajadores tendrán 
derecho al mantenimiento de un régimen público de seguridad social, que les 
garantice la asistencia y las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad.  
En el sistema italiano, por su parte, el Código de Procedimiento Civil permite a los 
parasubordinados presentar sus controversias en foros laborales, o sea: “El derecho de 
interponer un proceso laboral para poder dirimir las polémicas presentadas en las 
relaciones de agencia, en las de representación comercial y en otras relaciones que se 
traducían en un empleo continuo y coordinado, de carácter personal y sin carácter de 
subordinación” (Rueda, 2016, p. 7). 
Sin duda, la parasubordinación representa un modelo que, en su momento, ofreció 
soluciones frente a una incipiente necesidad de otorgar protección a un grupo de 
autónomos que no calzaban la estructura ordinaria de subordinación requerida por el 
derecho laboral. En esa medida, se estima que el sistema fue novedoso. Ahora bien, 
después de más de diez años de promulgada la Ley 20 de 2007, que en España reguló al 
trabajador económicamente dependiente —parasubordinado—, algunos autores, como 
TODOLÍ SIGNES (2015), han señalado que la figura ha sido poco protectora e, incluso, ha 
fracasado. También se la acusa de ser una política legislativa indefinida y dispersa, que 
al final del día genera esquemas de protección diferenciados para el trabajo, produciendo 
verdaderas categorías entre personas que realizan una misma actividad productiva. 
En relación con la pregunta que podría haber dado cabida a este subcapítulo: ¿la 
parasubordinación tiene la capacidad de absorber las necesidades de regulación del 
trabajo digital?, es de considerar —en general— que no tiene la aptitud para proveer las 
respuestas que el nuevo fenómeno del trabajo demanda, aunque eso no quita que algunas 
de sus previsiones y garantías puedan replicarse en un modelo nuevo y autónomo de 
regulación, al que se referirá en el siguiente capítulo. Eso sí, a partir de esta investigación, 
se hace oposición a la integración plena del trabajo digital al modelo de 
parasubordinación, principalmente porque no está en capacidad de asimilar la nueva 
realidad de este trabajo. Ello, dado que, si se toma como cierta la tesis de que empresas 
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como Uber, Cabify o Rappi son solo plataformas tecnológicas que intermedian una 
relación entre agentes independientes, entonces los clientes son los usuarios y, 
obviamente, no habrá uno mayoritario que justifique que el operador ingrese como 
parasubordinado. 
Como se ha visto, el modelo de la parasubordinación está basado en que un autónomo 
provea servicios y obtenga ingresos —al menos el 75%, para el caso de España— de un 
mismo contratante. Aceptar como simples intermediarios a las empresas significa que el 
criterio de ingresos debería ser evaluado frente a lo que el usuario cancela al prestador, 
en cuyo caso sería remoto —imposible, se puede decir— que un mismo cliente represente 
el 75% de los ingresos del trabajador digital. Pero, por otra parte, si se considera cierto 
que las plataformas son las empresas prestadoras del servicio y que ellas son las que 
proveen los clientes y los ingresos, entonces se estaría frente a un verdadero contrato de 
trabajo y se debería excluir, ipso iure, la figura de la parasubordinación. 
Además, la inviabilidad de adaptar el trabajo digital al esquema de la 
parasubordinación se encuentra determinada, porque, a juicio de quien escribe, se trata 
de un modelo que contiene serios cuestionamientos de raigambre constitucional y del 
derecho internacional de los derechos humanos, principalmente en cuanto al 
establecimiento de un esquema regulatorio distinto, para tratar situaciones jurídicas 
esencialmente iguales. 
De este modo, la parasubordinación no implica la creación de un nuevo sistema 
contractual, sino que se limita a establecer requisitos para que un autónomo pueda acceder 
a una batería de protección especial derivada de su disparidad frente al contratante. En 
efecto, y como lo reconocen las propias bases dogmáticas de la parasubordinación, esta 
igualmente se encuentra sometida a una dependencia funcional y económica ante el 
contratante, y, por ende, existe un desequilibrio que, según este modelo, merece una 
regulación y protección diferenciada debido a su intensidad, pues, tal dependencia e 
inequidad no se manifiesta de la misma forma que sucede en el esquema de subordinación 
clásico. 
Como crítica al sistema, se cree que, como responde a las mismas bases fundantes 
del derecho laboral tradicional —dependencia, subordinación—, no se justifica la 
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existencia de un régimen jurídico de menor protección de derechos. Es decir, para un 
mismo supuesto —el trabajo dependiente— se crea una batería de protección distinta. 
Este argumento se vuelve aún más sólido, por cuanto se ha reconocido la facilidad de 
confundir a un parasubordinado con un trabajador plenamente subordinado, por los 
criterios ambiguos que lo gobiernan. 
En relación con lo anterior, CASALE Y PERULLI (2014) señalan algunas similitudes 
entre el trabajo económicamente dependiente y el trabajo ordinario, tales como: la 
necesidad de protección social; la falta de contacto directo con el mercado; el número de 
relaciones contractuales a partir de las cuales el trabajador obtiene sus ingresos; el 
contacto con la organización de la empresa; la falta de subordinación, pero la existencia 
de coordinación de la actividad por parte de la empresa cliente; y la duración de la relación 
contractual. 
Por lo indicado, se considera que, al no existir razones jurídicas suficientes para 
diferenciar la situación de hecho del subordinado frente a la del parasubordinado, resulta 
contrario al principio de igualdad hacer distinciones hacia regular una situación que, en 
el fondo, responde a un mismo modelo de funcionamiento. De hecho, se estima, el 
establecimiento de una batería de protección reducida frente al subordinado podría 
devenir en discriminatoria; pues, no existe una razón jurídicamente válida para sostener 
cómo el autónomo, per se, debe recibir una protección menor a la del trabajador clásico. 
Aunque la prestación se dé bajo la autonomía, ello no necesariamente significa que el 
derecho deba excluirlo de una protección especial. Incluso, existiendo rasgos de 
autonomía en los términos descritos, por ejemplo, en la Ley 533 de 1973, bien puede 
haber desequilibrio. Esto se vuelve aún más cierto de cara al principio de progresividad 
de los derechos laborales y fundamentales, bajo el cual no sería admisible regular una 
situación de hecho esencialmente igual bajo criterios jurídicos distintitos que, además, 
reducen el ámbito de protección. 
Con todos estos motivos, la búsqueda de respuestas frente a la necesidad de 
regulación del trabajo digital no puede partir de las bases dogmáticas de la 
parasubordinación. Más bien, conviene diseñar un modelo nuevo, sin antecedentes ni 
juicios históricos desfavorables. Lo dicho, sin embargo, no equivale a decir que el 
desarrollo normativo de la parasubordinación no pueda cooperar en la construcción de un 
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orden jurídico laboral autónomo y especializado para la regulación del trabajo digital; 
simplemente, su adopción plena al modelo de parasubordinación —en los términos 
dogmáticos sobre los que se ha construido— resulta inadecuada. 
 
 
2.4 LAS EXPRESIONES DE SUBORDINACIÓN EN EL TRABAJO DIGITAL 
2.4.1 La prestación del servicio por cuenta ajena 
Hasta el momento se ha caracterizado la subordinación e identificado algunos 
parámetros generales bajo los cuales es posible indagar sobre cómo se manifiesta en el 
contexto del trabajo digital. Ahora, se examinará una de sus expresiones concretas: la 
prestación del servicio por cuenta ajena. 
 
Cuando se discuten los rasgos de la independencia, se anota cómo uno de los más 
destacables consiste en el hecho de que un trabajo autónomo se presta por cuenta propia, 
mientras que el dependiente se presta por cuenta ajena. Esta ha sido una construcción 
histórica del derecho del trabajo, pues, remontándose a sus orígenes, la subordinación 
clásica se encontraba ligada a la ejecución de una obra o la prestación de un servicio por 
orden o a cuenta de un empleador: el operario de una industria fabricaba el producto por 
órdenes del patrono, el vendedor de una tienda realizaba tal actividad por cuenta del 
empleador. 
 
En efecto, buena parte de legislaciones adoptaron la “ajenidad” como una de las 
características principales del vínculo laboral. Por mencionar algunos ejemplos, el 
artículo 10 del Código del Trabajo ecuatoriano, al definir qué se entiende por empleador, 
prescribe: “La persona o entidad, de cualquier clase que fuere, por cuenta u orden de la 
cual se ejecuta la obra o a quien se presta el servicio, se denomina empresario o 
empleador”. Por su parte, el artículo 89 del Código Sustantivo del Trabajo colombiano 
dispone: “Hay contrato de trabajo con la persona que presta habitualmente servicios 
remunerados en su propio domicilio, sola o con la ayuda de miembros de su familia por 
cuenta de un empleador”. De igual forma, el artículo 1 de la Ley del Contrato de Trabajo 
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de España establece que la prestación voluntaria, lícita, retribuida y por cuenta ajena 
conforma un contrato de trabajo. 
 
Tan relevante es la ajenidad para evaluar la configuración de una relación laboral 
que, incluso, es frecuente, según destaca SÁNCHEZ RODAS (2002), que: “La expresión 
trabajo por cuenta ajena sea empleada como sinónimo de trabajo subordinado. Y en la 
mayor parte de las ocasiones tal equivalencia resultará ciertamente ajustada” (p. 39). 
También, enseña RASO DELGUE (2016, p. 19): “El derecho del trabajo es aquella 
disciplina jurídica que regula una forma particular del trabajo: aquél que se realiza bajo 
órdenes de otro y para ese otro”. En el mismo sentido, DE LA VILLA (1969) considera que 
los presupuestos materiales, para que opere la protección especial del derecho laboral, 
consisten en la ejecución de una actividad libre, productiva, dependiente y por cuenta 
ajena. De manera que se está frente a un rasgo esencial, cuya identificación en el trabajo 
digital permitirá indagar la manifestación de subordinación y, luego, determinar qué tipo 
de protección merece pues ambos conceptos son como dos caras de una misma moneda. 
 
Así las cosas, amplio sensu, la ajenidad es un rasgo ligado a la subordinación, por el 
cual el trabajador presta su servicio, elabora el producto o actúa por cuenta de otra 
persona. Quizá conviene citar un ejemplo: si la línea de teléfono se avería, hay necesidad 
de comunicarse con la empresa de telefonía, para que envíe a un técnico a solucionar el 
problema; el técnico llega al hogar y repara el desperfecto: ¿cómo observar la ajenidad 
en este caso? Simple: se llama a la empresa, no al técnico con nombre y apellido. Es la 
empresa quien determina quién atenderá el requerimiento —en uso de sus potestades de 
dirección y organización del negocio—; y, en últimas, el técnico acude a nombre de la 
empresa de telefonía, con sus herramientas; en definitiva, a cuenta y orden de su 
empleador. 
 
Ahora bien, a la hora de medir la ajenidad en la prestación del trabajo digital, es 
menester comprender cuál es el rol de la empresa operadora en el curso del negocio. 
Normalmente, sus compañías argumentan que actúan como simples intermediarios, sin 
tener injerencia en la prestación del servicio: se trata simplemente de empresas de 
tecnología que permiten conectar la oferta con la demanda. 
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El tema, sin embargo, ya ha sido tratado por la jurisprudencia internacional. En el 
caso de Estados Unidos, verbi gratia, la CORTE DEL DISTRITO NORTE DEL ESTADO DE 
CALIFORNIA (C-13-3826, 2015) estableció que Uber no puede ser considerada solo como 
una empresa tecnológica, sin injerencia en la prestación de los servicios de transporte de 
pasajeros. Por su parte, el TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA determinó que 
Uber es una empresa de transporte y no una plataforma digital exclusivamente dedicada 
a la intermediación (Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Asunto C-434/15, 2017). 
De manera que, la jurisprudencia ha decantado cómo operadoras como Uber, Cabify o 
Lyft son empresas de transporte, para cuya misión es fundamental que los prestadores se 
encuentren alineados con su modelo de negocio. 
 
Esto, en principio, brinda una pista a la hora de examinar si el servicio se presta por 
cuenta del trabajador —en cuyo caso se hablaría de una autonomía plena— o si se hace 
por cuenta de la empresa de transporte —caso en el cual se estaría frente a una génesis de 
relación laboral—. Pero, como este no deja de ser un fenómeno a revisarse 
detalladamente, a continuación, se estudiarán las expresiones de la ajenidad, conforme 
han sido históricamente desarrolladas por la doctrina y hoy cobran vigencia peculiar, de 
cara al análisis de un fenómeno tan nuevo como el trabajo digital:  
 
2.4.1.1 Ajenidad en los riesgos. Se ha revisado cómo el examen de quién asume los 
riesgos de la operación es sumamente importante a efectos de determinar la autonomía 
con la que actúa el prestador del servicio. Sin embargo, en otra dimensión de análisis, 
visto clásicamente, dicho examen ofrece pistas para argumentar que la ausencia en la 
ajenidad en los riesgos excluye que el trabajo sea prestado por cuenta ajena. 
 
Desde 1955, los franceses AMBROSIO COLIN Y HENRY CAPITANT (citados por 
Montalvo, 1975) precisaban que en el contrato de trabajo los riesgos son todos para el 
dueño. Así las cosas, el trabajador recibe las instrucciones sobre qué hacer, se le entregan 
las herramientas necesarias y dentro de un periodo de tiempo determinado realiza el 
encargo y recibe una remuneración. En cambio, el empresario corre con todos los riesgos, 
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sea por la venta del producto, por la disponibilidad de las herramientas o por cualquier 
circunstancia que afecte el curso normal del negocio. 
 
En sentido estricto, quien asume los riesgos de la operación es el empleador y el 
trabajador, por extensión de la ajenidad, es un mero receptor de instrucciones y ejecutor 
de una labor. Sin embargo, esta tesis absolutista no parece llevar a conclusiones sensatas; 
pues, de acuerdo con lo expuesto por DE LA VILLA (1969), también el trabajador asume 
el riesgo, dado que, frente a una crisis en la empresa o su eventual cierre —que es la 
contingencia más grave y aguda—, su remuneración e incluso su empleo —su medio de 
vida— podrían perderse, de manera que analizar la ajenidad de los riesgos como un eje 
primordial para la determinación de si la prestación se realiza por cuenta ajena, resulta 
insuficiente. 
 
Más aún, si se revisa esta teoría a la luz del trabajo digital, se hallarán bemoles. Es 
cierto que los operadores asumen un riesgo derivado de la instalación del negocio, la 
inversión inmensa en investigación, el desarrollo de tecnología y su permanente 
actualización y, también es cierto, las empresas tienen a su cargo el riesgo de que en 
cualquier momento el mercado se desplace, su tecnología se torne obsoleta o 
simplemente, por el constante cambio de hábitos de los consumidores digitales, su ámbito 
de negocio perezca frente a un modelo más atractivo. Todos estos —y muchos más— son 
riesgos determinantes para el operador. 
 
Pero, no es posible dejar de lado el cúmulo de riesgos que asume el trabajador, 
detallados anteriormente: las promociones ofrecidas por los operadores para penetrar en 
el mercado son normalmente asumidas en buena parte por el prestador del servicio, un 
accidente de trabajo también debe ser asumido por el trabajador, los riesgos derivados de 
la marginalidad legal bajo la que actúan hoy en muchas jurisdicciones empresas como 
Uber o Cabify también deben ser asumidos por el trabajador. No se diga, el riesgo que 
implica invertir en un automóvil, por ejemplo, y ser desconectado de la plataforma, sin 
que sea deber de la empresa motivar el acto. Esta suerte de manifestación ambivalente de 
la ajenidad en los riesgos no permite determinar cabalmente cómo una de las partes de la 
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relación del trabajo digital sea quien asuma totalmente los riesgos y, por ende, sea a 
cuenta de quien se presta el servicio. 
 
2.4.1.2 Ajenidad en los frutos. Otra de las directrices para constatar si un trabajo se 
hace por cuenta ajena consiste en examinar ¿de quién son los frutos del trabajo? 
Acudiendo a una primera respuesta, para OJEDA AVILÉS (2007, p. 381): “Los frutos del 
trabajo son atribuidos inicial y directamente a persona distinta de la que ejecuta el trabajo, 
una atribución originaria que es previa a la ejecución del trabajo”. Por su parte, la 
jurisprudencia española consigna que la ajenidad se traduce en la apropiación por parte 
del empleador del resultado de la actividad personalmente desarrollada por el trabajador 
(Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sentencia 21-7-1999 AS3443, 1999). Así 
entonces, el computador que fabrica un operario de una fábrica en Indonesia le pertenece 
ab origine al empleador, quien otorga las herramientas, las instrucciones, la supervisión, 
la marca, la industria y demás elementos. Allí radica la ajenidad: el trabajador produce 
algo que no le pertenece. 
 
Sin embargo, cuando se trae esta teoría a los terrenos del trabajo digital, las 
conclusiones se tornan más complejas. Es evidente que en el nuevo esquema de trabajo 
no existe un producto propiamente dicho, sino más bien un servicio que genera frutos. 
¿De quién es este servicio? Lo presta un trabajador, pero la infraestructura y el acceso al 
mercado de los consumidores le pertenece a un operador. ¿A quién pertenecen los frutos 
de ese servicio? En un porcentaje minoritario a la empresa operadora y en uno mayoritario 
al trabajador. ¿Cuál es la conclusión? Bajo este criterio, la relación que surge entre el 
operador y el trabajador no parece sujetarse plenamente a la ajenidad, ni de un lado ni de 
otro. 
 
2.4.1.3 Ajenidad en la propiedad de la organización. Mientras los anteriores rasgos 
de la ajenidad desplazaban la noción de que ab origine el trabajo digital se realiza por 
cuenta del operador, esta característica parece orientarse a una posición distinta, cuando 
parte de la pregunta: ¿a quién pertenece la organización bajo la cual se ejecuta el contrato 
y a la que debe sujetarse el trabajador? Si el trabajador debe fabricar un producto o prestar 
un servicio bajo la sujeción y a nombre de una organización superior de la cual no tiene 
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control y, por el contrario, ella misma ejerce control sobre él, entonces existe ajenidad en 
la propiedad de la organización que, luego, genera ajenidad en la prestación del servicio: 
“En efecto, el trabajador presta sus servicios trabajando sobre materiales o utilizando 
cosas o instrumentos cuya titularidad no le pertenece” (Ojeda Avilés, 2007 p. 385). 
 
Este rasgo parece revelarse con bastante transparencia en el trabajo digital, toda vez 
que el trabajador no tienen ningún control sobre las herramientas y el entorno tecnológico 
bajo el que presta el servicio, sino que solamente debe sujetarse al mismo y ejecutar la 
prestación bajo el nombre del operador, sin que el suyo propio tenga ninguna relevancia, 
ni para quien contrata ni para el propio operador. Es más, su identidad solo es relevante 
al momento de calificar la prestación, mostrándose como un simple engranaje dentro de 
una estructura superior y compleja que, no solo no le pertenece, sino que lo controla. 
Vista esta realidad comercial y jurídica, se podría concluir que el trabajo digital se ejerce 
por cuenta del operador. 
 
2.4.1.4 Ajenidad en el acceso mercado. Por último, este criterio, como el anterior, 
abona a la tesis de que el trabajo digital se desarrolla por cuenta del operador, y puede 
definirse con la siguiente pregunta: ¿quién tiene acceso al mercado relevante para la 
ejecución del servicio y la operación del negocio? Según ALARCÓN CARACUEL (1986), el 
contrato de trabajo aparta al trabajador del mercado, pues los servicios o productos son 
vendidos bajo el esquema de mercadeo del empleador, con sus propios medios y a través 
de un sistema que excluye por completo al trabajador. 
 
Esto puede ser observado en el trabajo digital pues, se insiste, el trabajador no puede 
acceder al mercado, sino es a nombre del operador y utilizando su infraestructura, lo que 
implica que el servicio se presta por su cuenta y la identidad del trabajador, realmente, es 
absolutamente irrelevante para la operación, donde el consumidor no busca a uno 
específico ni el operador está en capacidad ni tiene el interés de direccionarlo. 
Simplemente, piénsese en un domicilio de Rappi: el acercamiento del consumidor a la 
plataforma se da por sus servicios, su infraestructura, su eficiencia, mas no porque en esa 
empresa trabaje María Pérez, a quien se quiere contratar para hacer una entrega. Ni la 
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señora Pérez puede acceder al mercado, sin la arquitectura de Rappi; ni Rappi puede 
asegurar que ella prestará el servicio; ni el consumidor la buscará específicamente. 
 
En efecto, el acceso al mercado se restringe y el prestador solo lo puede hacer 
valiéndose del operador. Esto ocasiona que el servicio se preste por cuenta de la empresa 
dueña de la plataforma. Cabe, sin embargo, hacer una precisión a efectos de no llegar a 
una conclusión absolutista, que pudiera estar alejada de la realidad de los negocios. El 
mercado es un fenómeno cambiante, sometido a reglas fijas, pero a la vez impredecibles. 
De hecho, el acceso al mercado no es un ejercicio simple y en el que actúen actores 
singularizados. 
 
Contrariamente, el acceso al mercado es generalmente complejo, multifacético y 
cuenta con múltiples actores. Verbi gratia, para que Uber penetre en el mercado requiere 
apalancarse en empresas de redes sociales que promocionen sus servicios, de centros de 
diversión que promuevan descuentos para los traslados, de tarjetas de crédito que 
ofrezcan bonos por la utilización del servicio, entre más estrategias. Así, este acceso no 
le pertenece solo al operador, sino a un conjunto de interacciones complejas. Lo 
explicado, pone un color especial a la conclusión absolutista de que, por el hecho de que 
el trabajador no accede directamente al mercado, la prestación se da por cuenta ajena. 
 
A manera de cierre, si bien bajo un examen superficial de la ajenidad clásica, es dable 
concluir que un repartidor de Rappi, por retomar el caso, presta el servicio por cuenta del 
operador; cuando se indaga un poco más profundamente en el concepto y en relación con 
las diversas manifestaciones de ajenidad —riesgos, frutos, acceso al mercado, 
organizativa—, este rasgo no aparece transparente en el contexto del trabajo digital.  
 
Por el contrario, hay ambivalencia en ello, pues, en ciertos casos se adapta plenamente 
y en otros lo hace a medias. Esto implica que no existe una expresión plena de ajenidad 
en la ejecución de contratos digitales. En efecto, al menos a la vista de este elemento, 
resultaría inadecuado pretender regular bajo el régimen laboral tradicional al trabajo 
digital, cuando ciertamente no responde a las mismas situaciones del derecho del trabajo 
clásico, que sí se acopla a las formas de ajenidad aquí descritas.  
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2.5  EL DESEQUILIBRIO EN EL PODER NEGOCIADOR Y LA DESIGUALDAD 
MATERIAL COMO UNA EXPRESIÓN DE SUBORDINACIÓN EN EL 
TRABAJO DIGITAL 
 
Como se ha referido en acápites precedentes, el talante esencial de la subordinación 
consiste en una disparidad manifiesta entre las partes. Mientras una da las órdenes, la otra 
las acata, mientras una diseña un esquema de organización para la ejecución del contrato, 
la otra se limita a sujetarse a él. Mientras la una dicta órdenes —duras o blandas—, la 
otra las obedece. A todo eso se denomina una relación subordinada, pues, recuérdese, esta 
palabra viene del latín subordinatio que, a su vez, significa estar bajo el orden de otro. 
Para sortear esta institución jurídica, puerta de ingreso a la especial batería de protección 
del derecho del trabajo, las empresas operadoras del trabajo digital han decidido 
denominar como “contratistas independientes” a los conductores, repartidores y otros 
prestadores de servicios. 
 
De acuerdo con DE STEFANO (2016), en general, los términos y condiciones para el 
uso de las plataformas y los aplicativos explícitamente especifican las relaciones entre las 
personas que ejecutan el trabajo y el operador de la plataforma como de “autoempleo”. 
Estas cláusulas son normales en los contratos, cuando uno de los puntos neurálgicos del 
modelo de negocio de la economía digital es obviar las obligaciones laborales. En el caso 
del contrato firmado entre el operador colombiano Rappi y los denominados 




5.1. El Rappitendero asume, como parte independiente y autónoma de 
Rappi, toda responsabilidad que pudiera surgir a raíz de la prestación del 
Servicio solicitado por el Consumidor, liberando en todo momento a Rappi 
y a todos sus socios, representantes legales, directores, empleados, 
administradores y consultores de toda responsabilidad al respecto. 
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5.2. En especial, asume como propia la responsabilidad que pudiere 
derivarse de sus propios actos u omisiones, ya sea que sean realizados 
durante la prestación de los Servicios o no, así como también por los daños, 
pérdidas, roturas o extravíos en el transporte de cosas, eximiendo a Rappi 
de toda responsabilidad ante cualquier reclamo efectuado por el 
Consumidor o terceros […]. 
 
5.3. Asimismo, las Partes establecen y acuerdan que el Rappitendero no 
tiene, ni en el futuro tendrá relación laboral de dependencia o 
subordinación con Rappi, siendo ambas partes autónomas e 
independientes entre sí, por lo tanto, responsables individualmente por sus 
obligaciones contractuales, impositivas, laborales, previsionales, y todas 
aquellas derivadas de la legislación aplicable. Tampoco crean ningún 
contrato de sociedad, de mandato o de franquicia entre Rappi y el 
Rappitendero, siendo que quien solicita el Servicio al Rappitendero es el 
Consumidor, perfeccionándose un contrato de mandato entre el 
Rappitendero y el Consumidor al momento de la aceptación de la 
prestación del Servicio por parte del Rappitendero. El Rappitendero 
reconoce ser un trabajador independiente, y en virtud de esto, asume el 
riesgo que conlleva la prestación del Servicio a su exclusivo cargo (Rappi, 
2019). 
 
Este tipo de cláusulas resultan relevantes para matizar la subordinación en el trabajo 
digital. Inicialmente, su sola presencia en los contratos de vinculación, son muestra de 
cómo los operadores están conscientes de la existencia de un riesgo laboral y, por ende, 
deciden dedicar una sección contractual exclusiva a la indemnidad. Sin embargo, en 
criterio del investigador, esta clasificación nominal de independencia no tiene ninguna 
incidencia, cuando uno de los principios rectores, al observar la existencia de una relación 
laboral, consiste en la primacía de la realidad, en virtud de la cual, más que a lo que digan 
el contrato o los actos, se estará a lo que dicte la realidad de la relación jurídica. Frente a 
esta situación jurídica, se estima que la subordinación sí se manifiesta a partir de la 
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inequidad en el poder de negociación y la desigualdad material operador-trabajador, 
sustancialmente por lo siguiente: 
  
2.5.1 Despojo de la capacidad de configuración del contrato:  
 
La independencia presupone —en mayor o menor medida— la capacidad de 
configurar los términos y las condiciones de un acuerdo. Si se parte de la igualdad —al 
menos formal— de las partes de un contrato, lo mínimo que se espera es que puedan tener 
un punto de negociación. En el caso del trabajo digital, sin embargo, esto no ocurre, pues 
los prestadores solo tienen la opción de adherirse a un acuerdo que unilateralmente los 
categoriza como independientes o de rechazarlo. No existe, entonces, una capacidad real 
de configurar el acuerdo. 
 
Ello, en sí mismo, da pistas sobre una relación de apariencia autónoma, cuando desde 
su origen el prestador no define quién es, sino que es la estructura quien lo hace, 
nominándolo como independiente. También, el prestador del servicio debe acoplarse a 
una estructura corporativa que incluye regulación de precios, presentación de su 
herramienta de trabajo, incentivos por buenos resultados, envío de reportes, sujeción a 
evaluaciones por parte de los clientes, entre otras circunstancias para la operación. 
 
Frente a esta realidad, el prestador no tiene alternativa alguna, más allá de acatarla, 
pues el modelo de negocio no permite su intervención en las condiciones de 
funcionamiento. Cuestión que evidencia, tanto la desigualdad de la relación como el rol 
rector y directivo del operador del servicio. De tal suerte que, no se observa una relación 
entre empresarios, sino una serie de normas impuestas por la empresa propietaria de la 
plataforma virtual, que el trabajador que quiera sumarse ha de cumplir (Todolí Signes, 
2015). 
 
2.5.2 Capacidad del operador actuar como árbitro:  
 
Ligado con lo anterior, y según ha sido advertido por CHERRY (2016), el desequilibrio 
de poder se ve manifiesto en el rol de la plataforma como un árbitro que, con su riqueza 
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de datos, de trabajadores y consumidores, puede definir unilateralmente situaciones 
jurídicas y reducir la responsabilidad de la plataforma, mientras que pasa el costo al 
trabajador. Esto va de la mano con el control absoluto del operador sobre la ejecución del 
contrato y del esquema de negocio, pues si configura la convención, será árbitro para 
determinar cualquier incumplimiento y controlar la información básica del sistema o 
generar una política dirigida a excluir una protección especial a los denominados 
“contratistas independientes”. 
 
En efecto, acotando a IRANI Y SILBERMAN (2016), para las plataformas es mejor 
facilitar y masificar la provisión de trabajo, con menores requerimientos, antes que 
atender las necesidades de los trabajadores actuales; pues, cuando el costo de mejorar las 
condiciones laborales es mayor que el de encontrar un reemplazo, el operador usualmente 
se enfocará en el crecimiento de la red, antes que, en el manejo de esta, para mantener a 
los trabajadores (Choudary, 2018). 
 
2.5.3 Incapacidad del prestador del servicio de incidir en puntos clave del 
negocio: 
 
No solo los trabajadores no tienen control al momento de la formación del contrato, 
sino que, durante la ejecución del negocio, se limitan a ser observadores pasivos, sin 
ninguna capacidad real para incidir en él. Además, también están sujetos a fuerzas que 
generan verdadero control sobre su actividad; pues, normalmente las aplicaciones fijan 
los precios en función de la demanda y, entonces, son proclives a cambiar drásticamente 
en cuestión de minutos. Esto genera que los conductores, si se trata de una aplicación de 
servicios de transporte, están forzados a adaptarse a un patrón laboral impredecible e 
inflexible, que denota el control ejercido por el operador sobre ellos. 
 
Así, entonces, frente a cuestiones clave de interés para cualquier verdadero 
independiente o “socio”, como el cálculo de las tarifas, las políticas de calificación, las 
acciones de la empresa para la formalización de la actividad, los seguros para la 
operación, entre otras, el prestador no tiene un conducto regulado para el procesamiento 
de sus inquietudes ni tampoco la expectativa real de que sean atendidas por el operador. 
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En definitiva, ya en la ejecución del contrato y de cara al modelo de negocio, el 
trabajador se vuelve un espectador más de los cambios que surjan y su incidencia en estos 
es remota, lo que no ocurriría si se tratara de un verdadero independiente, que conserva 
la potestad de cambiar, estar enterado de los asuntos básicos del negocio e, incluso, 
intervenir en su curso, en la administración y conocer los balances, por ejemplo.  
 
2.5.4 Asimetría en el acceso a la información: 
 
 Siguiendo el anterior numeral, para analizar si la relación operador-prestador tiene 
visos de independencia entre las partes, es esencial comprender los factores que 
determinan la distribución del poder entre la plataforma y el trabajador y entre los 
trabajadores y los consumidores. Al efecto, se debe resaltar que el esquema de 
funcionamiento de las plataformas desplaza el poder hacia sí mismas y lejos del 
trabajador, particularmente, mediante el acceso a la información sobre el cálculo de 
precios, la movilidad de la demanda, la arquitectura que controla la localización del 
prestador y demás cuestiones reservadas a quien controla la arquitectura del software. 
 
Esto en realidad determina el funcionamiento de todo el esquema pues, de acuerdo 
con CHOUDARY (2018), parte del negocio está en crear asimetrías de información. Las 
empresas operadoras obtienen una vasta cantidad de información a lo largo del ecosistema 
y de las interacciones con el consumidor, del tráfico, de las rutas. Y esta información es 
usada para identificar patrones, desarrollar e implementar algoritmos, usados para la 
gobernanza y gestión de la plataforma e, incluso, puede ser vendida a Gobiernos e 
instituciones dedicadas a la planeación urbana. 
  
2.5.5 Carencia de oportunidades empresariales: 
 
Por último, si las compañías operadoras se excepcionan frente a la existencia de 
subordinación, señalando que los trabajadores son simples contratistas o inclusive socios 
en la ejecución de un negocio, es claro que estos deberían tener las oportunidades 
empresariales. Esto no ocurre, pues los trabajadores que prestan servicios a través de una 
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plataforma virtual solamente están aportando puro trabajo o mano de obra, sin que existan 
posibilidades de desarrollo empresarial. Un autónomo debería contar con la capacidad de 
generar su propia cartera de clientes, tener perspectivas claras de crecimiento corporativo 
e inversión. 
 
No obstante, los prestadores del servicio jamás podrán tener una relación directa con 
el cliente, porque este se halla anclado a una plataforma (Sprage, 2015) y la 
impermeabilidad de las corporaciones torna imposible que puedan tener un rango de 
participación u oportunidades de crecimiento. Sobre este tópico, el TRIBUNAL DE 
JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA destacó la imposibilidad de crecimiento de los 
trabajadores, cuya única forma de ganar más dinero es trabajar más horas, sin poder 
cambiar la forma ni el valor de los servicios que prestan (Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, Asunto C-434/15, 2017). 
  
En mérito de todo lo expuesto, resulta clara la manifestación de subordinación en 
virtud del desequilibrio en el poder de negociación operador-prestador y la desigualdad 
material que esto genera entre las partes. Un punto clave, pues, se reitera, la inequidad es 
el motivo jurídico fundamental por el que el derecho del trabajo existe y otorga una 
protección especial a quien es considerada la parte más débil: el trabajador. Matizando el 
rasgo de subordinación con otros en los que, más bien esta se disipa, es preciso llegar a 
un punto medio, que permita regulación, atendiendo la realidad del trabajo digital. 
 
La Figura 7 muestra los componentes del desequilibrio en el poder negociador y la 














Figura 7. Componentes del desequilibrio en el poder 




2.6 LAS EXPRESIONES DE SUBORDINACIÓN EN EL TRABAJO DIGITAL: 
LA SUPERVISIÓN Y VIGILANCIA  
 
La noción clásica de vigilancia y control conlleva el seguimiento de las instrucciones del 
empleador por el trabajador dentro del ambiente de trabajo y se someta a un sistema de 
vigilancia que asegure su cumplimiento. Como se sabe, esa idea fue gestada a partir de 
las fábricas de la Revolución industrial donde la dirección y control eran directas, 
monolíticas, con figuras de autoridad identificables e instrucciones “duras”. La 
subordinación, precisamente, se manifiesta a través de estos fenómenos y, en la medida 
en que un agente pueda ordenar, instruir o reglamentar a otro, se deduce estar frente a una 
relación subordinada.  
 
Preliminarmente, vale señalar, el hecho de que el empleador no esté físicamente 
instruyendo al trabajador dentro de un ambiente laboral no significa la desaparición de 
las formas de control, solo representa la necesidad de cambiar de lente para identificarlas, 



























sistemas de evaluación de calidad que, a la postre, sirven para definir despidos o 
suspensiones en el servicio (Todolí Signes, 2015). 
 
Sobre el tema, diversos autores han señalado cómo, precisamente por estar sometidos 
a un escrutinio permanente por parte de los clientes, el monitoreo de su desempeño es aún 
mayor (Sprage, 2015). Asimismo, la mayoría de estos aplicativos móviles emiten 
instrucciones básicas y aparentemente sencillas de cumplir, pero se reservan el derecho 
de ampliarlas o restringirlas a su solo arbitrio. Por consiguiente, el que la empresa dicte 
únicamente las instrucciones necesarias y mínimas, no querrá decir que el trabajador deje 
de estar subordinado a la empresa (Sprage, 2015). En realidad, la posibilidad de la 
empresa operadora para controlar las condiciones del servicio y las instrucciones, aunque 
sean mínimas en un inicio, es en sí misma una característica de la subordinación. 
 
Los sistemas de vigilancia y control tienen algunas expresiones en el contexto del 
trabajo digital. En primer lugar, aparecen las directrices blandas, dictadas por los 
operadores a manera de recomendación; pero que, vistas a la luz del enorme poder que 
otorga la facultad de desconectar a los prestadores, se tornan en normas exigibles.  
Siguiendo a la jurisprudencia, los operadores hoy: “Proveen un detalle de instrucciones a 
sus conductores respecto a cómo proceder” (Corte del Distrito Norte de California, Caso 
13-CV-04065, 2017). 
 
Este ha sido uno de los motivos por los cuales Cortes en Estados Unidos adviertan la 
existencia de elementos laborales en las relaciones del trabajo digital. Por ejemplo, en el 
caso de Lyft, los conductores son instruidos: “sea el único no pasajero en el auto”, 
“mantenga su auto limpio”, “vaya más allá de un buen servicio, ayudando a los pasajeros 
con el equipaje o tomando un paraguas cuando está lloviendo” (Corte del Distrito Norte 
de California, Caso 13-CV-04065, 2017). De igual forma, los motoristas de Uber deben 
pasar un control de antecedentes y de conocimiento de la ciudad antes de ser contratados, 
se les recomienda tener botellas de agua, dulces, modular la música, consultar si desean 
o no charla, mantener el auto en perfectas condiciones. (Corte del Distrito Norte de 
California, Caso 13-CV-03826, 2019). 
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Al tratar estos tópicos jurídicos, la CORTE DEL DISTRITO NORTE DE CALIFORNIA 
exaltó que en el Uber Handbook se establece: “esperamos que todos los conductores en 
línea acepten todas las solicitudes”, añadiendo: “tomaremos nota de los conductores que 
sistemáticamente rechacen viajes”. Para dar viabilidad a estos criterios, los operadores 
adoptan métricas para evaluar a los prestadores que incluyen, entre otras: la proporción 
de aceptación de servicios; la proporción de cancelación; la reputación definida por los 
consumidores; el número de interacciones exitosas. Todas ellas, obviamente, son 
definidas desde el inicio por el operador y procesadas por él para la toma de decisiones 
en el curso del negocio —desconexiones, sanciones u otras—. 
 
El siguiente motivo que, a juicio del autor, denota la existencia de vigilancia y control 
es el sistema de reputación fijado por los operadores del trabajo digital. Las empresas 
alegan, con razón, cómo la calificación que el usuario hace frente al servicio es uno de 
los distintivos del sistema, les permite mejorarlo y tener a los conductores óptimos dentro 
del esquema de negocio. De manera que existe un motivo más que justificado para que 
los operadores mantengan sistemas de reputación y les den importancia. Sin embargo, 
según CHOUDARY (2018), este modelo otorga demasiado poder al consumidor, pues hoy 
no en todas las plataformas se permite que haya una calificación mutua entre el operador 
y el prestador, y esto se torna aún más perjudicial para el trabajador, cuando el 
consumidor no sabe diferenciar entre el funcionamiento de la plataforma y del conductor 
(Rosenblat y Stark, 2016). 
 
Pero, además el sistema actual de reputación en la mayoría de las plataformas se 
concentra en estrellas —de una a cinco— y normalmente se acompañan por leyendas que 
inducen al usuario a evaluar los aspectos que, específicamente, la empresa quiere conocer 
sobre el conductor: la limpieza, la seguridad del servicio, la actitud del trabajador, entre 
otros. Que no se malentienda, no se está en contra de que las plataformas realicen este 
control, por el contrario, se cree que esto hace más eficiente al mercado y provee a los 
ciudadanos de mejores servicios. Sin embargo, el esquema de reputación tal como está 
planteado repele la realidad de una relación independiente y da visos, más bien, de una 
subordinada donde el ente superior evalúa al inferior. 
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En este orden de ideas, el siguiente elemento que abona a la existencia de 
subordinación con base en la vigilancia y control de la actividad del trabajador por parte 
del operador consiste en la facultad que tienen para incidir indirectamente en su 
comportamiento, pues hoy las plataformas ejercen un control considerable sobre los 
términos del intercambio, usando algunos mecanismos tecnológicos insospechados por 
el trabajador para rastrear el servicio (Choudary, 2018). En efecto, los operadores pueden 
reducir la capacidad del trabajador para escoger y forzarlos a interactuar en el mercado 
de la forma más convenientes a ellos. 
 
Hoy, las empresas operadoras pueden manipular a los trabajadores para que se 
comporten de ciertas maneras, por medio de la comunicación ambigua de datos, cuando 
tienen la capacidad de usar el rastreo algorítmico y de retroalimentación para movilizarlos 
a efectos de que estén disponibles en ciertas locaciones antes que la demanda (Rosenblat 
y Stark, 2016). El resultado de este ejercicio es abrumador, pues, los datos y el algoritmo 
son más efectivos que un jefe inmediato diciéndole al conductor a dónde debe dirigirse. 
Cierto es que normalmente lo que conviene a la empresa conviene al trabajador, porque 
implica más ingresos para ambos; sin embargo, en algunas ocasiones, las plataformas 
pueden manipularlos para otros fines, como fortalecer estudios de mercado o abrir nuevos 
nichos, desplazando la oferta de servicio, pese a que no existe demanda, entre otros. 
 
Además, plataformas como Uber dan al conductor acceso a las solicitudes de 
servicios, pero evitan que hagan una elección informada sobre cuáles servicios aceptar y 
cuáles no, pues solo cuando se acepta se puede saber hacia dónde se dirige. Por 
consiguiente, las plataformas limitan la libertad de agencia, mediante la reducción de 
opciones para el trabajador a efectos de retenerlos e incrementar las utilidades de la 
plataforma. Este es un punto medular para comprender cómo se manifiesta la 
independencia del operador, ya que, si los conductores estuvieran operando como 
emprendedores podrían escoger qué carreras les convienen en función del tiempo y de la 
retribución (Choudary, 2018). 
 
Sin embargo, al forzar al trabajador a aceptar una carrera con información escaza, la 
plataforma reduce la libertad del trabajador. Siguiendo con el ejemplo de Uber, esta 
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empresa ha utilizado el “diseño de comportamiento” como mecanismo para combatir los 
efectos del cambio de plataformas y retenerlos. Para combatir este paso de una plataforma 
a otra, Uber ha introducido una nueva característica, permitiendo al conductor aceptar la 
siguiente carrera antes de completar la actual. Esto reduce la posibilidad de que el 
conductor se pase a otra aplicación.  
 
En la Figura 8 se representan esquemáticamente algunas expresiones de supervisión 




Figura 8. Expresiones de supervisión y vigilancia en el trabajo 
digital. Elaboración propia. 
 
Resulta claro que en el trabajo digital existen manifestaciones de vigilancia y control 
que adoptan formas insospechadas por el derecho del trabajo clásico, pero que no dejan 
de ser relevantes a la hora de definir si se está frente a una relación jurídica entre iguales 
o si existe algún viso de subordinación que requiera una regulación especial. Sobre este 
tema, se finalizará, citando a la CORTE SUPREMA DEL ESTADO DE CALIFORNIA, que ilustra 
















El derecho a controlar no se extiende necesariamente a cualquier detalle 
posible del trabajo. Por el contrario, la pregunta relevante es si la entidad 
tiene todo el control necesario sobre el desempeño del empleado […]. La 
pregunta no es cuánto control se ejerce sino cuánto control se reserva el 
derecho de ejercer” (Corte Suprema del Estado de California. Sentencia 
S003956, 1989) 
 
2.7 LAS CARACTERÍSTICAS DEL CROWDWORK QUE REPELEN SU 
SUJECIÓN PLENA AL DERECHO LABORAL CLÁSICO 
 
El presente estudio fácilmente podría terminar con la conclusión de que, habida cuenta 
de las manifestaciones de subordinación detalladas ut supra, el trabajo digital merece la 
protección plena del derecho del trabajo y, en efecto, las empresas operadoras deben 
contratar laboralmente a los prestadores del servicio y garantizarles todos los derechos 
que por ley les corresponde, como trabajadores comunes y corrientes. Esta respuesta, sin 
embargo, resultaría, en criterio de quien escribe, demoledora para la economía bajo 
demanda digital y, a la postre, terminaría por destruirla.  
 
Es relativamente fácil imponer obligaciones onerosas a los privados y exigirles 
que garanticen derechos. Lo complejo es entender su realidad y hacer el esfuerzo desde 
el Estado y la academia para que los retos de la modernidad se puedan armonizar con un 
esquema de protección de derechos racional y ajustada al trabajo digital. El tema aquí es 
que, sin perjuicio de la existencia de rasgos de subordinación que denotarían una sujeción 
laboral, existen asimismo una serie de razones que repelen la adaptación plena del trabajo 
digital al derecho del trabajo ordinario.  
 
Ahora bien, como premisa general, en este subcapítulo se destacará que el 
particularismo —el análisis caso a caso— es necesario. Si se determina la existencia de 
una relación de trabajo siempre que haya una relación operador-prestador, se estará 
cayendo en una falacia de generalización. Al contrario, desde el inicio se debe analizar 
particularmente cada caso, en el entendido de que bien puede existir un repartidor de 
Rappi trabajando doce horas al día, como puede haber otro que lo haga durante una hora 
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semanal, a manera de hobby. También el particularismo es necesario, porque las 
estructuras de control, la fijación de tarifas y el mecanismo de funcionamiento en general 
varían de plataforma a plataforma. Si aquí se ha hecho un esfuerzo por sistematizar 
algunos de los, considerados, más frecuentes, no sería raro que mañana apareciera una 
aplicación que desafíe todos estos cánones y cambie el estado de las cosas. Y es que:  
 
Si se observa detenidamente la situación de cada conductor de Uber es 
posible advertir tantas formas de trabajo distintas como personas hay 
ejecutándolo. Cada operario presta sus servicios según intereses y 
necesidades propias. Así, en los extremos, se encuentra por un lado a 
quienes adoptan este trabajo como su fuente principal acaso única de 
ingresos, los que seguramente están conectados la mayor parte de su 
tiempo con la aplicación y aceptan todos los viajes que les sea posible 
realizar. Ellos, probablemente, se preocupan de cumplir puntillosamente 
con las recomendaciones impartidas por la empresa ya que, finalmente, su 
economía depende de eso. En casos como este se observa con bastante 
nitidez una situación de subordinación y dependencia. Distinto es el caso 
de quienes, por ejemplo, adoptan su membresía con el propósito de 
complementar ingresos. Ellos se conectarán en los horarios que les 
acomoden, los que probablemente no serán uniformes ni continuos. Se 
trata de conductores que, seguramente, cuentan con otras rentas, por lo que 
no dependen económicamente de su afiliación a Uber. Estudios realizados 
refieren que el trabajo para plataformas como Uber no es, necesariamente, 
la principal fuente de ingresos para sus conductores. Estadísticamente, se 
estima que el promedio obtiene aproximadamente un 33% de sus ingresos 
de los servicios prestados por este medio, porcentaje que crece a medida 
que se desciende en el estrato de ingresos económicos de cada trabajador 
(Evans y Byhovskaya, 2016, p. 113). Según datos de la OCDE la media de 
ingresos anuales de los trabajadores atípicos ronda la mitad de lo obtenido 
por los trabajadores tradicionales (Muñoz García, 2018, p. 25). 
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Pero, además, la evidencia muestra que, por ejemplo, una buena parte de los 
crowdworkers utilizan ese medio de producción complementariamente, esto es, para 
mejorar los ingresos que obtienen de otros empleos. Por supuesto, esto en sí mismo no 
desplaza la posibilidad de que exista una relación subordinada, sin embargo, es de 
considerar, sí constituye un elemento que muestra más lejana la posibilidad de que el 
trabajador se encuentre plenamente dependiente y subordinado al operador del servicio, 
pues el solo hecho de tener otros ingresos le da un viso fuerte de independencia. Sobre 
este tema, la Organización Internacional del Trabajo encontró que el 45% de los 




Figura 9. Razones por las que se hace crowdwork. OIT (Berg, 2016, p. 9). 
 
Dicho esto, el motivo que, a juicio propio, excluye una sujeción plena de la 
relación operador-prestador al derecho del trabajo está determinado por su libertad 
horaria y la autonomía relativa de la que se goza. Esto, a la luz del poderoso rol que 
cumple estar sujeto a un horario y la protección de una relación jurídica creada bajo los 
cimientos de la estabilidad y la rigidez, es suficiente para que el trabajo digital no sea 
susceptible de una adaptación plena. 
 
Conditions of Work and Employment Series No. 74 9 
Figure 3. Most important reason why you do crowdwork? (percentage) 
 
Source: ILO Survey of Crowdworkers. 
Main job.  As Figure 3 revealed, many people crowdwork to complement pay from 
other jobs, yet there is also an important group of workers who rely on crowdwork as their 
primary source of income (or main job).  Overall, 37 per cent report that it is their primary 
income,12 with a higher incidence among Indian AMT workers (49 per cent), a still significant 
portion among American AMT workers (38 per cent), and a somewhat lower percentage 
amongst Crowdflower workers (31 per cent).  A related question from Survey 2 asked AMT 
workers whether they had any other paid jobs or businesses besides crowdwork. Forty percent 
did not, whereas 60 per cent did have other paid jobs or businesses.  
Entering crowdwork.  Survey 2 contained questions on what crowdworkers were doing 
prior to beginning crowdwork.  Of the AMT workers, close to half (46 per cent of Americans 
and 49 per cent of Indians) were working a job or running a business that they are still doing 
now.  Others were working a different job (Americans, 26 per cent; Indians, 49 per cent), 
running a business that no longer exists (Americans, 4 per cent; Indians, 17 per cent), while 
others were either unemployed (Americans, 33 per cent; Indians, 26 per cent), in education or 
training (Americans, 18 per cent; Indians, 36 per cent), caring for children, a disabled person 
or an elderly adult (Americans, 26 per cent; Indians, 33 per cent), or a combination of the 
above (See Figure 4). 
                                                     
12
 The findings are similar to Brawley and Pury (2016), in their study of job satisfaction among 357 AMT 
workers. Amongst the 225 Americans surveyed, 39 per cent crowdwork as their main source of income, as did 
41 per cent (54 out of 132) of the Indians.  
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Probablemente, si se consultase a un profesor tradicional de derecho laboral sobre 
la posibilidad de un contrato de trabajo en el contexto de una relación donde predomina 
la libertad horaria y el prestador puede decidir si presta o no el servicio en función de sus 
intereses, seguramente la respuesta sería no: el trabajo presupone necesidad, rigidez, 
estructuras en las que la voluntad del trabajador es desplazada por la subordinación y las 
exigencias del empleador. Bajo una visión conservadora, de hecho, la sujeción a un 
horario per se es un requisito connatural al contrato de trabajo, sin el cual la relación se 
desvanece. Sobre el tema, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE ECUADOR ha detallado:  
 
La dependencia o subordinación, que constituye el elemento más importante 
de la relación laboral y tiene que ver con el respeto que se deben tanto a las 
personas jerárquicamente superiores como a los horarios y más reglamentos 
que se imponga para la armonía que debe existir en todo vínculo contractual, 
tampoco ha sido demostrada, sino por el contrario, con los documentos de 
fojas 46, 48 y 50 se determina que el actor actuaba con toda libertad e 
independencia y no estaba sujeto a ningún tipo de horario de trabajo, lo cual 
demuestra la carencia de este elemento de todo contrato individual de trabajo, 
y, por el contrario del estudio del expediente ha quedado demostrado que el 
demandante ejercía las funciones de representación de "Bahía Mar 
Impor/Export". Incluso, es necesario dejar en claro que el Art. 3 del Código 
del Trabajo consagra la libertad de trabajo y contratación, mas no la libertad 
e independencia unilateral y voluntaria del trabajador en la realización de sus 
labores, pues nos guste o no, debe existir este elemento de subordinación o 
dependencia (Corte Suprema de Justicia de la República del Ecuador, Sala 
Laboral, Sentencia de 20 de abril, Serie 17, 1999) 
  
Si bien la postura de la Corte Suprema no deja de ser controversial, el horario y la 
continuidad de la relación laboral sigue siendo un elemento fundamental para su 
configuración plena. Sobre el horario, el español MONTOYA MELGAR (1966) lo considera 
una de las expresiones principales de la dependencia. Incluso, siguiendo a LUJÁN 
ALCARAZ (1994), la sujeción a un horario es considerado un elemento consustancial al 
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contrato mismo. En efecto, y aunque no deja de ser un tema pantanoso, el hecho de que 
el trabajador esté sujeto a un esquema horario sigue siendo un elemento indiciario potente 
para determinar una relación laboral y, en el caso del trabajo digital, su propia estructura 
de funcionamiento lo repele, a menos que en un caso concreto se pueda demostrar lo 
contrario. 
 
Pero, además, de acuerdo con autores clásicos como PLÁ RODRÍGUEZ (1978), el 
principio de continuidad es consustancial al derecho del trabajo y consiste en su vocación 
de construir y garantizar relaciones contractuales indefinidas y estables, pues ello permite 
que los trabajadores puedan tener una seguridad económica, planificar su vida y la de su 
familia a largo plazo y tener previsibilidad en sus finanzas, entre otras garantías. Si la 
disciplina de este derecho está construida bajo esa premisa, resultaría inconsistente que 
se pretenda proteger una estructura que, por esencia, otorga al trabajador la libertad plena 
de gestionar la estabilidad con la más amplia flexibilidad.   
 
En adición, como se señaló en un inicio, el trabajo digital cambia esencialmente la 
manera como el derecho del trabajo entiende las fuerzas de la oferta, la demanda y la 
forma de desempeñar las labores. La libertad relativa del prestador del servicio, quien en 
principio puede desconectase cuando le plazca, tener un horario flexible, realizar otras 
actividades productivas —bajo dependencia o no— y, en general, ejercer control sobre 
su tiempo, se considera, es tan poderoso en el trabajo digital, que logra desplazar la 
predominancia aparente antes revisada de la subordinación plena. Es decir, si bien existen 
pistas que denotan la existencia de esta característica laboral en el trabajo digital, de otro 
lado, la libertad del sujeto y el sistema de control relativo hacen que se esté frente a una 
figura que conjuga dos elementos que históricamente se han considerado excluyentes: la 
subordinación y la autonomía.  
 
Otro de los motivos que repelen la adopción plena del derecho del trabajo es la 
movilidad laboral, una de las características del trabajo digital. Normalmente, la misma 
está determinada por el traslado de los propios trabajadores de una plataforma a otra. De 
hecho, según GRISWOLD (2014), en promedio 20 a 40% de nuevos trabajadores se 
inactivan en promedio después de 90 días de haberse registrado. En efecto, sujetar a los 
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prestadores a un sistema laboral pleno acabaría por desnaturalizar al trabajo digital, 
identificado con la rapidez y la eficiencia. Es una estructura donde la burocracia que 
implicaría dar avisos de entrada, salida, calcular indemnizaciones, bonificaciones y 
demás exigencias legales pensadas en una relación típica de fábrica, simplemente no cala. 
Esto, sin embargo, no significa que los trabajadores digitales estén destinados a la 
completa desregulación, pues, como se ha visto, ello no solo lesiona sus derechos, sino 
que perjudica la sostenibilidad del propio sistema.  
 
A finales de abril de 2019, el DEPARTAMENTO DEL TRABAJO DE ESTADOS UNIDOS 
emitió la Opinión FLSA 2019-6, en la que estimó cómo el control que el trabajador digital 
tiene sobre cuestiones fundamentales de su actividad productiva, sumado a la posibilidad 
de trabajar en otras plataformas y en otros sectores de la economía, en su conjunto 
repelían la sujeción plena al derecho laboral.  
 
Para cerrar este capítulo e introducir el siguiente, vale resaltar cómo el entendimiento 
profundo del trabajo digital lleva a la conclusión de que este requiere un régimen propio: 
ni laboral, pues la subordinación no subyace incólume; ni civil, pues la autonomía no 
hace lo propio. Y este régimen nuevo, que a continuación se justificará y desarrollará, 
debe diseñarse bajo el supuesto de que, para los casos tomados en consideración, no todo 
motorista de Uber ni repartidor de Rappi ab initio serían trabajadores digitales sujetos a 
un régimen especial, sino que cada caso debe analizarse en la práctica.  
 
Hacia el fin, esta monografía diagramará un test para medir la suficiencia con la que 
el prestador de estos servicios contribuye y depende del soporte de la empresa operadora, 
lo que, a su vez, lo convierte en un trabajador digital pleno, permitiéndole entrar al 
régimen especial que conjuga elementos del derecho laboral, el derecho civil y de la 
realidad de la operación de este nuevo mundo del trabajo, pues: “se argumenta que el 
derecho laboral tradicional no puede aplicar o resultaría anticuado y, por lo tanto, se 
necesita crear una categoría intermedia para proveer algún tipo de protección limitada 
para los trabajadores de la economía ‘on demand’” (Berg, 2016, p. 1). Sobre las 
soluciones regulatorias frente al trabajo digital, la CORTE DEL DISTRITO NORTE DE 
CALIFORNIA sugirió: “Quizá los conductores de Lyft deberían ser considerados una nueva 
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categoría de trabajadores, requiriendo un set distinto de protección” (Corte del Distrito 



















                                                
7 Cotter et al. v. Lyft Inc., Order Denying Cross-Motion for Summary Judgement (18). 
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3.  EL TRABAJO DIGITAL: UNA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL 
 
En el primer capítulo se hizo una aproximación inicial a las nuevas formas de 
manifestación del trabajo a través de las tecnologías de la información y la comunicación. 
Asimismo, se revisaron las principales características del trabajo digital y las dos 
manifestaciones que —hasta el momento— revisten su mayor desarrollo y claridad 
conceptual: el crowdwork y el trabajo bajo demanda vía apps. Posteriormente, el enfoque 
se dirigió a examinar la disrupción de este fenómeno tecnológico frente a la teoría clásica 
del derecho del trabajo. En este punto, se examinó cuáles serían las manifestaciones de 
subordinación o dependencia en la estructura del trabajo digital, que, eventualmente, 
justificaran el carácter laboral de las relaciones allí presentes.  
 
A continuación, en este último capítulo, se abordan el trabajo digital y los motivos 
por los cuales merece ser regulado como una relación laboral especial, pues las respuestas 
absolutas de atracción plena al derecho del trabajo o al derecho civil son inviables y, a la 
larga, terminarían por erosionar o, incluso, eliminar la economía digital.  
 
Acá se defiende, además, que es un error categorizar a toda persona que presta 
servicios a través de una aplicación, ab initio como un trabajador digital, lo que deberá 
determinarse a partir de un examen caso por caso. Para el efecto, se presenta un test de 
suficiencia que los prestadores deberán pasar a efectos de que su relación con el operador 




3.1 ¿POR QUÉ EL TRABAJO DIGITAL MERECE SER REGULADO COMO 
UNA RELACIÓN LABORAL ESPECIAL? 
 
A la luz de la doctrina, la ley y la jurisprudencia revisada en esta investigación, se 
encontró cómo el trabajo digital no puede encasillarse estrictamente en el orbe del 
derecho laboral clásico —construido a partir de una subordinación jurídica— ni tampoco 
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en del derecho civil —diseñado sobre la base de la plena autonomía de las partes 
contratantes—. 
 
Ahora bien, el mundo está viviendo transformaciones profundas a partir del 
desarrollo de las tecnologías de la información y de la comunicación. El trabajo, como se 
examinó, ha sido especialmente tocado, pues muchos de sus conceptos fundantes —la 
subordinación, el concepto de empleador, empleado, las jornadas, entre otros— se ven 
relativizados. En efecto, pretender responder a los problemas de la sociedad del siglo 
XXI, con esquemas normativos creados en el seno de la Revolución industrial de fines 
del XIX, parecería inconveniente, porque las reglas jurídicas se crean a partir de las 
necesidades y aspiraciones sociales de un momento determinado. 
 
Reglar una relación tan dinámica, multifacética y cambiante, como el trabajo digital, 
con el esquema laboral tradicional, construido a partir de una visión monolítica y estática 
del trabajo, terminaría por anular el desarrollo de las tecnologías en el ámbito laboral. 
Según MUÑOZ GARCÍA (2018, p. 35) “la opción de la incorporación integral no tiene 
recepción en ningún ordenamiento ni tampoco es acogida por la doctrina. Se le critica 
que, por intentar ampliar en exceso la tutela del derecho del Trabajo, concluye por 
debilitarla”. Algunos académicos han advertido que la regulación tradicional, cuando se 
aplica al mundo del trabajo digital, realizará un ruido tormentoso en su forma de 
funcionamiento y, finalmente, se terminará eliminando todos los beneficios que 
actualmente el modelo presenta, tanto para los usuarios como para los trabajadores 
(Koopman, Mitchell y Thierer, 2015). 
 
Pero, aun siendo claro que la laboralización plena de este tipo de relaciones resulta 
inconveniente, de otra parte, pretender que un conductor o un repartidor tienen el mismo 
poder de negociación que Uber, Cabify o Rappi, y por lo mismo pueden ser regulados 
bajo el régimen civil, resulta inverosímil. A lo largo del capítulo anterior se advirtieron 
los motivos que excluyen la autonomía absoluta de los prestadores del servicio, pues el 
esquema del trabajo digital incorpora formas atípicas de control y subordinación, 
desplazando la voluntad del trabajador. Con ello, la igualdad material y formal de las 
partes contratantes —principio base del derecho civil— se ve modificada, así, en efecto, 
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la regulación del trabajo digital a partir de las reglas genéricas de este régimen resulta 
jurídicamente inviable. 
 
El título de la presente monografía se sintetiza en una pregunta: ¿laboralizar, 
independizar o crear? Una vez descartada la posibilidad de que el trabajo digital pueda 
ser regulado desde la rigidez del derecho laboral clásico y alejados de la opción de reglar 
estas relaciones a la luz del derecho común, corresponde desarrollar la propuesta teórica 
para la creación de un nuevo régimen especializado que regule el trabajo digital. Ese es, 
precisamente, el objeto de este tercer capítulo. 
 
Antes de revisar a qué se refiere concretamente el hablar de un régimen especial, 
conviene precisar cuál es el ambiente normativo en el que subsisten los actores de la 
economía bajo demanda digital. Según HARRIS Y KRUEGER (2015, p. 5): 
 
Las nuevas y emergentes relaciones laborales creadas a partir de la gig 
economy no encuentran respuestas en las definiciones legales de empleado 
y de contratista independiente, que determinan qué trabajadores requieren 
ciertas protecciones y beneficios de sus empleadores. Bajo las condiciones 
legales actuales los trabajadores y las empresas intermediarias enfrentan 
una innecesaria y excesiva imprevisibilidad e incertidumbre sobre el 
espectro de protección legal y beneficios de los empleados. La 
incertidumbre legal crea ineficiencia para todas las partes relacionadas. 
Además, los beneficios relacionados con el trabajo que podrían resultar 
valiosos tanto para los trabajadores como para las empresas, se evitan para 
reducir el riesgo de que la ley imponga una relación laboral y las 
obligaciones legales correspondientes debido a la provisión de estos 
beneficios. Como resultado de esto, la aparición de nuevas formas de 
trabajo que podrían beneficiar a los trabajadores, a las empresas y a los 
consumidores se enlentecen o, incluso, tienden a terminar por la presión 
de un régimen legal de clasificación de trabajadores que no se acomoda a 
la realidad actual. 
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Definitivamente, el derecho tiene un gran reto frente a las nuevas manifestaciones 
del trabajo a partir de las tecnologías de la información y la comunicación. Bajo el orden 
actual, prima la inseguridad jurídica, pues, ni los trabajadores ni las empresas ni los 
usuarios tienen claridad sobre cuál es el régimen laboral aplicable a los actores de la 
economía bajo demanda digital. La justicia y los órganos administrativos del trabajo han 
tenido que ir sorteando este problema, generándose decisiones contradictorias que, lejos 
de establecer un precedente o una regla jurisprudencial, han abundado en la 
imprevisibilidad y pluralidad de criterios. En Estados Unidos, el Reino Unido —donde 
mayormente se han desarrollado juicios en torno al estatus jurídico de los trabajadores de 
la economía digital— y otros países existen fallos que declaran a los conductores 
trabajadores8, pero también se encuentran muchos otros que los declaran independientes9.  
 
Recientemente, el Departamento del Trabajo de Estados Unidos emitió una opinión 
sobre la naturaleza jurídica de los prestadores del servicio en el contexto del trabajo 
digital, concluyendo que no tenían el estatus de trabajadores clásicos y debían ser 
regulados como contratistas autónomos (Departamento de Trabajo, Opinión 2019-6, 
2019), pese a que meses atrás una Corte de California y otra de Washington afirmaron lo 
contrario. 
 
De una lectura de los principales fallos expedidos en esta materia, resulta claro que 
las Cortes se enfrentan a la disyuntiva de laboralizar o independizar como únicas opciones 
para solventar una controversia derivada de la caracterización de un trabajador digital. Si 
en el sistema de fuentes del common law la ausencia de una norma de derecho positivo 
no es óbice para la resolución de un caso concreto, por lo que en Estados Unidos bien 
pueden coexistir precedentes contradictorios de Cortes distritales o estatales sobre un 
mismo punto de derecho; cuando se trata del sistema continental, la ausencia de una 
                                                
8 Vid, inter alia, Corte de Apelaciones, Tribunal de Apelaciones del Empleo del Reino Unido. Caso 
A2/2017/3467. Uber B.V. v. Yassen Aslam, James Farrar, Robert Dawson y otros (2018); 
Juzgado de lo Social 1 de Madrid. Autos 946-18. Cases 946/2018. En Suiza, la agencia de seguro 
social e indemnizaciones SUVA emitió un criterio con valor cuasi judicial, indicando que los 
trabajadores digitales eran empleados. https://www.unia.ch/uploados/tx_news(2017-01-05-
Einspracheentscheid_Suva_gegn_Uber_01.pdf- 
9Vid, inter alia, United States Government. National Relations Board Advise Memorandum. Abril 
16, 2019. Disponible en: https://src.bna.com/Ibt 
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norma positiva para la resolución de un caso resulta nefasta para la seguridad jurídica 
(Donovan, Bradley y Shimabukuro, 2016). 
 
Con esta premisa, se estima que la cuestión esencial del régimen regulatorio del 
trabajo digital consiste en determinar si es más conveniente seguir bajo el esquema actual, 
en el que los operadores de justicia resuelven casos aislados a partir de la rigidez y 
simplicidad de la absorción o repulsión del derecho laboral a los casos del trabajo digital, 
o si, por el contrario, conviene diseñar un régimen que permita regular todo un sistema 
económico laboral, con independencia de los casos concretos que surjan. Sobre este tema, 
la doctrina ha expuesto: 
 
El peor de los escenarios es aquel en el que la ausencia de regulación 
específica sumada a la función de contención social que asumen las 
plataformas frente al problema del desempleo nos sumerge en un 
determinismo tecnológico en el cual los niveles de protección y derechos 
de los trabajadores están supeditados a la voluntad de las plataformas. En 
el nuevo contrato social frente a la disrupción tecnológica es 
imprescindible que comencemos a hablar de derechos laborales y 
protección social para todas las personas que trabajan, con independencia 
de la sentencia de un tribunal respecto de si se trata de un trabajador 
autónomo (Madariaga, Buenadicha, Molina y Ernst, 2019, p. 146). 
 
Por supuesto, la seguridad jurídica, entendida como un derecho que otorga 
previsibilidad a los miembros de la sociedad sobre los esquemas normativos que rigen 
sus relaciones, se garantizaría al contar con un régimen que otorgue previsibilidad sobre 
las consecuencias legales de las interacciones laborales derivadas del trabajo digital. 
Actualmente, las respuestas que el derecho puede dar a las necesidades sociales derivadas 
del trabajo digital vienen desde las decisiones judiciales, es decir, a partir de casos 
individuales que, por lo mismo, generan resoluciones con efectos individuales. 
 
Estando sujetos a las reglas establecidas por la justicia a partir de juicios individuales, 
ni las empresas, ni los usuarios, ni los prestadores del servicio tienen un margen de 
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previsibilidad sobre las consecuencias jurídicas de su negocio, lo que además de abundar 
en la inseguridad jurídica, crea ineficiencias económicas, pues la adición de una 
incertidumbre en cuanto al orden legal aplicable a la industria genera un aumento en el 
riesgo de la actividad y tiene una incidencia en sus costos (Harris y Krueger, 2015). 
Siendo así, el primer motivo que justifica el desarrollo de un régimen exclusivo para los 
trabajadores digitales es el fortalecimiento de la seguridad jurídica. 
 
Ahora bien, la creación de una categoría especial de trabajador que pueda contar con 
ciertos beneficios de un contratista independiente, pero también con los de un trabajador 
dependiente podría suceder de dos formas (Florisson y Mandl, 2018). La primera —se 
revisó en el segundo capítulo— consiste en integrar el trabajo digital al modelo de 
trabajadores autónomos económicamente dependientes español, o bajo el esquema del 
parasubordinado italiano. Es decir, se trata de acoplar a quienes laboran en el mundo 
digital al régimen de los autónomos dependientes. Esta opción, a juicio de quien escribe, 
resulta inconveniente, dados los resultados presentados en España e Italia, y por cuanto 
su estructura no es fácilmente asimilable frente a la realidad del trabajo digital. 
 
La segunda forma de regular especialmente a las nuevas formas de trabajo se 
constituye en la generación de una categoría totalmente nueva que desarrolle derechos y 
obligaciones especiales (Eurofound y OIT, 2017; Waas et ál., 2017; Waas y Heerma van 
Voss, 2017). O sea, significa generar una batería normativa que atienda las necesidades 
de este tipo de relaciones. Al efecto, se crea una relación laboral especial a partir de la 
escogencia de ciertos derechos y obligaciones propios del derecho laboral y del derecho 
civil y a la que pueden acceder los trabajadores bajo demanda digital (Surowiecki, 2015; 
Hagiu, 2015). MUÑOZ GARCÍA (2018) ha indicado sobre el tema:  
 
Desde una perspectiva de lege ferenda a la hora de regular el asunto nos 
pronunciamos en favor de la utilización del método de la incorporación 
parcial cerrada que, como se indicó, es promovido por parte de la doctrina. 
Nos parece la fórmula más apropiada para nuestro sistema tanto por las 
certezas que arroja como por las posibilidades de adaptarla a las distintas 
necesidades de protección que se requieran fijar (p. 36). 
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Además de estos autores, existen otras voces que abogan por la creación de un nuevo 
régimen. La CONFEDERACIÓN DE SINDICATOS EUROPEOS, por ejemplo, emitió un 
documento denominado Resolución sobre cómo abordar los nuevos desafíos digitales al 
mundo del trabajo, en el cual solicitaron a la Comisión Europea el diseño de un catálogo 
de derechos aplicables a aquellos trabajadores de las plataformas digitales, en el que se 
incluya, al menos: “El reconocimiento de un salario mínimo, la portabilidad de las 
calificaciones y reputación que han adquirido dentro de la plataforma, la protección contra 
despido, la protección de la salud y seguridad, el derecho a no ser discriminado, la 
protección de datos y el derecho a organizarse y a la negociación de convenios colectivos” 
(ETUC, 2016). 
 
En la Unión Europea se ha generado un agudo debate en cuanto a las garantías del 
derecho social a las que los trabajadores bajo demanda digital deberían acceder. 
Recientemente, la Dirección General de Políticas Interiores del Parlamento Europeo 
(2017) emitió un informe sobre la Protección Social de los Trabajadores de la Economía 
de Plataformas, llegando a las siguientes recomendaciones:  
 
Existen argumentos de peso en favor de una reforma jurídica. La exclusión 
de los trabajadores de las plataformas de una serie de protecciones sociales 
está estrechamente vinculada al aumento en las cifras de personas 
excluidas de la clasificación jurídica de empleados (o trabajadores). Por 
ello, una opción importante en aras de una cobertura más amplia de las 
protecciones sociales consiste en abordar el marco de clasificaciones 
jurídicas de la relación laboral, así como las nuevas variaciones frente a 
las formas tradicionales. Recomendamos que la Unión tome las medidas 
encaminadas a una revisión de los marcos jurídicos vigentes, a fin de 
reconocer el alcance de las nuevas prácticas sociales que se han establecido 
en los últimos años para corregir así las exclusiones de las protecciones 
sociales (Parlamento Europeo, 2017, p. 5). 
Alineados con esta visión de la creación de un nuevo marco regulatorio, en algunas 
casas legislativas ya se preparan proyectos de ley destinados a generar un nuevo marco 
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regulatorio para el trabajo digital. En Colombia, el Senador RODRIGO LARA RESTREPO, 
por ejemplo, presentó en 2018 el Proyecto de Ley, por medio del cual se regula el trabajo 
digital en Colombia, en el cual se consigna como antecedente que:  
 
Los marcos de regulación existentes en la legislación laboral i.e. trabajador 
o contratista independiente no se ajustan de ninguna forma a las relaciones 
jurídicas establecidas a partir del uso de una plataforma móvil. Lo anterior 
se debe a la naturaleza de su trabajo, por cuanto no encaja en las categorías 
establecidas por la ley […]. Por tanto, la decisión judicial sería ineficiente: 
Por un lado, en caso de que se declarase que la relación sustantiva entre 
Empresa de intermediación digital y colaborador o trabajador digital es un 
contrato de trabajo puesto que cumple con los presupuestos del Código 
Sustantivo de Trabajo, se verían afectados los nuevos emprendimientos 
que se realizan a través de estas plataformas digitales en tanto los costos 
laborales y parafiscales derivados de las relaciones de trabajo subordinado 
se harían insoportables para dichas nuevas plataformas, afectando de esta 
forma la eventual competencia del mercado digital: premisa básica del 
mercado digital global. Por otro lado, en el caso en que la decisión judicial 
considerase que la relación sustantiva entre Empresa de Intermediación 
Digital y Colaborador se da en el marco de un contrato de prestación de 
servicios, se proporcionaría una injusta afectación y desprotección a los 
trabajadores y, en cualquier caso, podrían presentarse toda clase de 
arbitrariedades en dichas relaciones (Senado de la República de Colombia, 
2019, p. 2). 
 
 Con base en todo lo expuesto, la creación de un nuevo régimen para regular a los 
trabajadores digitales es una necesidad imperiosa para garantizar seguridad jurídica en un 
entorno altamente dinámico y con un potencial enorme para abrir nuevas plazas de 
empleo, cuyo crecimiento, sostenibilidad y eficiencia actualmente se encuentra sin 
directrices legales claras respecto a los temas más básicos de su operación laboral. Esto 
es, la caracterización jurídica del prestador del servicio. Una vez examinados los motivos 
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que, desde la perspectiva de esta investigación, justifican la creación de un régimen 
especial, se pasará a desarrollar cada uno de sus elementos estructurales. 
 
3.2 LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DEL RÉGIMEN ESPECIAL 
 
Explicado por qué el trabajo digital merece una regulación especial, se enfocará 
ahora en el desarrollo de cada uno de sus aspectos. Como es de esperar, esta investigación 
puede, en algún punto, ser útil para que los Estados generen actos normativos o políticas 
públicas para tratar la naciente problemática. Así, entonces, se partirá por describir los 
sujetos del régimen, la naturaleza del contrato de vinculación, los parámetros a cumplir 
para el ingreso de un trabajador al régimen especial y, posteriormente, se describirán cada 
uno de los derechos y obligaciones que se desprenden de esta propuesta teórica. 
 
Antes, se debe precisar cómo el propósito detrás de este acápite no es formular un 
proyecto de ley —pues eso tendrá que hacerse atendiendo al particularismo local—, sino 
simplemente explicar amplio sensu los elementos estructurales de lo que, se considera, 
debería contener un régimen completo de regulación del trabajo digital.  
 
3.2.1 Sobre la naturaleza especial del trabajo digital 
 
El primer elemento a tener en cuenta es el carácter especial del régimen. Esto implica 
que responde a las necesidades de regulación de un fenómeno nuevo que no encuentra 
asidero pleno en la legislación laboral o civil vigente, en otras palabras, se está frente a 
una relación atípica. Sobre el tema, MADARIAGA et ál. (2019) explican:  
 
Las formas atípicas de empleo son aquellos esquemas de inserción en el 
mercado laboral que se alejan de la concepción tradicional de empleo. En 
efecto, a nivel global, la legislación que regula el empleo tradicionalmente 
se ha referido al trabajo asalariado, conocido generalmente como “relación 
de trabajo típica”, es decir, de trabajo continuo, a tiempo completo y en el 
contexto de una relación subordinada y directa entre un empleador y un 
empleado. Esta forma de trabajo ofrece a los trabajadores derechos 
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laborales varios, y beneficios sociales determinados por la legislación 
local, mientras que a los empleadores les permite contar con mano de obra 
estable, retener trabajadores capacitados y autoridad para gestionar, 
organizar y dirigir el trabajo de sus empleados (p. 25). 
 Concretamente, y siguiendo el criterio de SUROWIECKI (2015), HAGIU (2015) y 
WEBER (2018), el régimen especial consiste en crear una serie de disposiciones que 
permitan a los trabajadores ser titulares de derechos acoplados a la realidad del trabajo 
digital y cuyos contratantes sean responsables de ciertas obligaciones relacionadas con la 
seguridad social, pero también con otros aspectos naturales a la operación digital y que 
no tienen ningún punto de conexión en la legislación actual como, por ejemplo, la  
portabilidad de la reputación, la estabilidad de las tarifas, la transparencia de la 
información y de los modelos matemáticos que funcionan detrás de las plataformas. 
 
En efecto, este régimen regula una relación especial que no pertenece al ámbito 
laboral ni tampoco al ámbito del derecho común, sino que recoge ciertas instituciones de 
cada una de estas disciplinas y crea un entorno legal especializado para el desarrollo del 
trabajo digital.  
 
3.2.2 Sobre las características del Régimen Especial del Trabajo Digital 
 
Uno de los riesgos de la inclusión del Régimen Especial del Trabajo Digital es que 
pueda ser utilizado como un sistema para la huida de la protección genérica del derecho 
laboral o, dicho de otra forma, un entorno legal que favorezca el fraude al contrato de 
trabajo. Esto podría darse —entre otros escenarios— si los empleadores expanden sus 
servicios o productos a plataformas en línea, externalizando lo que normalmente se 
realiza en establecimientos físicos ordinarios. Verbi gratia, si una empresa de abastos 
decide abrir una tienda en línea y para las entregas a domicilio, en vez de contratar 
directamente repartidores, diseña una plataforma para contratarlos como trabajadores 




Si bien se trata de un riesgo que bien podría ser solucionado por las Cortes en casos 
específicos, mediante la teoría general del contrato realidad10, de todos modos, 
convendría tomar ciertas previsiones para disuadir este tipo de conductas y, a la vez, 
otorgar estándares legales de resolución de controversias a los jueces. Para este efecto, se 
considera importante incluir una cláusula, que asegure la permanencia de los rasgos de 
autonomía en el trabajador digital. La siguiente lista enuncia los indicadores que, se 
estima, son connaturales al trabajo digital propiamente dicho y podrían ser un criterio 
para excluir de este régimen aquellas relaciones jurídicas plenamente subordinadas que 
deberían estar sujetas al régimen general del derecho del trabajo:  
 
• Subordinación moderada: caracterizar sucintamente la subordinación moderada, 
desde luego, resulta un ejercicio complejo, que normalmente debería realizarse a 
la luz de un caso concreto. Sin embargo y de manera general, es posible señalar, 
la permanencia de la autonomía del trabajador digital implica no encontrase 
obligado a cumplir las instrucciones del empleador (Waas y Heerma van Voss, 
2017). De acuerdo con la CORTE SUPREMA DE ESTADOS UNIDOS (Sentencias US 
704 y US 716, 1947), el potencial de control del empleador debe observarse bajo 
su gravidez y capacidad de incidir en la conducta del trabajador. 
 
En el trabajo digital son permisibles las directrices blandas destinadas a asegurar 
que el sistema de la plataforma se mantenga funcional. Por ejemplo, la empresa 
operadora puede integrar mecanismos para asegurar que el prestador del servicio 
sea cortés, mantenga el automóvil limpio, cumpla los tiempos de traslado, entre 
otros aspectos. 
 
Sin embargo, si se fijan instrucciones positivas y detalladas que deben ser 
inmediatamente cumplidas por el trabajador so pena de sanciones, si se establecen 
jefes o supervisores directos, si se obliga a que el trabajador se reporte, informe 
sobre su disponibilidad de trabajo, entre muchos más supuestos en los que se 
                                                
10 La teoría del contrato realidad es una derivación del principio de irrenunciabilidad de derechos 
laborales, a partir de la cual, sin perjuicio de las formas contractuales que acojan la relación 
jurídica, si de la realidad de la misma se desprenden los elementos típicos de un contrato de 
trabajo, se ajustará a los efectos de una relación laboral. 
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evidencia una posición dominante del empleador encaminada a dirigir su 
conducta, entonces, se está frente a un estadio de subordinación no compatible 
con la autonomía que debe mantener el trabajador dentro del sistema y, por lo 
mismo, podría estar sujeto al Régimen Especial del Trabajo Digital. 
 
En este sentido, cuestiones como el trabajo intensivo de monitoreo debe ser 
considerado un rasgo de subordinación clásica, en cuanto tiene la posibilidad de 
incidir en el comportamiento del prestador del servicio (Waas et ál., 2017).  
 
• Libertad horaria: una plataforma que obligue a cumplir turnos y ceñirse a 
horarios de trabajo, es incompatible con el Régimen Especial del Trabajo Digital. 
En efecto, el trabajador debe mantener la capacidad para laborar bajo sus propios 
términos organizativos —tiempo, modo, espacio—.  
 
• Libertad de trabajo: el trabajador debe mantener la posibilidad de perseguir 
oportunidades económicas por fuera del esquema de la plataforma, inclusive, 
interactuando con los competidores, sea en el mercado del trabajo digital o en el 
mercado de trabajo ordinario. Las cláusulas de exclusividad o las medidas de 
hecho que impidan que el trabajador pueda prestar sus servicios a otros clientes, 
desnaturalizan el sistema.  
 
• Facultad del trabajador digital de controlar sus ingresos: así como el trabajador 
controla cuánto y cómo trabaja, la estructura de la plataforma le debe proporcionar 
control de sus ingresos. Así, el trabajador no recibe una suma predeterminada de 
compensación por su trabajo, sino que controla los factores de ganancia o pérdida 
asociados a su actividad productiva.  
 
Mediante una matriz, en la Figura 10 se recogen los indicadores del Régimen 





Figura 10. Matriz del Régimen Especial del Trabajo 
Digital. Elaboración propia. 
 
 
Puesto que las plataformas tecnológicas son estructuras altamente complejas, la 
comprensión de su infraestructura y modo de funcionamiento se encuentra reservada a 
personal técnico y, normalmente, es la empresa operadora quien lo conoce con exactitud. 
Siendo así, resulta conveniente, para los efectos de acreditar el cumplimiento de los 
requisitos generales del Régimen Especial del Trabajo Digital, se invierta la carga de la 
prueba y sea la empresa operadora quien deba aportarla, tendiente a demostrar que la 
infraestructura tecnológica de su plataforma y la operación material de la misma no 
generan una transgresión a la autonomía del trabajador ni contradicen las características 
del régimen especial. 
 
Esto es viable, toda vez que la empresa operadora está en capacidad de probar las 
particularidades de su operación —en especial lo relacionado con la infraestructura de 



















3.2.3 Sobre la definición del trabajador digital 
 
Como premisa, se cree correcto y conveniente referirse al prestador material del 
servicio como trabajador, no solo por ser un término que dignifica, sino porque refleja lo 
que en realidad sucede en el contexto de una relación jurídica de este género: una persona 
trabaja, digitalmente o con ayuda de otros instrumentos tecnológicos, pero al final, existe 
una actividad productiva humana a cambio de un pago. 
 
Dicho esto, el nomen iuris del trabajador digital integraría al menos los siguientes 
elementos constitutivos:  
 
• El trabajador digital debe ser una persona natural. 
 
• El trabajador digital debe prestar el servicio personalmente. En efecto, si el trabajo 
se presta por intermedio de una tercera persona —natural o jurídica— no podría 
ingresar al régimen de protección especial. 
 
• El trabajador digital debe haber suscrito un contrato de vinculación con una 
empresa operadora de una plataforma digital, que cuente con los requisitos 
mínimos para ser considerada como tal, según se explicará en el siguiente 
numeral. 
 
• El trabajador digital debe prestar los servicios con autonomía. 
 
• Para gozar de la protección del Régimen Especial del Trabajo Digital, el 
trabajador deberá cumplir los requisitos del test de suficiencia que se desarrollará 
más adelante 
 
3.2.4 Sobre la definición de empresa operadora 
 
La empresa operadora es aquella que explota el software o sistema informático en el 
cual se genera el trabajo digital. Esta debe cumplir al menos los siguientes requisitos: 
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• Hallarse legalmente constituida bajo cualquier forma permitida por el derecho 
local para realizar actividades económicas.  
 
• Cobrar una comisión por el uso de su infraestructura tecnológica, así como por 
todos los gastos relacionados con el posicionamiento de marca, publicidad, 
ofertas, mantenimiento, logística de operación y demás.   
 
• Contar con una infraestructura tecnológica para coordinar el pareo de oferta y 
demanda completamente en línea y, posteriormente, ejecutar la prestación bajo un 
entorno en el que usuario y trabajador pueden controlar el proceso de ejecución 
del producto o servicio. Al efecto, algunos indicadores principales de una empresa 
operadora clásica, como Uber, Cabify, Rappi o AMT, son los siguientes: a) 
permitir al usuario conocer el posible recorrido del servicio —cualquiera sea su 
clase— con la identificación del vehículo, máquina o medio con el que se lo 
presta, el trabajador digital y el costo aproximado del servicio o producto; b) 
contar con un mecanismo para determinar el precio de manera previa; c) admitir 
una evaluación mutua del servicio prestado en línea; d) ofrecer un sistema de cash 
management11; e) disponer de tecnología de geolocalización o de tracking del 
servicio; f) incorporar un registro dinámico de permanente actualización que 
contenga los datos de todos los trabajadores prestando servicios en la empresa 
operadora. 
 
En este punto, es menester señalar que, como han advertido otros autores 
(Madariaga et ál., 2019), el marco regulatorio sobre las características técnicas de 
las plataformas debería ser lo más laxo posible, a efectos de que, con el natural 
cambio y avance de la tecnología, el régimen especial sea lo suficientemente 
elástico, como para receptar otras plataformas desconocidas en la actualidad. Si 
bien, es conveniente detallar los aspectos elementales que deberían tener las 
plataformas, no es menos cierto que en cualquier momento ese paradigma técnico 
                                                
11 Sistema de administración de divisas por medios electrónicos, tales como tarjetas de crédito o 
débito.   
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puede cambiar y, por lo mismo, el sistema debe tener espacios para acoger los 
cambios.  
 
• Encontrarse registrada en la institución pública rectora de las tecnologías de la 
información y la comunicación, quien verificará que la plataforma cuente con la 
infraestructura mínima para operar en el esquema del trabajo digital. Hilado con 
el punto anterior, conviene que las autoridades administrativas reglen los 
requisitos técnicos específicos para la calificación de las empresas como 
operadoras, pues así se asegura que, conforme se den avances en la tecnología de 
las plataformas, el órgano administrativo rector pueda, en ejercicio de sus 
potestades normativas, dictar las resoluciones contentivas de los requisitos 
técnicos correspondientes.  
 
Por supuesto, estos son requisitos mínimos, considerados suficientes, a la luz de 
algunos estudios (Choudary, 2018; Madariaga et ál., 2019), que han avanzado en el 
desarrollo teórico de los aspectos macro a considerar, para caracterizar a la empresa 
operadora. Se insiste sí, en que, por la naturaleza cambiante y dinámica de esta industria, 
entre más amplia se mantenga una definición, mayor es la posibilidad de que resulte útil 
para futuras incorporaciones.  
 
3.2.5 Sobre el contrato de vinculación 
 
Así como el contrato de trabajo es la puerta de entrada al sistema de protección del 
derecho laboral, el contrato de vinculación es el presupuesto necesario para acceder al 
Régimen Especial del Trabajo Digital. Sus elementos básicos son: 
  
• El consentimiento: como todo contrato válido y eficaz, debe partir del 
consentimiento libre de vicios, contar con una causa lícita y un objeto. En realidad, 
el consentimiento es un punto neurálgico para el funcionamiento óptimo del 
sistema, pues las empresas operadoras deberían tener la obligación de establecer 
reglas claras y adecuadas a las disposiciones del Régimen Especial del Trabajo 
Digital. Inclusive, convendría a las empresas operadoras adoptar medidas 
 124 
positivas para asegurar que el trabajador digital conozca las reglas relativas al 
cálculo de tarifas, de comisiones, de manejo de la oferta y la demanda, las causales 
de desconexión, entre otras. Entonces, no bastará con el usual despliegue de un 
contrato largo, técnico y complejo, sino que las operadoras deberían estar 
obligadas a asegurar el ingreso del trabajador al sistema, con pleno conocimiento 
y aceptación de los términos diseñados para la operación.  
 
• La calificación de los contratantes: para ingresar al Régimen Especial del Trabajo 
Digital, el trabajador y la empresa operadora deberán cumplir los requisitos para 
ser considerados tales, brevemente descritos en los numerales antecedentes. 
 
• La remuneración: el trabajo digital necesariamente requiere el pago de un precio 
por la prestación del servicio, sin perjuicio de la participación a la que tiene 
derecho la empresa operadora. 
 
• El cumplimiento del test de suficiencia del trabajo digital: como se verá más 
adelante, no cualquier persona conectada a una plataforma de trabajo digital tiene 
automáticamente la posibilidad de acceder a la batería de protección especial del 
régimen. Por el contrario, solo quien cumpla los requisitos de un test, que será 
desarrollado a continuación, podrá ser considerado un trabajador digital. 
 
• El registro: aunque no sea un elemento de la naturaleza del contrato, es altamente 
recomendable que los trabajadores se encuentren registrados en una plataforma 
pública, para facilitar la portabilidad y el acceso a sus derechos —portabilidad de 
la reputación y acceso a la seguridad social, por ejemplo—. 
 
La Figura 11 muestra los elementos básicos del contrato de vinculación, para acceder 
































Figura 11. Elementos del contrato de vinculación al 




El contrato de vinculación debería gobernarse por el régimen general del derecho 
civil, tanto para la evaluación de sus requisitos de existencia y validez como para su 
ejecución e interpretación. Todo ello, sin perjuicio de que, en el catálogo de derechos del 
trabajador digital, existan ciertas disposiciones adjetivas y sustantivas comunes del 
derecho del trabajo, pues como se señaló, se asiste a una hibridación que recoge 
instituciones de estas dos disciplinas del derecho.  
 
3.2.6 Sobre el Registro Público del Trabajo Digital 
 
Es altamente deseable que una entidad pública cree y administre un sistema que 
centralice la información del trabajador digital y permita su movilidad, más allá de los 
registros particulares de cada empresa operadora. Recuérdese cómo uno de los elementos 
clave del trabajo digital consiste en que los trabajadores puedan migrar de una plataforma 
a otra o, incluso, trabajar simultáneamente para múltiples empresas operadoras. Entonces, 
la información sobre las compañías para las que el trabajador presta sus servicios, así 
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como los valores devengados, la reputación, las horas de conexión, entre otros datos, 
deberían estar centralizados, pues, como se verá, estos son valiosos para capitalizar el 
trabajo del prestador del servicio y calcular los aportes a la seguridad social (Choudary, 
2018). 
 
El Ministerio de Trabajo o la entidad pública con competencia para conocer los 
asuntos relacionados con las tecnologías de la información y la comunicación podrían 
asumir la administración de este registro que, por supuesto, debe ser completamente en 
línea, sencillo y diseñado de tal forma que coopere con el dinamismo del sector y no 
enlentezca los procesos de trabajo.  
 
3.2.7 El test de suficiencia de participación como punto de ingreso al Régimen 
Especial del Trabajo Digital 
 
Uno de los problemas a la hora de regular las nuevas formas de trabajo consiste en 
que se parte de un supuesto falso: toda persona que se registra en una de estas plataformas 
automáticamente debe estar protegida por un cúmulo de derechos especiales. Desde la 
perspectiva de esta monografía, se trata de una premisa equivocada, pues el mero registro 
en una de estas plataformas o, incluso, el solo uso a partir del rol de prestador del servicio 
no conlleva, en sí mismo, que el derecho deba reglar especialmente esa relación. 
 
En este orden de ideas, es de considerar cómo un elemento fundamental para el 
funcionamiento del Régimen Especial del Trabajo Digital consiste en el diseño de un test 
riguroso, para que el sistema proteja exclusivamente a quienes se subordinan 
suficientemente a la estructura de la plataforma y muestran visos de dependencia 
económica y subordinación moderada. Ello, puesto que, siguiendo a la CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE ESTADOS UNIDOS, la categorización jurídica de un trabajador debe hacerse 
mediante un análisis exhaustivo del caso individualmente considerado y bajo criterios 
objetivos previamente establecidos en la ley o en la jurisprudencia (Sentencia U.S. 450 
728 y 739, 1981). Lo contrario acarrearía un riesgoso estatus de inseguridad jurídica en 
el que cualquier persona —por el solo hecho de ingresar como prestador del servicio de 
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una plataforma— tenga derecho a una protección especial, sin que la dependencia o el 
desequilibrio de poder hayan sido verificados. 
 
En efecto, algunos autores, como DAVIDOV (2017), han estimado altamente deseable 
la configuración de parámetros claros para permitir distinguir a los prestadores que 
merecen el ingreso a un régimen especial de protección, máxime si se toma en cuenta 
cómo, en la actualidad, el ejercicio de categorización de los trabajadores bajo demanda 
digital es realizado por los jueces, sin un criterio orientador claro y, generalmente, una 
vez el vínculo del prestador del servicio con la empresa operadora ha terminado. A 
continuación, se resumirán los elementos que debería contener el test. Luego se explicará 
su mecanismo de aplicación:  
 
• ¿El prestador del servicio se somete a una estructura de subordinación? La 
subordinación laxa a la que se someten los trabajadores digitales es uno de los 
motivos que justifican el establecimiento de un régimen especial para regular su 
relación con las empresas operadoras, al existir una disparidad material entre 
ambos. En este sentido, se debe entender la subordinación de manera amplia como 
la sumisión implícita o explícita a reglas y estructuras organizativas (Davidov, 
2017) o el realizar la actividad productiva bajo las directrices —manifiestas o 
implícitas— que da la empresa operadora de la plataforma. Para verificar la 
existencia de subordinación, es preciso comprobar que la infraestructura de la 
aplicación ciña al trabajador a reglas, entornos de trabajo controlados por la 
empresa, directrices blandas, entre otras conductas que, también implícita o 
explícitamente, sometan al trabajador a un orden. 
 
Para este efecto, conviene hacer un estudio de la centralidad del poder, es decir, 
determinar en qué parte se concentran las facultades más importantes de la 
actividad económica. Verbi gratia, en el evento de que la plataforma se reserve el 
derecho de establecer la tarifa de la comisión o las formas de pago, si solo la 
compañía impone los requisitos de entrada o salida del sistema o determina los 
estándares de prestación del servicio, si las oportunidades de negocio del 
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trabajador se encuentran limitadas por los esquemas impuestos por la empresa, 
entre muchas circunstancias más. 
 
Todas estas son manifestaciones de subordinación, pues el trabajador no está en 
igualdad de condiciones frente a la empresa operadora, sino más bien sujeto a sus 
exigencias para la operación (Comisión Europea; 2016). La subordinación 
también está presente cuando se monitorea las actividades del trabajador (Todolí 
Signes; 2017). Del mismo modo, la evaluación del trabajador, mediante esquemas 
diseñados por la plataforma, es otro indicativo de subordinación (Sprage, 2015). 
 
• ¿El trabajador digital es económicamente dependiente? Para superar el test de 
suficiencia no basta con que la plataforma tenga una infraestructura que subordine 
al trabajador, sino que es necesario verificar si la persona sujeta al examen tiene 
dependencia económica. La intensidad del trabajo específico realizado por cada 
operador es fundamental para dirimir su acceso al régimen del trabajo digital. De 
acuerdo con la COMISIÓN EUROPEA (2016), una protección especial solo puede 
otorgarse a quien persigue una actividad económica que trasciende lo marginal y 
accesorio. Lo que se considera marginal y accesorio difiere dependiendo del país, 
sin embargo, normalmente se lo determina partiendo de los umbrales de tiempo y 
salario que el trabajador obtiene por la prestación del servicio (OIT, 2016; 
Comisión Europea, 2016). 
 
La OIT ha recomendado utilizar criterios como la remuneración periódica y si la 
misma constituye la principal fuente de ingresos del trabajador o su única 
actividad económica (OIT, Recomendación 198, 2006). Al efecto, es conveniente 
tomar como punto de partida el salario mínimo por cada mes, como referencia 
para denotar dependencia económica. De manera que, si el trabajador digital se 
encuentra percibiendo al menos un salario mínimo por su actividad en la 
plataforma, puede ingresar al régimen especial. Se debe remarcar que el cálculo 
del salario mínimo deberá hacerse, contabilizando todo lo que el trabajador 




Precisamente para manejar la información cruzada de diversas compañías, resulta 
importante contar con un registro público que permita centralizar toda la 
información de la productividad del trabajador digital, tanto para determinar si 
tiene dependencia económica, como para después calcular las cargas que a cada 
empresa operadora le corresponderá para la garantía de la seguridad social del 
trabajador. 
 
• Prestación del servicio a cuenta del operador: el hecho de que los trabajadores 
digitales provean el servicio a nombre de la empresa operadora de la plataforma 
—independientemente del servicio o producto— es un rasgo característico de una 
relación que debe contar con una protección especial.  
 
Este test tripartito de suficiencia en la prestación del trabajo digital, podría funcionar 
bajo los siguientes lineamientos: 
 
• Para acceder al Régimen Especial del Trabajo Digital se debe cumplir con todos 
los requisitos del test tripartito de suficiencia. 
 
• La aplicación del test es realizada enteramente en línea por la entidad pública que 
centraliza el Registro Público del Trabajo Digital, referido ut supra, quien 
previamente habrá calificado si la empresa operadora cumple los requisitos 
especiales de subordinación moderada dentro de su infraestructura tecnológica. 
 
• Cuando el trabajador digital decide ingresar en el mercado, la plataforma en la 
que inicie la prestación respectiva deberá incorporar una interfaz que le pregunte 
si tiene la expectativa de ser un trabajador digital o si se mantendrá como un 
prestador ocasional y plenamente independiente. Si el trabajador digital tiene la 
expectativa de ingresar al régimen especial por cumplir los requisitos detallados 
anteriormente, se le dirigirá al sistema del Registro Público del Trabajo Digital, 




• El trabajador digital podrá ingresar al régimen especial si cumple y mantiene el 
requisito de dependencia económica consistente en alcanzar por lo menos un 
salario mínimo de ingresos al mes. Para este efecto, las empresas operadoras 
tendrán la obligación de remitir reportes periódicos sobre la productividad del 
trabajador digital, para que luego la entidad oficial emita un acto administrativo 
electrónico que califique la calidad de trabajador digital del aplicante. 
 
• Una vez calificado como trabajador digital, la dependencia pública asignará un 
usuario para acceder al sistema en línea del trabajo digital, donde se alojará toda 
la información relativa a las empresas operadoras para las que el usuario está 
trabajando, las horas, los pagos, la situación de afiliación a la seguridad social y 
toda la información relativa a la relación especial entre el trabajador digital y las 
empresas operadoras.  
 
En realidad, la aplicación adecuada de este test viabiliza al Régimen Especial del 
Trabajo Digital, al permitir filtrar a los trabajadores digitales que, en virtud de la 
dependencia económica y la sujeción a una estructura de subordinación, merecen 
protección especial. Pero también tiene el potencial de dinamizar el sector de la economía 
digital, centralizando la información en un ente público, y asegurar así que los 
trabajadores puedan gozar plenamente de su autonomía, migrar de una plataforma a otra, 
sin perder su historial de trabajo.  
 
3.2.8 Síntesis de los requisitos del contrato de vinculación que permite el acceso 
al Régimen Especial del Trabajo Digital 
 
Para recapitular, a continuación, la Figura 12 presenta una síntesis de la naturaleza, 











3.2.9 Los derechos del trabajador digital: la afiliación a la seguridad social 
 
Si hay un derecho especial del trabajo digital en el que existe un consenso, tanto en 
la academia como en la jurisprudencia, es el acceso a la seguridad social, pues: “Por lo 
general, estos trabajadores no están cubiertos por las disposiciones de la legislación 
laboral o la seguridad social basada en el empleo” (Madariaga et ál., 2019 p. 25). Según 
EUROFUND, la determinación de un régimen de seguridad social especial para el trabajo 
digital es relevante, toda vez que:  
 
El estatus de los trabajadores de las plataformas es relevante porque 
influencia su acceso a la protección social. Ciertas investigaciones 
Matsaganis et ál. (2015) y Spasova et ál. (2017) indican que los 
trabajadores de las plataformas podrían evidenciar menor acceso a la 
protección de la seguridad social. Esto se confirma con múltiples encuestas 
de trabajadores de plataformas (Berg, 2016; COPD, 2017; DG IPOL, 
2017). Por ejemplo, en la encuesta de CIPD se encontró que el 33% de los 






























ningún sistema de pensiones. En la encuesta de Berg (2016) en la que se 
encuesto a 686 trabajadores del sistema AMT durante noviembre y 
diciembre de 2016, se encontró que de los 260 encuestados que 
respondieron que el trabajo en la plataforma era su principal fuente de 
ingreso, el 90.6% no contribuían a la seguridad social. En cuanto a los 
trabajadores que trabajaban para una plataforma como un ingreso 
adicional, el 23% dijo que no hacía ninguna contribución […]. 
Respondiendo a la pregunta de si los encuestados hacían alguna 
contribución a un fondo de pensiones que incluye una amplia gama de 
planes de retiro, el 91.9% de trabajadores que tienen a las plataformas 
como su principal fuente de ingresos indicaron que no contribuían 
(Florison y Mandl, 2018, p. 98). 
 
Del mismo modo, la ASOCIACIÓN INTERNACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL ha 
estimado que la integración de este derecho al trabajo digital es uno de los diez retos más 
importantes en la actualidad, dentro de la materia. Y esto ocurre, no solo porque el acceso 
a la seguridad social de los trabajadores digitales es un punto neurálgico para dignificar 
su labor y dotarla de garantías mínimas, sino porque el hecho de que existan espacios 
laborales en los que las empresas no deban contribuir a la seguridad social de sus 
colaboradores genera que más empleadores estimen conveniente moverse a ese estadio 
donde el costo de la operación es menor. 
 
Como se advirtió, el propósito acá no consiste en redactar las bases de un proyecto 
de ley para la creación del Régimen Especial del Trabajo Digital. Por esta razón, mal se 
haría en establecer los umbrales de protección, las prestaciones o las contribuciones que 
se deberían hacer para acceder a la seguridad social, lo que deberá hacerse a la luz de la 
realidad nacional de cada sistema de seguridad social. Sin perjuicio de lo dicho, se 
presentarán, a continuación, las directrices generales acogidas por la doctrina, para 
desarrollar una batería de protección de la seguridad social en el trabajo digital. 
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Si bien, la inclusión de este derecho en el trabajo digital no presenta mayor contienda, 
no ocurre lo mismo con las prestaciones sociales que se deberían garantizar y con quién 
debe asumir los aportes. 
 
Sobre este último aspecto, las soluciones podrían venir o bien por la vía de que el 
trabajador asuma la totalidad del aporte —como sucede en Estados Unidos—, lo que 
desde la perspectiva de esta investigación es inconveniente, por no ser equitativo. Si el 
trabajador es parte de la cadena valor de la economía digital y si la seguridad social es un 
derecho inherente al trabajo y si además en el empleo ordinario los aportes son asumidos 
por ambas partes, no existe motivo válido para desplazar toda esa carga hacia el 
trabajador. 
 
La otra opción consiste en cargar al cliente el costo de los aportes, pero esto resulta 
casi imposible administrativamente, pues determinar la fórmula para predecir la base de 
aportación y, por ende, el porcentaje de pago correspondiente a cada cliente sería 
complejísimo, si no imposible, aunque en Alemania el gremio de los artistas sí ha logrado 
incorporar este mecanismo a partir del cual los contratistas de un pintor, escritor o músico 
pagan una porción de su seguridad social. 
 
Otra solución barajada es la participación directa del Gobierno en el subsidio de la 
seguridad social de los trabajadores digitales, bajo la justificación de que su inclusión es 
un objetivo socialmente deseable y para corregir fallas en el mercado de trabajo. Si bien 
esta es una alternativa, dadas las condiciones económicas de los países de América Latina, 
y considerando que no están siquiera plenamente satisfechas las obligaciones actuales en 
materia de seguridad social por los Gobiernos, se estima que la contribución directa por 
parte del Estado no es viable. 
 
De esta forma, se llega a la, considerada acá, opción adecuada para el pago de los 
aportes a la seguridad social. Así como ocurre en el trabajo ordinario, donde el valor de 
la seguridad social es cubierto por ambas partes de la relación de trabajo, en el trabajo 
digital debería ocurrir lo mismo, pues en esencia se asiste a un estadio idéntico: la 
seguridad social, como bien jurídico altamente deseable, debe ser asumido por las dos 
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partes beneficiadas del trabajo humano. Para ello, partiendo del principio de solidaridad 
y corresponsabilidad, convendría que la aportación mensual correspondiente se realice de 
forma equitativa por el trabajador y por la empresa operadora. Esto ha sido acogido por 
el proyecto de ley para regular el trabajo digital, propuesto en Colombia por el Senador 
Rodrigo Lara Restrepo, quién sobre el tema indica: 
 
Las Empresas de Intermediación Digital, a través de sus plataformas 
móviles, cuentan con suficiente margen para asumir por lo menos la mitad 
de la seguridad social debido a que sus costos fijos son bajos y cuentan con 
las ventajas económicas propias de las economías disruptivas, como poder 
de mercado y mayor margen de ganancias. Por otra parte, esta medida 
apunta a mejorar la informalidad del mercado laboral. De esta manera, los 
trabajadores digitales se verán en mejor condición para realizar su 
cotización e ingresar al sistema contributivo. Asimismo, al obligar a la 
cotización al sistema de seguridad social, se reduce la informalidad de 
todos aquellos trabajadores digitales que hoy en día se encuentran 
desamparados del sistema integral de seguridad social […]. Sin perjuicio 
de lo anterior, la Empresa de Intermediación Digital deberá —
necesariamente— escoger la Agencia de Riesgos Laborales a su 
discreción, con el fin de afiliar a todos sus trabajadores económicamente 
dependientes bajo el amparo de un mismo esquema de prevención y 
protección de riesgos laborales (Senado de La República de Colombia, 
2019, p. 14). 
 
Ahora bien, para el cálculo de los aportes, el Registro Público del Trabajo Digital 
cobra relevancia. Como allí se encuentra centralizada la información de toda la actividad 
económica del trabajador digital, se podrá calcular automáticamente la proporción de 
servicios prestados por el trabajador para cada empresa operadora y, a partir de ese dato, 
establecer los aportes que correspondan. He aquí otro motivo por el que resulta altamente 
deseable contar con este registro. De otra forma no se podrían calcular los aportes de las 
empresas operadoras a la seguridad social, porque los datos sobre el trabajo realizado en 
cada plataforma no podrían cruzarse.  
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En cuanto a las prestaciones que podrían incluirse en el sistema, vale destacar que la 
OIT ha establecido las siguientes garantías básicas en el Convenio 102 sobre Seguridad 
Social: i) asistencia médica; ii) prestaciones monetarias por enfermedad; iii) prestaciones 
por vejez; iv) prestaciones de desempleo; v) prestaciones de vejez; vi) prestaciones en 
caso de accidente de trabajo y enfermedad profesional; vii) prestaciones familiares; viii) 
prestaciones de maternidad; ix) prestaciones de invalidez; x) prestaciones de 
sobrevinientes. Por supuesto, la inclusión de las prestaciones en el Régimen Especial del 
Trabajo Digital debe responder a un estudio minucioso de las particularidades de cada 
país y de la sostenibilidad del sistema. De manera general, se estima acá, los trabajadores 
digitales deberían tener acceso a las prestaciones de asistencia médica, monetarias por 
enfermedad, pensión de vejez, prestaciones en caso de accidentes de trabajo u enfermedad 
profesional, prestaciones por invalidez y de maternidad. 
 
Ahora bien, a pesar de que existe un consenso generalizado sobre la necesidad de 
integrar este derecho a la economía del trabajo digital, se han advertido retos que superan 
la adopción de un nuevo régimen especial para que esto pueda materializarse. 
Actualmente, los sistemas de seguridad social en América Latina se encuentran 
centralizados en cada Estado. De manera que la afiliación, los aportes, las prestaciones y 
cualquier derecho derivado de la seguridad social se genera y es exigible en el plano 
interno, por regla general. A partir de acuerdos interinstitucionales y tratados 
internacionales, las entidades nacionales cooperan para facilitar la portabilidad de las 
prestaciones y su exigibilidad internacional. Sin embargo, en la región este es un sistema 
aún en desarrollo y carece de la agilidad e integralidad que necesita una actividad tan 
dinámica como la economía digital. 
 
Si se piensa en el trabajo bajo demanda vía apps, quizá la dimensión global cobre 
menos relevancia, pues el motorista de Cabify o el repartidor de Rappi no tengan 
razonablemente un motivo para moverse entre países, o al menos esa no es la regla 
general. Sin embargo, en el crowdwork este panorama cambia radicalmente, pues aquí se 
enfrenta a una persona que desde cualquier parte del mundo presta servicios 
inmediatamente a otro contratante que, a su vez, se puede encontrar en cualquier latitud 
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del planeta. Las nacionalidades múltiples envueltas en el crowdwork implican la 
inmersión de múltiples sistemas complejos de seguridad social de cada Estado y, por 
ende: “Probablemente sea imposible manejar la multitud de gigs con los contratantes en 
constante cambio dentro de los procesos administrativos de múltiples sistemas nacionales 
de seguridad social” (Weber, 2018). 
 
La ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO ha abordado esta problemática y 
se encuentra desarrollando una nueva propuesta teórica denominada la Seguridad Social 
Digital que, entre otras cuestiones, vence el paradigma de que este derecho debe estar 
atado a una estructura nacional, descentralizando la gestión de los aportes en una 
institución como el BANCO MUNDIAL o la misma OIT. La digitalización de la seguridad 
social es un tema que merecerá un debate y desarrollo amplísimos y, quizá, en América 
Latina no tiene tanta relevancia, al menos por el momento, toda vez que, como se ha visto, 
el crowdwork —de donde nacen los problemas de la internacionalización de la seguridad 
social— no tiene la penetración suficiente dentro de su población, como sí ocurre con el 
trabajo bajo demanda vía apps. 
 
En conclusión, frente a la realidad actual de la región y el crecimiento vertiginoso 
del trabajo digital, el acceso a la seguridad social es un pilar fundamental para dignificarlo 
y otorgarle garantías mínimas. De esto no existe mayor debate en la doctrina. No obstante, 
en cuanto a las prestaciones y los mecanismos de contribución, cada Estado deberá 
realizar los estudios pertinentes, pues, aunque se han presentado algunos lineamientos 
generales que podrían ser considerados, la seguridad social es una materia en la que 
debería primar la sostenibilidad del sistema que, a su vez, solo puede lograrse a partir de 
estudios actuariales y matemáticos que viabilicen la garantía de la prestación en el tiempo.  
 
3.2.10 Los derechos del trabajador digital: la estabilidad de las tasas de 
participación de la empresa operadora 
 
Según se vio, la facultad de las empresas operadoras de regular su participación en 
el negocio a su entera discreción, es una prerrogativa que desequilibra la relación y 
merece una regulación acorde. 
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Como ocurre ya en muchos sectores de la economía —los servicios financieros, los 
alimentos, la educación, entre otros— el derecho puede regular precios a efectos de no 
generar distorsiones en el mercado o, incluso, no ahondar en el desequilibrio material de 
una de las partes de la relación económica en manifiesta desventaja. 
 
En este orden de ideas, sería conveniente que los trabajadores digitales tengan un 
derecho sustantivo a la estabilidad de las tasas de participación, de tal forma que las 
empresas operadoras no puedan cambiarlas abruptamente en su perjuicio. Desde luego, 
al tratarse de un negocio privado, la compañía tiene un margen para definir el porcentaje 
de participación en el coste del servicio prestado por el trabajador digital, sin embargo, 
esta prerrogativa no puede ser absoluta. 
 
Para controlarlo, se sugiere que las plataformas fijen un porcentaje inicial en el 
contrato de vinculación y, luego, una comisión que integre a los representantes de las 
empresas operadoras, a los representantes de los trabajadores digitales y al Gobierno, fije 
anualmente un porcentaje de incremento, de ser el caso, mediante resolución 
administrativa, y solo en esa medida se pueda incrementar la comisión de la empresa 
operadora.  
    
3.2.11 Los derechos del trabajador digital: la portabilidad de la reputación 
 
En la economía digital, el patrimonio del trabajador es, por un lado, material —sus 
herramientas— y, por otro, inmaterial. Ambos deben ser protegidos por el derecho, pero, 
precisamente, el aspecto inmaterial no ha sido suficientemente abordado. La reputación 
de un trabajador digital es un patrimonio construido a partir de la prestación adecuada de 
los servicios. Actualmente, la reputación se conserva para cada plataforma y una vez el 
trabajador sale de esta, no puede movilizarla. Sobre este aspecto, la doctrina ha 
recomendado: 
 
Reconocer la reputación digital como capital privado y portable de los 
trabajadores de la economía de plataformas. Esto significa el 
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aprovechamiento de las ventajas que la tecnología proporciona, sobre todo 
a sectores vulnerables, quienes carecen muchas veces de credenciales o 
certificaciones formales (Madariaga et ál., 2019, p. 154). 
 Según anota CHOUDARY (2018), el empoderamiento por medio de la portabilidad 
de la reputación entre plataformas es uno de los puntos clave para equilibrar la balanza 
de poder entre el trabajador y la empresa operadora, pues actualmente las plataformas 
limitan la movilidad del trabajador, haciendo imposible que puedan portar su reputación 
en otras aplicaciones. Por ende, es altamente deseable que a través del Registro Público 
del Trabajo Digital se centralice la reputación del trabajador y se asegure que, sin importar 
el paso de una plataforma a otra, ese activo pueda ser transferido. Por supuesto, esto será 
útil para el trabajador que ha prestado servicios de calidad y quiere trabajar en otras 
plataformas análogas, pero también hará más eficiente todo el sistema al permitir que solo 
los mejores trabajadores se mantengan.  
 
3.2.12 Los derechos del trabajador digital: la libertad de trabajo 
 
En realidad, este es un derecho que caracteriza a todo el sistema del trabajo digital y 
al cual se refirió, cuando se analizaron sus elementos constitutivos. Sin embargo, por su 
importancia, convendría la existencia de una cláusula que especialmente lo desarrolle, a 
efectos de asegurar que el trabajador digital tenga plena libertad de prestar servicios al 
mismo tiempo y en todo tipo de plataformas y también de suscribir contratos laborales 
ordinarios. 
 
De esta forma, se asegura la simultaneidad y no exclusividad del sistema lo que 
refuerza la autonomía del trabajador y minimiza los riesgos de relaciones laborales 
clásicas encubiertas. Sobre este tema el DEPARTAMENTO DE TRABAJO DE ESTADOS 
UNIDOS ha anotado: 
 
El prestador debe mantener el derecho de trabajar simultáneamente para 
los competidores (del operador) y rutinariamente lo deberían hacer para 
maximizar sus ingresos. De hecho, ellos deberían trabajar para múltiples 
aplicaciones, eso implica, utilizar la plataforma virtual de la empresa al 
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mismo tiempo que la de un competidor para comparar las oportunidades 
virtuales y en tiempo real escoger la que mejores condiciones ofrece a 
partir de cada búsqueda de trabajo […]. A partir del reconocimiento del 
derecho a trabajar para múltiples plataformas al mismo tiempo el prestador 
adquiere el control sobre sus oportunidades externas (DOL, 2019, p. 8). 
 
3.2.13 Los derechos del trabajador digital: la delimitación estricta de las 
causales de desconexión 
 
Sin duda, el aspecto que impulsa la conflictividad en las relaciones del trabajo digital 
es la desconexión unilateral de los trabajadores por parte de la empresa operadora. La 
gran mayoría de jurisprudencia que se ha desarrollado tiene como punto de partida este 
hecho. Solo para mencionar algunos ejemplos de esta realidad, la CORTE SUPREMA DEL 
ESTADO DE CALIFORNIA ha estimado que la facultad que tienen las empresas operadoras 
de desconectar a los trabajadores por su sola voluntad es un aspecto que denota un 
desequilibrio desmedido12 e incluso sería un motivo válido para tipificar a la relación 
como laboral. 
 
En Argentina recientemente se dio un juicio en el que un grupo de repartidores de 
Rappi Argentina presentó una medida cautelar autónoma para que la empresa los 
desbloquee y permita seguir laborando, pues, según ellos, fueron removidos por haber 
conformado una organización sindical. En esa medida, el Juzgado de Primera Instancia 
37 resolvió que la desconexión de los trabajadores por haberla constituido contravenía su 
derecho a la libre asociación y, en efecto, ordenó su reinserción. 
 
La desconexión en estricto sentido es una sanción y, siendo así, debería encontrarse 
limitada por el derecho positivo. En otras palabras, los supuestos bajo los cuales opera 
                                                
12 El tribunal comenzó analizando el factor "principal" bajo el test de Borello, es decir, "si la 
persona a quien se presta el servicio tiene el derecho de controlar la manera y los medios para 
lograr el resultado deseado". El tribunal determinó que este "hecho crítico" seguía "en disputa", 
porque Uber y los demandantes disputaron, entre otras cosas, hasta qué punto: 1) Uber puede 
despedir a los conductores a voluntad; 2) los conductores que no aceptan viajes se consideran 
un "problema de rendimiento"; y 3) los conductores deben vestirse profesionalmente, enviar 
mensajes de texto a los pasajeros, reproducir ciertos tipos de música durante los viajes y cumplir 
con las "sugerencias" de control de calidad de Uber. 
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deberían disponerse claramente en una norma. Por el dinamismo de esta industria, sería 
inconveniente que desde el Estado se diseñen las causales por las que un trabajador digital 
pueda ser desconectado, por ende, las facultades de determinar las causales de 
desconexión deben ser delimitadas por la empresa operadora; por supuesto, bajo el 
entendido de ser claras y de que su interpretación seguirá las reglas generales del derecho 
sancionatorio. 
 
3.2.14 Los derechos del trabajador digital: ser notificado con una resolución 
suficientemente motivada en caso de ser desconectado 
 
La motivación de las resoluciones es la garantía que distingue una decisión arbitraria 
de una jurídica. Aunque normalmente es exigible frente a las autoridades que ejercen una 
potestad pública, progresivamente se ha ido ampliando hacia todo tipo de procesos en los 
que se establezcan derechos y obligaciones. Así, por ejemplo, el artículo 76 de la 
Constitución ecuatoriana, que desarrolla las garantías del debido proceso, dispone que la 
motivación es un requisito connatural a todo proceso en el que se determinen derechos y 
obligaciones, sin distinguir entre qué tipos de proceso. Sobre este tema, la CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA en Sentencia T-385 de 2006 ha explicado: 
  
En lo referente a los alcances del derecho a la defensa en cuanto a la 
terminación unilateral del contrato de trabajo por parte del empleador, la 
Corte Constitucional ha reafirmado que el empleador tiene la obligación 
de manifestarle al trabajador los motivos concretos y específicos por los 
cuales está dando por terminado con justa causa su contrato de trabajo, así 
como determinó a  favor del trabajador, la posibilidad de ejercer el derecho 
de defensa frente al empleador, antes de que se lleve a cabo la terminación 
del contrato de trabajo. Así mismo, que el empleador tiene la obligación 
de darle al trabajador la oportunidad de defenderse de las imputaciones que 
se hacen en su contra, antes del despido. 
 
La motivación de las resoluciones de desconexión cumple un papel relevante en el 
sistema, toda vez que permite que el trabajador digital conozca los motivos fácticos que, 
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hilados con las causales de desconexión previamente determinadas, justifican la 
terminación del contrato. De la revisión jurisprudencial referida, se colige que los 
conflictos entre los trabajadores y las empresas operadoras se dan en buena medida por 
la informalidad con la que se aborda la desconexión, pues en la mayoría de casos esta se 
limita a un pequeño mensaje en la pantalla que notifica al trabajador, sin ninguna 
explicación concreta sobre los motivos que fundaron esa decisión.  
 
3.2.15 Los derechos del trabajador digital: impugnar civilmente la resolución 
del contrato de vinculación 
 
Por regla general, la terminación unilateral de un contrato puede ser demandada en 
sede judicial por motivos sustantivos —si no se configuraron las causales de desconexión 
previamente acordadas o la empresa operadora incurrió en algún incumplimiento a sus 
obligaciones contractuales— o por motivos adjetivos —si la resolución no fue notificada, 
si no estuvo motivada o no se le permitió al trabajador ejercer su derecho a la defensa, 
entre otros—.  
 
En este punto, sería altamente recomendable que el Régimen Especial del Trabajo 
Digital evada la judicialización de sus procedimientos, estableciendo, por ejemplo, la 
obligación de que los conflictos sean sometidos a una mediación antes de posibilitar una 
demanda en la sede judicial respectiva. En realidad, aquí se encuentra un espacio idóneo 
para el desarrollo de métodos alternativos de solución de conflictos, como los dispute 
boards13 y el mismo arbitraje que, por su agilidad y carácter definitivo de la resolución, 
podrían armonizar con la lógica bajo la cual opera la economía digital. 
 
Por supuesto, sería inconstitucional14 establecer que los conflictos derivados de este 
tipo de contratos se deban ventilar en sede arbitral o bajo algún mecanismo alternativo de 
solución de conflictos, No obstante, al estar en materia civil, esencialmente transigible, 
                                                
13 Un dispute board es un método alternativo de solución de conflictos, en virtud del cual un panel 
de expertos neutrales independientes coopera permanentemente con las partes en la solución 
de sus diferencias, a efectos de que estas se solventen sobre la marcha de la ejecución del 
contrato y no escalen.  
14 Ello, en virtud de que la tutela judicial efectiva es un derecho humano y, por ende, no cabría 
establecer una regla absoluta de derivación de conflictos a métodos alternativos.  
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las empresas operadoras y los trabajadores bien podrían pactar en el contrato que las 
controversias sean resueltas por tribunales arbitrales u otros mecanismos alternativos de 
resolución de disputas. 
 
Ahora bien, en cuanto a las normas sustantivas aplicables a la validez, eficacia e 
interpretación de los contratos, su ejecución y, en general, todo lo relativo al mérito de 
una controversia, se deberá estar a las reglas generales del derecho civil, pues, como se 
estudió, el trabajo digital debe ser regulado a partir de una hibridación entre normas 
sustantivas y adjetivas laborales y civiles. 
 
Frente al marco adjetivo que debería regir una controversia de esta índole, no se 
puede olvidar cómo uno de los fundamentos del sistema normativo que se propone es, 
precisamente, la disparidad en muchos aspectos entre la empresa operadora y el 
trabajador. Bajo esta premisa, será adecuado incluir las siguientes garantías procesales 
especiales para este tipo de procesos, siguiendo la línea de formar un esquema ecléctico 
que incorpore instituciones adjetivas y sustantivas del derecho laboral y del derecho civil: 
 
• In dubio pro operario. Ante a cualquier duda sobre el alcance, interpretación, 
validez o eficacia de las disposiciones contractuales o sobre el funcionamiento 
estructural de la plataforma digital, el alcance o interpretación de las normas 
legales y constitucionales, se estará a lo más favorable para la vigencia de los 
derechos del trabajador digital.  
 
• Inversión de la carga de la prueba en cuanto a la resolución de terminación: si la 
resolución de terminación es demandada por el trabajador, corresponderá a la 
empresa operadora justificar los motivos por los que resolvió la desconexión.  
 
• Inversión de la carga de la prueba respecto a la acreditación de los mecanismos 
de operación de la plataforma: cuando en la contienda, el trabajador presenta 
algún reparo sobre cualquier aspecto que involucre la infraestructura tecnológica 
de la plataforma, verbi gratia, el mecanismo de cálculo de tarifas o la asignación 
de servicios, se invertirá la carga de la prueba. 
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• Prohibición de alegar nulidad: la empresa operadora estará vedada de contender 
la validez y eficacia de las disposiciones del contrato de vinculación.  
 
3.2.16 El derecho colectivo en el trabajador digital 
 
Debido a la inseguridad jurídica que ronda la actividad de los trabajadores digitales, 
la formalización de organizaciones sindicales ha tenido un modesto desarrollo (Felstiner, 
2011). Además, la noción de que los “contratistas independientes” no pueden acceder a 
las garantías del derecho colectivo del trabajo, sumado al aislamiento en el que están los 
trabajadores digitales ha debilitado su capacidad de interacción y organización. Por si 
fuera poco, como los trabajadores actualmente son considerados “empresarios 
independientes”, cualquier tipo de organización, en muchas legislaciones, es considerada 
como una actividad anticompetitiva y potencialmente sujeta a sanciones (Eurofound y 
OIT, 2017; Waas et ál., 2017). Todos estos motivos han frenado el desarrollo del derecho 
colectivo del trabajo en el mundo digital y con ello se ha obstaculizado la oportunidad de 
que las empresas operadoras y los trabajadores puedan acordar los términos en que se 
desarrollará esa actividad económica. 
 
El derecho colectivo es una de las garantías más eficaces para lograr la mejora en las 
condiciones económicas y sociales del trabajador, pero, además, su garantía comporta 
una obligación internacional del Estado, pues tanto el derecho de asociación como el 
derecho a la negociación colectiva tienen rango de derecho humano, según lo establecido 
en los Convenios 87 y 98 de la OIT. En efecto, el derecho a la asociación y a la 
negociación colectiva, al estar contenidos en instrumentos internacionales en materia de 
derechos humanos, tienen una prelación en el orden interno. Sobre el tema, en Sentencia 
C-401 de 2005, la Corte Constitucional de Colombia ha reseñado: 
 
Adicionalmente, aquellos convenios que integran el bloque de 
constitucionalidad han de ser aplicados por todas las autoridades y los 
particulares para asegurarse de que las leyes nacionales sean interpretadas 
de manera acorde con la Constitución y tales convenios. Por lo tanto, al 
resolver “el caso controvertido” —en los términos del artículo 19 del 
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Código Sustantivo del Trabajo acusado en el presente proceso—, tales 
convenios son norma aplicable de manera principal y directa, y han de 
incidir en la determinación del alcance de las normas legales que también 
sean aplicables. Adicionalmente, los convenios que integran el bloque de 
constitucionalidad en sentido estricto han de prevaler en el orden interno. 
De ninguna manera los convenios internacionales del trabajo pueden ser 
considerados simplemente como parámetros supletorios en el 
ordenamiento laboral. Independientemente de la definición acerca de 
cuáles son los convenios que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, es claro que todos forman parte de la legislación 
interna, lo que significa que no pueden ser relegados, por regla general, a 
parámetros supletorios de interpretación ante vacíos normativos en el 
orden legal. 
 
En Ecuador, de igual manera, conforme lo disponen los artículos 11, 425 y 426 de la 
Constitución, los tratados internacionales en materia de derechos humanos deben ser 
obligatoriamente aplicados e incluso prevalecen sobre la propia Constitución. De otro 
lado, los tratados internacionales ordinarios tienen rango supralegal. Por todo lo dicho, es 
evidente que existe en el plano internacional una obligación positiva de los Estados de 
adoptar medidas que contribuyan a la garantía del derecho a la libertad de asociación y a 
la negociación colectiva. Siendo así, el trabajo digital no puede estar fuera de estos 
lineamientos. 
 
En este sentido, el derecho de los trabajadores a formar asociaciones y a adherirse 
libremente a ellas es una garantía que —en el estadio jurídico actual— es ineludible para 
los Estados y se complementa con el derecho que tienen a negociar con las empresas 
operadoras las condiciones de la operación. Quizá esta propuesta pueda tener un efecto 
disuasivo para el desarrollo tecnológico y del emprendimiento en esta área de la 
economía, sin embargo, visto el marco jurídico constitucional e internacional que protege 
el derecho a la asociación y a la negociación colectiva, se considera que su elusión del 
trabajo digital acarrea, necesariamente, un incumplimiento de las obligaciones 
internacionales del Estado en materia de derechos humanos. 
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Alrededor del mundo, la noción de que el trabajo digital debe estar amparado por el 
derecho colectivo no ha carecido de apoyo. Por ejemplo, la Federación Neerlandesa de 
Sindicatos ha ofrecido su apoyo a los repartidores de Delivereoo, incluso anunciando una 
huelga de solidaridad. En 2016 y 2017, el Sindicato de Trabajadores Independientes de 
reino Unido (IGWB, por sus siglas en inglés) apoyó la huelga de los repartidores de 
Delivereoo. También en Reino Unido, el Sindicato General (GMB, por sus siglas en 
inglés) colaboró a que más de 30.000 conductores de Uber tengan garantías básicas en el 
empleo, incluyendo pagos por vacaciones, salario básico y descansos. Lo mismo ha 
ocurrido con la Alianza de Taxistas de Nueva York (Heyes y Newsome, 2017). 
 
Ahora bien, para efectos de materializar este derecho, los trabajadores digitales 
podrían adherirse a las organizaciones que estimen conveniente, en función de los 
servicios que estén prestando, según el Registro Público del Trabajo Digital. Para el fin, 
se podría establecer un umbral de dinero o tiempo de conexión a una plataforma en 
específico, a partir del cual se habilite el derecho de asociación. En realidad, por las 
características del sistema, lo más conveniente sería que, siguiendo el modelo de 
negociación por rama o industria, sea una agremiación única de trabajadores digitales la 
que discuta frente a una sola asociación de empresas operadoras las condiciones del 
sistema. 
 
Sin perjuicio de lo dicho, se considera inviable que una norma de rango legal pueda 
contemplar esta posibilidad, pues el Convenio 87 de la OIT no establece limitación alguna 
para efectos de la asociación de los trabajadores. A pesar de esto, en la práctica sería 
altamente deseable, pues contribuiría a que la dinámica de esta actividad siga su curso y 
evitaría la formación de múltiples asociaciones que, a su vez, podrían enlentecer la 
operación óptima de la economía digital.  
 
3.2.17 Alternativas de aplicación del régimen especial 
 
Como se indicó, el primer mecanismo para incorporar el Régimen Especial del 
Trabajo Digital es la creación de una ley, atendiendo las particulares necesidades de cada 
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Estado, especialmente respecto a los aportes y prestaciones del sistema de seguridad 
social. Sin embargo, la creación normativa no es la única vía para la materialización de 
los derechos especiales del trabajo digital. Cabe estimar que, a partir de la teoría de la 
responsabilidad social empresarial, las compañías operadoras podrían incorporar a sus 
regímenes internos condiciones más favorables para la vigencia de los derechos de los 
trabajadores digitales. 
 
La responsabilidad social empresarial tiene cada vez más aceptación en el derecho 
corporativo —algunas voces, incluso, la consideran una obligación consuetudinaria en 
construcción— que avoca por el diseño de políticas internas cooperantes en el 
mejoramiento de las condiciones de trabajo, de relacionamiento con el ambiente y la 
comunidad. Según PORTER Y KRAMER (2011), la responsabilidad social empresarial 
consiste en la ejecución de políticas que fomenten la competitividad y, simultáneamente, 
permita un avance en las condiciones sociales y económicas de las comunidades en las 
que opera, generando un balance entre progreso social y financiero. 
 
Por su parte, CORREA, FLYNN Y AMIT (2004) explican que la responsabilidad social 
empresarial actualmente se refiere a una forma de hacer negocios, tomando en 
consideración los efectos sociales, ambientales y económicos de la acción empresarial. 
Respecto a esta, finalmente, LUNA VIVEROS Y MAIGUAL (2012) señalan: 
 
La Responsabilidad Social Empresarial vista desde un enfoque 
Instrumental, busca como objetivo primordial la maximización de 
utilidades en la empresa, en cuyo camino se admiten acciones sociales 
como instrumentos para su fortalecimiento estratégico; manifestado en las 
teorías de autores como Friedman, Murray y Montanari, Lizt, Porter, y 
Kramer. Desde el enfoque Político, se resalta el gran poder de las empresas 
sobre la sociedad, debido a la influencia que estas generan en la economía 
de su medio, de manera que se les invita a actuar de forma ética y 
responsable, cumpliendo con los parámetros legales establecidos y con 
actos voluntarios, que ayuden a construir una sociedad mejor, elaborado a 
grandes rasgos en las teorías de autores como Davis, Donaldson y Dunfee 
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y Wood y Logson. En cuanto al enfoque Ético, se destaca una 
preocupación de tipo más filantrópico y moral por parte de la organización 
hacia su entorno; esto, en postulados de autores como Freeman, Kaku, 
Global Compact y Chomali y Majluf. Por último, el enfoque Integrador, 
armoniza una serie de criterios éticos, económicos, normativos y 
filantrópicos de la empresa hacia la sociedad; con teorías de autores como 
Carroll, Jones, Vogel y Wilcox.  
 
La incorporación de las garantías sustantivas del trabajo digital referidas antes, bien 
podría ser realizada por las mismas compañías operadoras, como una política de 
responsabilidad social. Para ello, en realidad, bastaría con una reforma de los contratos y 
el rediseño de ciertas funciones de los aplicativos que, como se vio, podrían rayar con la 
autonomía del trabajador. Quizá lo más complejo sería la concreción del Registro Público 
del Trabajo Digital, al requerir una institución que centralice la información del 
trabajador, aunque, por su puesto, esto también podría ser realizado por las operadoras. 
 
En definitiva, la creación de una ley no es la única alternativa para dotar de garantías 
al mundo del trabajo digital que ofrece enormes oportunidades de crecimiento económico 
para los trabajadores, de comodidad y servicios eficientes para los usuarios y de negocio 
y desarrollo tecnológico para las compañías operadoras. Desde luego, la creación de una 
ley sería lo más deseable, pues ofrecería seguridad jurídica, igualdad material entre todas 
las empresas del sector, que deberán atenerse a las exigencias del régimen, y garantías 
procesales para los trabajadores en el evento de que existan litigios.  
 
 
3.3 VIABILIDAD CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL DE LA INCLUSIÓN 
DE LOS TRABAJADORES DIGITALES A UN RÉGIMEN ESPECIAL 
 
La creación de un nuevo régimen para regular las relaciones derivadas del trabajo digital 
no puede escapar de un examen de viabilidad a la luz de la Constitución y del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (en adelante DIDH ). Más aún, cuando ya se ha 
visto cómo figuras que pretenden un escape de la protección clásica del derecho del 
 148 
trabajo —el caso de los autónomos económicamente dependientes de España o el laboro 
parasubordinati italiano— han tenido dificultades de funcionamiento, al considerarse 
que para situaciones esencialmente iguales —una persona ejerciendo poder económico, 
jurídico, técnico sobre otra— se generan consecuencias distintas15. Precisamente, en las 
críticas que luego de muchos años de vigencia han tenido estas formas de 
parasubordinación se halla el punto de partida para el análisis de la constitucionalidad y 
convencionalidad del Régimen Especial del Trabajo Digital propuesto en esta 
investigación. 
 
Si bien, una vez analizada la propuesta concreta, podrán existir cuestionamientos 
constitucionales y del DIDH a las disposiciones procesales y sustantivas del régimen, se 
cree que el tema primordial consiste en examinar si el solo hecho de clasificar a los 
trabajadores digitales e incluirlos en un sistema legal distinto podría colisionar con el 
derecho a la no discriminación y con el principio de igualdad16. 
 
Es evidente que la creación de un régimen especial para regular el trabajo digital debe 
someterse a un examen minucioso para verificar si existen motivos suficientes que 
justifiquen establecer una batería de protección distinta y una serie de consecuencias 
                                                
15 En el capítulo anterior se reseñaron los motivos detrás de los cuestionamientos al trabajo 
parasubordinado, básicamente centrados en que para una situación fáctica igual se establecen 
consecuencias jurídicas distintas. Es preciso recordar que el fundamento —acertado o 
equivocado— del derecho del trabajo para ofrecer una protección sustancial y procesal especial 
al trabajador está determinado por la disparidad en el poder que tiene frente a su empleador (De 
Ferrari, 1961). Si posteriormente se concreta un vínculo contractual, ese poder bien puede 
materializarse en una subordinación o dependencia económica o técnica que intensifica las 
facultades del empleador sobre el trabajador. En efecto y según la teoría clásica, estos motivos 
justifican que el derecho intervenga y dé una protección especial frente a la parte más débil de 
la relación contractual: el trabajador. En ese orden de ideas, el modelo de trabajo 
parasubordinado emerge como una alternativa para proteger a aquellos trabajadores que, 
conservando rasgos de autonomía, no se adecúan al esquema clásico de subordinación, 
situándose “en la frontera externa al actual campo laboral […]. Pero, en la frontera externa lícita, 
abarcando una parte importante de las zonas grises de la actual realidad social, o, al menos, de 
aquellas que lindan no ya con el trabajo gratuito y los servicios sociales, sino con el trabajo 
autónomo” (Calvo, 2005, p. 56). Así las cosas, el modelo de trabajo parasubordinado permite 
que, frente a una relación jurídica que podría tener dependencia económica, técnica e, incluso, 
visos de subordinación clásica, por el solo hecho de que exista la posibilidad de demostrar que 
estos rasgos no se evidencian con intensidad, se podrá acceder a un régimen de protección 
sustancialmente menor (Fernández, 2016). 
16 Siguiendo a Bayefsky (1990), la igualdad y la no discriminación representan la declaración 
positiva y negativa de un mismo principio. 
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jurídicas diferenciadas para el trabajo realizado por medio de aplicativos móviles en sus 
variaciones de crowdwork o de trabajo bajo demanda vía apps. 
 
Se empezará por explicar los alcances y el contenido del derecho a la igualdad o la 
no discriminación. A partir de la Segunda Guerra Mundial, este derecho proliferó en los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos y actualmente bajo el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos es una norma ius cogens17. Esto quiere decir que 
es perentoria en el derecho internacional público y comporta una obligación erga omnes. 
 
No existe una definición unívoca de este derecho18, sino que, dependiendo del 
Tratado que lo contenga puede tener mayor o menor alcance. Sin embargo, lato sensu, es 
posible decir que el derecho a la no discriminación prohíbe en general que se realicen 
distinciones no justificadas para cualquier efecto. Existen, además, ciertas categorías de 
prohibición absoluta de discriminación —es decir criterios que no pueden ser utilizados 
para justificar una distinción— que difieren en función del tratado internacional que las 
contiene, pero que básicamente se centran en la orientación sexual, la raza, el color de 
piel, la religión y la opinión política, entre otras19. Sobre el tema, la doctrina ha señalado: 
                                                
17 Si bien, fuera de la prohibición de la discriminación racial, no ha existido consenso de la 
comunidad internacional para considerar la prohibición de la discriminación basada en otros 
motivos como una norma de ius cogens, a partir de la Opinión Consultiva OC 18-03, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos amplió el espectro de alcance de esta prohibición y 
reforzó la importancia de la igualdad ante la ley.   
18 Solo cuatro tratados en materia de derechos humanos postulan una definición. Los dos 
Convenios de la OIT definen la discriminación en términos de igualdad y viceversa. La 
Convención sobre la Eliminación de la Discriminación Racial y la Convención sobre la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer definen la discriminación en términos de tener 
una misma base con respecto al goce de derechos y libertades. Además, el Convenio de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre Igualdad de Remuneración (100) 165 UNTS 303 
(1953) define igualdad de remuneraciones en el artículo 1b como: “La expresión ‘igualdad de 
remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de 
igual valor’ designa las tasas de remuneración fijadas sin discriminación en cuanto al sexo”. 
19 El artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que ha merecido un 
importante desarrollo por parte del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 
prescribe: “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual 
protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas 
las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de [...]”. El 
Convenio de la OIT relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación (111) 
establece: “A los efectos de este Convenio, el término ‘discriminación’ comprende: a) cualquier 
distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión 
política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad 




¿Qué establece el principio de igualdad? Como se sabe, hay una extensa 
bibliografía filosófica y técnica que intenta responder a esta pregunta. Una 
formulación posible puede ser la siguiente: en todos los aspectos 
relevantes los seres humanos deben ser considerados y tratados de igual 
manera, es decir, de una manera uniforme e idéntica, a menos que haya 
una razón suficiente para no hacerlo. Esta enunciación, como cualquier 
otra, lleva a plantear una serie de interrogantes. ¿Qué se entiende por 
aspectos relevantes? ¿Qué vale como una distinción razonable que no 
afecta el principio de igualdad? ¿Cuáles son las razones suficientes? ¿Qué 
valores o qué principios, además de valor de la igualdad, entran en juego 
cuando se comienza a considerar casos concretos? Una respuesta global, 
aunque por cierto insatisfactoria, a este grupo de preguntas es que toda 
decisión razonable (o irrazonable) se toma o presupone valoraciones 
relevantes. Pero cabe advertir que no toda valoración relevante es una 
valoración aceptable desde un punto de vista jurídico […]. Se siguen del 
principio de igualdad, o se derivan o están conectados con él, dos 
principios importantes. El primero es el principio de no discriminación, 
que, como se suele decir, es algo así como el principio negativo del 
principio de igualdad, al prohibir diferenciaciones sobre fundamentos 
irrelevantes, arbitrarios, o irrazonables. El segundo principio, que se suele 
llamar principio de protección, está diseñado con el objeto de imponer y 
lograr una igualdad positiva a través de lo que se denomina 
“discriminación inversa” y acción positiva (Rabossi, 1990, p. 177). 
 
Ahora bien, ¿qué criterios se deben tomar en cuenta para examinar si una medida 
legislativa —como lo podría ser el Régimen Especial del Trabajo Digital— vulnera el 
derecho a la no discriminación? Siendo este un campo bastante amplio y de exhaustivo 






3.3.1 La neutralidad nominal de la norma 
 
Idealmente la inclusión de un régimen especial para el trabajo digital merecerá la 
promulgación de una ley y, en efecto, el primer paso para revisar si podría incurrir en una 
transgresión al derecho a la no discriminación, pasa por asegurar la neutralidad nominal. 
Esto se refiere a que el contenido de la norma formalmente no establezca distinciones 
prohibidas, es decir, no discrimine en función de las categorías generalmente prohibidas 
en el marco constitucional y a la luz del DIDH. En efecto, el nuevo régimen no podrá 
condicionar el acceso a cualquier aspecto relacionado con raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento u otra condición social, según la previsión del artículo 1 de la 
CADH y en concordancia con normas constitucionales de contenido esencialmente 
idéntico20. 
 
Tomando en consideración que el régimen especializado propuesto no plantea 
ninguna distinción relacionada con las categorías prohibidas por el DIDH, ab initio sería 
una norma nominalmente neutral. Esta es una parte fundamental del examen de 
convencionalidad, pues si desde el inicio la norma no incurre en ninguna distinción 
generalmente prohibida, desde la perspectiva formal se reputa válida. Otro sería el estadio 
si, por ejemplo, el régimen especial estableciera que solo los hombres con permiso 
profesional para manejar autos están sujetos a su protección o si, de manera general, se 
prohibiera que las personas sexualmente diversas, o con otra distinción basada en las 
categorías prohibidas explicadas, puedan ejercer el trabajo digital. 
 
Sobre la neutralidad nominal y la inclusión de categorías prohibidas en los textos 
normativos, el COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS (Comunicación 
273, 1989, p. 6) ha dicho:  
 
El Comité advierte que los autores no han aducido que su trato diferente 
se atribuya al hecho de pertenecer a alguna categoría específica e 
                                                
20 Vid Artículo 13, Constitución Política de 1991; artículo 11, Constitución ecuatoriana de 2008. 
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identificable que les significara encontrarse expuestos a un trato 
discriminatorio a causa de alguno de los motivos enumerados u “otra 
condición social” establecido en el artículo 2621. 
 
Por supuesto, la verificación de la constitucionalidad y convencionalidad de una 
norma no solo se ve en función de lo que formalmente manda, prohíbe o permite, sino 
que el examen debe abordar sus potenciales implicaciones materiales. En realidad, no se 
encuentran motivos que pudieran generar efectos discriminatorios en el Régimen 
Especial del Trabajo Digital; pues, como se verá, existe plena justificación para establecer 
disposiciones especiales para una situación igualmente especial —el trabajo realizado 
bajo condiciones tecnológicas que irrumpe el orden laboral clásico—.  
 
Pero, además, al analizar los efectos de una potencial creación normativa, se debe 
tomar en cuenta cómo en la actualidad los actores del trabajo digital —empresas, 
prestadores del servicio, usuarios— se encuentran en absoluta desprotección y padecen 
una creciente inseguridad jurídica. Su estatus es indeterminado, porque los trabajadores 
no pueden acceder a ningún beneficio y las empresas están en permanente riesgo de ser 
demandadas y, eventualmente, en la obligación de pagar haberes laborales jamás 
provisionados. En efecto, hoy el panorama para quienes pujan el desarrollo de la 
economía digital es jurídicamente incierto, por lo que la inclusión de un nuevo régimen 
legal no abundaría en una problemática jurídica o social, sino que la solventaría. 
 
Finalmente, cuando se examina si una norma puede ser discriminatoria, se deben 
observar ciertas reglas respecto a los efectos materiales. Verbi gratia, el COMITÉ DE 
DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS (Comunicación 212, 1986) ha explicado que 
“[...] El alcance del artículo 2622 no abarca diferencias de resultados en la aplicación de 
normas comunes a la asignación de beneficios”. También, ese organismo ha explicado 
que un aseguramiento de la neutralidad nominal de la norma, la aísla del ámbito del 
artículo 26, independientemente de su efecto discriminatorio (Comunicación 218 de 
1986, 1989). Del mismo modo, en el caso Vos vs. los Países Bajos, el Comité explicó: 
                                                
21 El Comité se refiere al artículo 26 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos 
22 El Comité se refiere al artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  
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“[...] Las diferencias que pueden resultar de la aplicación uniforme de la legislación no 
constituyen por sí mismas discriminación prohibida” (Comunicación 218 de 1986, 1989). 
 
3.3.2 La justificación de la distinción. 
 
Ahora bien, teniendo claro que el derecho a la no discriminación provee de manera 
general la obligación de los Estados de no realizar distinciones no justificadas para el 
acceso a los derechos, la cuestión fundamental a revisar es ¿qué se considera una 
distinción razonable? ¿Cuál es el límite axiológico del derecho? Existe un consenso en 
que las distinciones razonables —siempre que no involucren las categorías generalmente 
prohibidas— son válidas. Por ejemplo, si bien el artículo 14 de la Convención Europea 
de Derechos Humanos establece que los derechos deben ser asegurados “sin distinción 
alguna”, la Corte Europea ha definido que la igualdad de trato se viola si la distinción 
carece de justificación objetiva y razonable (Corte Europea de Derechos Humanos, 1968). 
 
Por supuesto, cuando se desarrolle el Régimen Especial del Trabajo Digital, la 
distinción más importante no se dará con base en las clases generalmente prohibidas, sino 
a partir de una que no consta allí expresamente: el entorno de contratación y ejecución 
del trabajo. Si bien este examen podría ser eludido, porque se ha explicado que la norma 
es nominalmente neutral, conviene también exponer por qué el establecimiento de un 
régimen de regulación especial es plenamente válido a la luz de la distinción que lo 
justifica. 
 
A lo largo de esta monografía se explicó cómo el trabajo digital es sustancialmente 
distinto al trabajo tradicional. Se examinó la autonomía relativa del prestador, la 
regulación de la ejecución del trabajo, el rol del operador de la aplicación y demás 
aspectos que denotan el estar frente a un fenómeno que transgrede la concepción clásica 
del trabajo. De igual forma, se estableció por qué la estructura actual del trabajo digital 
sigue teniendo elementos de dependencia y subordinación que evidencian un 
desequilibrio en el poder, manifestado con notas sustancialmente distintas a las que 
originaron el derecho del trabajo en el siglo XIX, pero que no dejan de responder a una 
misma lógica de disparidad, en la que el más débil debe merecer una protección especial. 
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Se está, entonces, ante una situación atípica. De acuerdo con la OIT (2016), los 
trabajos atípicos o no estándares y que, por lo mismo, están sujetos a una regulación 
especial, son aquellos que surgen de “arreglos atípicos”, con rasgos irregulares en cuanto 
a la jornada laboral, la estabilidad o el tipo de contratación. En este contexto, del mismo 
modo, en concordancia con MADARIAGA et ál. (2019), también las relaciones laborales 
son atípicas: 
 
Cuando la figura del asalariado se desdibuja en la figura de cuenta propia 
económicamente dependiente. Otra categoría relevante de las formas 
atípicas de empleo es la relación de trabajo multipartita, es decir, una 
relación temporal no directa ni subordinada al usuario final, que se 
desarrolla a partir de un régimen de subcontratación mediado por una 
agencia de trabajo temporal (p. 32). 
 
En mérito de todo lo expuesto, es dable pensar que la justificación inicial de la 
distinción consiste en que todo el entorno de desarrollo del trabajo digital es 
sustancialmente diferente al del trabajo subordinado clásico, ergo, frente a una situación 
fáctica distinta, procede una regulación distinta.   
 
3.3.3 La validez material de la medida 
 
Por último, es importante revisar si la medida que se está tomando es sustantivamente 
válida, aun cuando se trata de una norma nominalmente neutral, y bajo el presupuesto de 
ser de una distinción plenamente justificable. Sobre este aspecto, el entonces TRIBUNAL 
EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS ha sostenido:  
 
Una diferencia de trato en el ejercicio de un derecho reconocido en la 
Convención no solo debe perseguir una finalidad legítima; el artículo 14 
se infringe igualmente cuando se establece claramente que no hay relación 
razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y los fines que 
se busca lograr (1968, párrafo 10).  
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 El criterio vertido por el Alto Tribunal contiene dos elementos para evaluar si 
sustantivamente la medida es válida bajo el DIDH. De un lado, la distinción debe tener 
una justificación objetiva y razonable, lo que se explicó en el numeral 2.2.2, básicamente 
centrada en la transfiguración de ciertos elementos clave de la relación laboral en el 
contexto del trabajo digital. Por otro lado, se tiene el estándar de la relación razonable de 
proporcionalidad entre la finalidad y el medio empleado para lograrla. 
 
En el caso concreto, la finalidad de la medida consiste en dotar de protección a un 
cúmulo de trabajadores que se encuentran en una notable inestabilidad jurídica en razón 
de la zona gris de la categorización del vínculo contractual que tienen con la empresa 
operadora de la plataforma en la que trabajan. Esta ambivalencia genera que los 
trabajadores no tengan estabilidad, acceso a la seguridad social ni garantías mínimas en 
el ejercicio de una actividad productiva. Los medios para atender el fin propuesto son 
claramente idóneos y proporcionales, pues simplemente tienden a generar una batería 
especial de protección en materia de seguridad social, estabilidad, transparencia de la 
información, entre otros aspectos destinados, tanto a garantizar los derechos de los 
trabajadores digitales como a precaver la seguridad jurídica que demandan las empresas 
y asegurar que este pujante sector de la economía continúe desarrollándose. 
 
Siendo así, el establecimiento de un régimen especial para el trabajo digital no 
representa riesgo alguno para la vigencia del derecho a la no discriminación y, por el 
contrario, tiene el potencial de atender favorablemente a los actores de un sector 
económico y social que hoy por hoy padecen las consecuencias de un marco regulatorio 
incierto. Finalmente, sobre los alcances de las distinciones normativas para el acceso a 
los derechos la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS ha explicado:  
 
No puede afirmarse que exista discriminación en toda diferencia de 
tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa distinción parta 
de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo 
proporcionado una fundamentada conexión entre las diferencias y los 
objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la 
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razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, 
despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y 


























Una vez abordado el contenido del plan de investigación diseñado para la presente 
monografía, se formulan las siguientes conclusiones: 
 
1. Entre las muchas megatendencias que caracterizan la evolución del trabajo en el 
mundo actual, el crecimiento de las economías basadas en plataformas en línea ha 
sido vertiginoso, contribuyendo a cambiar la naturaleza misma del trabajo. Las 
tecnologías de la información y la comunicación permiten tener disponibles a un 
número infinito de trabajadores y conectarlos con precisión milimétrica con el 
solicitante de un servicio. 
 
2. El trabajo digital se caracteriza por tener una relación tripartita entre i) el operador, 
esto es, la empresa que cuenta con la infraestructura tecnológica, es dueña del 
software y opera la plataforma mediante la cual se realiza el pareo entre oferta y 
demanda; ii) el solicitante, quien descarga o accede a la aplicación para pagar por 
servicios, y iii) el prestador, quien materialmente ejecuta el servicio o prestación. 
 
3. Este trabajo digital es disruptivo. Irrumpe en las aristas fundamentales del derecho 
laboral clásico, principalmente porque implica una reconfiguración de la noción 
céntrica de subordinación, desde donde se encuentra construido. Irrumpe en el 
concepto de empleador, porque las operadoras, más que imponer una figura de 
autoridad frente al trabajador, dispersan los mecanismos de control, hacen de la 
disciplina una diáspora regida por agentes, que los trabajadores no pueden 
entender, como algoritmos o la infraestructura de datos. Irrumpe, asimismo, en el 
concepto de trabajador, pues en la nueva génesis los empleados pueden ser 
tratados como bienes intercambiables, cuya permanencia en el sistema en 
ocasiones resulta ser pasajera e intermitente. Irrumpe también en el entorno de 
ejecución del trabajo, dado que el trabajo digital no puede ser localizado en un 




Además, el trabajo digital está transfigurando el horario y la jornada de trabajo, 
toda vez que se abandona el esquema de los horarios fijos y las jornadas de trabajo 
estrictamente delimitadas, trasladándole a los trabajadores la facultad de 
determinar cuánto tiempo estar conectados. A su vez, la remuneración está 
determinada por una serie de factores aleatorios y algoritmos, que responden a 
una compleja infraestructura de datos, frente a la cual el trabajador tiene muy 
limitado conocimiento. 
 
4. En cuanto a la caracterización jurídica de los trabajadores digitales, si se volca 
hacia el orbe laboral clásico, para que puedan ingresar a su batería de protección, 
será menester verificar la existencia de subordinación, pues esta figura es la piedra 
angular del derecho del trabajo clásico y el elemento más distintivo del contrato 
de trabajo, que permite diferenciar un vínculo del derecho común de uno laboral. 
Si se observa la realidad del trabajo digital bajo la lupa de la subordinación clásica, 
propia de la fábrica de fines del siglo XIX, es posible concluir la autonomía del 
prestador del servicio, en razón del control que tiene sobre su comportamiento, 
horario de trabajo, jornadas y demás aspectos. 
 
Sin embargo, la subordinación en el siglo XXI ha mutado. Hoy puede ser difusa 
y con capacidad mimética. Difusa, porque no se encuentra si se la busca bajo la 
óptica de una intervención directa y manifiesta frente al prestador, y mimética, 
por tener vocación de estar encubierta. Los criterios macro que se identifican para 
evaluar la existencia de subordinación en el trabajo bajo demanda digital son los 
siguientes: i) directrices blandas; ii) comprensión íntegra de la noción de 
independencia; iii) ubicación del poder, locación y distribución del riesgo; iv) 
entorno de trabajo controlado por fuerzas tecnológicas. 
 
5. Si bien existen expresiones que podrían denotar una subordinación especial en el 
contexto de la ejecución del trabajo digital, no es menos cierto que los prestadores 
del servicio gozan de una amplia autonomía expresada en la disponibilidad del 
tiempo, la sujeción a normas blandas, la capacidad de trabajar para varias 
empresas a la vez, el control pleno sobre su jornada laboral, la intensidad o la 
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coordinación con otros empleos. Vista esta realidad, resulta demoledor para la 
dinámica de la economía digital el encasillarla bajo el esquema monolítico del 
derecho laboral clásico. En efecto, el trabajo digital requiere un régimen propio, 
ni laboral, pues la subordinación no subyace incólume, ni civil, pues la autonomía 
no hace lo propio. 
 
6. Actualmente, las empresas operadoras, los prestadores del servicio y los 
consumidores se enfrentan a un escenario de total inseguridad jurídica, pues no 
existe certeza respecto a cuál es el estatus laboral de conductores, repartidores, 
programadores y demás trabajadores digitales. Las Cortes se enfrentan a la 
disyuntiva de laboralizar o independizar, como únicas opciones para solventar una 
controversia derivada de la caracterización de un trabajador digital, lo que no es 
una respuesta ab initio válida ni que pueda receptar la realidad del trabajo digital. 
 
7. El Régimen Especial del Trabajo Digital es una respuesta frente a este escenario 
de incertidumbre jurídica. Se propone reglar la relación entre el prestador del 
servicio —trabajador digital— y la empresa operadora, a partir de un conjunto de 
normas adjetivas y sustantivas del derecho civil y del derecho laboral que formen 
un sistema híbrido con capacidad de atender las especiales necesidades del sector. 
 
8. Los elementos estructurales del Régimen Especial del Trabajo Digital consisten 
en: i) la existencia de subordinación moderada; ii) libertad horaria; iii) libertad de 
trabajo; y iv) facultad del trabajador digital de controlar sus ingresos. Podrán 
ingresar al régimen especial, los trabajadores digitales que hayan pasado el test de 
suficiencia de participación, que, a su vez, es una garantía para que no cualquier 
persona que se conecte a un aplicativo goce de la protección del sistema, sino solo 
quienes se sujeten al mismo con cierta intensidad. Los trabajadores digitales 
firmarán un contrato de vinculación con la empresa operadora y, posteriormente, 
se realizará un registro electrónico en el Registro Público del Trabajo Digital. 
 
9. Los derechos sustantivos de los que será titular el trabajador digital son los 
siguientes: i) afiliación a la seguridad social; ii) estabilidad en la tasa de 
participación; iii) portabilidad de la reputación; iv) libertad de trabajo; v) 
delimitación estricta de las causales de desconexión; 
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resolución suficientemente motivada en caso de ser desconectado; vii) impugnar 
civilmente la resolución del contrato de vinculación; viii) libertad sindical. 
 
10. La incorporación de las garantías sustantivas del trabajo digital bien podría ser 
realizada por las mismas compañías operadoras, como una política de 
responsabilidad social. Para ello, en realidad, bastará con una reforma de los 
contratos y el rediseño de ciertas funciones de los aplicativos, que podrían rayar 
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